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PLAN DE FORMACIÓN DE LA RAMA JUDICIAL 


PROGRAMA DE FORMACIÓN JUDICIAL 
ESPECIALIZADA EN EL ÁREA PENAL 


PRESENTACIÓN 


El Módulo sobre “Los Instrumentos Internacionales, su Armonización, Inci- 
dencia y Aplicación en el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes” forma 
parte del Programa de Formación Judicial Especializada en el Área Penal — Sistema 
de Responsabilidad Penal para Adolescentes del Plan de Formación de la Rama Ju- 
dicial, aprobado por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y 
construido por la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” (EJRLB), de conformidad 
con su modelo educativo y enfoque curricular integrado e integrador y constituye el 
resultado del esfuerzo articulado entre Magistradas, Magistrados y Jueces, Juezas y la 
Red de Formadores y Formadoras Judiciales, los Comités Académicos y los Grupos 
Seccionales de Apoyo, bajo la coordinación del Magistrado José Agustín SuárezAlba, 
con la autoría del doctor CHRISTIAN WOLFFHÚGEL GUTIÉRREZ, quien con su 
conocimiento y experiencia y con el apoyo permanente de la Escuela Judicial, se 
propuso responder a las necesidades de formación desde la perspectiva de una admi- 
nistración de justicia cada vez más justa, oportuna y cercana a todos los colombianos. 


El Módulo sobre “Los Instrumentos Internacionales, su Armonización, 
Incidencia y Aplicación en el Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes” que se presenta a continuación, responde a la modalidad de 
aprendizaje autodirigido orientado a la aplicación en la práctica judicial, con absoluto 
respeto por la independencia judicial, cuya construcción responde a los resultados 
obtenidos en los talleres de diagnóstico de necesidades que se realizaron a nivel 
nacional con servidoras y servidores judiciales y al monitoreo de la práctica judicial 
con la finalidad de detectar los principales núcleos problemáticos, frente a los que se 
definieron los ejes temáticos de la propuesta educativa a cuyo alrededor se integraron 
los objetivos, temas y subtemas de los distintos microcurrículos. De la misma manera, 
los conversatorios organizados por la Sala Administrativa del Consejo Superior de 
la Judicatura a través de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, sirvieron para 
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determinar los problemas jurídicos más relevantes y ahondar en su tratamiento en 
los módulos. 


El texto entregado por el autor CHRISTIAN WOLFFHÚGEL GUTIÉRREZ 
fue validado con los Funcionarios y Empleados de los Comités Académicos cuyas 
observaciones enriquecieron este trabajo. 


Se mantiene la concepción de la Escuela Judicial en el sentido de que todos 
los módulos, como expresión de la construcción colectiva, democrática y solidaria 
de conocimiento en la Rama Judicial, están sujetos a un permanente proceso de 
retroalimentación y actualización, especialmente ante el control que ejercen las 
Cortes. 


ENFOQUE PEDAGÓGICO DE LA ESCUELA JUDICIAL 
“RODRIGO LARA BONILLA” 


La Escuela Judicial como Centro de Formación Judicial Inicial y Continua 
de la Rama Judicial responde al modelo pedagógico sistémico y holista de la 
educación, es decir, que el conocimiento se gesta y desarrolla como resultado de un 
proceso de interacción sistémica entre pares, todos los cuales participan de manera 
dinámica como formadores o discentes, en el contexto de innovación, investigación 
y proyección social de las sociedades del conocimiento, a partir de los siguientes 
criterios: 


* Respeto por los Derechos Fundamentales. 

* Respeto por la independencia de Jueces y Juezas. 

» Un modelo basado en el respeto a la dignidad humana y la eliminación 
de todas las formas de discriminación 

» Consideración de la diversidad y la multiculturalidad. 

+ Orientación hacia el ciudadano. 

* Una dimensión personalizada de la educación. 

+ — Énfasis en una metodología activa apoyada en el uso de las TIC en 
educación, con especial enfasis en las tecnologías de educación virtual 
B-learning. 

* Mejoramiento de la práctica judicial 

. Compromiso socializador. 


>» Dimensión creativa de la educación. 


vivo 
cin 


+ Aproximación sistémica, integral e integrada a la formación. 
+ Aprendizaje basado en el estudio de problemas a través del método del 
caso y el análisis de la jurisprudencia. 


La EJRLB desarrolla la gestión pedagógica con base en los tres ejes 
fundamentales alrededor de los cuales se fundamenta la sociedad el conocimiento: 
investigación académica aplicada, el Plan de Formación de la Rama Judicial y la 
proyección social de la formación. 

1. Investigación Aplicada: Conjunto de actividades que posibilita la 

integración de todos los elementos que contribuyen al desarrollo, la 
introducción, la difusión y el uso del conocimiento. 


2. Plan de Formación: Desarrollo de la capacidad y las condiciones para que 
los discentes construyan su propio modelo interpretativo de la realidad 
en búsqueda de lograr la transformación de su proyecto de vida y del 
contexto en el que interactúa. El aprendizaje se asume como el resultado 
de la interacción entre pares que con su experiencia se convierten en 
insumos de los unos para con los otros y, de esta manera, enriquecen los 


elementos y juicios para la toma de decisiones. 


3. Proyección Social de la Formación: Se trata de la extensión de los 
programas de formación que realiza la EJRLB a comunidades distintas a 
los servidores y servidoras de la Rama Judicial. Se concibe el rol que la 
Escuela Judicial tiene como integradora de conocimiento y su labor de 
proyectarlo no solo dentro de la Rama Judicial, sino también en todas las 
comunidades que tienen que ver con la formación en justicia bajo todas 


sus manifestaciones. 


Igualmente, el modelo pedagógico se enmarca dentro de las políticas de calidad 
y eficiencia establecidas por el Consejo Superior de la Judicatura en el Plan Sectorial 
de Desarrollo, con el propósito de contribuir con la transformación cultural y el 
fortalecimiento de los fundamentos conceptuales, las habilidades y las competencias 
de los y las administradoras de justicia quienes desarrollan procesos formativos 
sistemáticos y de largo aliento orientados a la cualificación de los mismos, dentro 
de critérios de profesionalismo y formación integral, que redundan, en últimas, en 
un mejoramiento de la atención de los ciudadanos y ciudadanas. 
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APRENDIZAJE ACTIVO 


Este modelo educativo implica un aprendizaje activo diseñado y aplicado 
desde la práctica judicial para mejorar la organización; es decir, a partir de la 
observación directa del problema, de la propia realidad, de los hechos que impiden 
el avance de la organización y la distancian de su misión y de sus usuario/as; invita 
a compartir y generalizar las experiencias y aprendizajes obtenidos, sin excepción, 
por todas las y los administradores de justicia, a partir de una dinámica de reflexión, 
investigación, evaluación, propuesta de acciones de cambio y ejecución oportuna, e 
integración de sus conocimientos y experiencia para organizar equipos de estudio, 
compartir con sus colegas, debatir constructivamente los hallazgos y aplicar lo 
aprendido dentro de su propio contexto. 


Crea escenarios propicios para lograr estándares de rendimiento que 
permiten calificar la prestación pronta y oportuna del servicio en ámbitos locales e 
internacionales complejos y cambiantes; crear relaciones estratégicas comprometidas 
con los “usuarios y usuarias” clave del servicio público; usar efectivamente la 
tecnología; desarrollar buenas comunicaciones, y aprender e interiorizar conceptos 
organizativos para promover el cambio. Así, los Jueces, Juezas y demás servidores y 
servidoras no son simples transmisores del aprendizaje, sino gestores y gestoras de 
una realidad que les es propia, y en la cual construyen complejas interacciones con 
los usuarios y usuarias de esas unidades organizacionales. 


APRENDIZAJE SOCIAL 


En el contexto andragógico de esta formación, se dota de significado el mismo 
decurso del aprendizaje centrándose en procesos de aprendizaje social como eje 
de una estrategia orientada hacia la construcción de condiciones que permitan la 
transformación de las organizaciones. Es este proceso el que lleva al desarrollo de lo 
que en la reciente literatura sobre el conocimiento y desarrollo se denomina como 
la promoción de sociedades del aprendizajelearning societies”, organizaciones que aprenden 


“learning organizations”, y redes de aprendizaje “learning networks”. 


Los procesos de aprendizaje evolucionan hacia los cuatro niveles definidos 
en el esquema mencionado: (a) nivel individual, (b) nivel organizacional, (c) nivel 
sectorial o nivel de las instituciones sociales, y (d) nivel de la sociedad. Los procesos 


de apropiación de conocimientos y saberes son de complejidad creciente al pasar 
del uno al otro. 


' Teaching and Learning: Towards the Learning Society; Bruselas, Comisión Europea, 1997. 
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En síntesis, se trata de una formación que, a partir del desarrollo de la 
creatividad y el espíritu innovador de cada uno de los y las participantes, busca 
convertir esa información y conocimiento personal, en conocimiento corporativo útil que 
incremente la efectividad y la capacidad de desarrollo y cambio de la organizacional 
en la Rama Judicial, trasciende al ámbito sectorial y de las instituciones sociales con lo 
que contribuye al proceso de creación de “lo público” a través de la apropiación social 
del mismo, para, finalmente, en un cuarto nivel, propiciar procesos de aprendizaje 
social que pueden involucrar cambios en los valores y las actitudes que caracterizan la 
sociedad, o conllevar acciones orientadas a desarrollar una capacidad para controlar 


conflictos y para lograr mayor y mejor convivencia. 


CURRÍCULO INTEGRADO-INTEGRADOR 


En la búsqueda de nuevas alternativas para el diseño de los currículos se 
requiere partir de la construcción de núcleos problemáticos, producto de la investigación 
y evaluación permanentes. Estos núcleos temáticos y/o problemáticos no son la 
unión de asignaturas, sino el resultado de la integración de diferentes disciplinas 
académicas y no académicas (cotidianidad, escenarios de socialización, hogar) que 
alrededor de problemas detectados, garantizan y aportan a la solución de los mismos. 
Antes que contenidos, la estrategia de integración curricular exige una mirada crítica 
de la realidad. 


La implementación de un currículo integrado-integrador implica que la 
“enseñanza dialogante” se base en la convicción de que el discurso del formador 
o formadora, será formativo solamente en el caso de que él o la participante, a 
medida que reciba los mensajes magistrales, los reconstruya y los integre, a través 
de una actividad, en sus propias estructuras y necesidades mentales. Es un diálogo 
profundo que comporta participación e interacción. En este punto, con dos centros 
de iniciativas donde cada uno (formador, formadora y participante) es el interlocutor 
del otro, la síntesis pedagógica no puede realizarse más que en la interacción de sus 
actividades orientadas hacia una meta común: la adquisición, producción o renovación 


de conocimientos. 


APLICACIÓN DE LAS NUEVAS TECNOLOGÍAS 


La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, a través de la 
Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, consciente de la necesidad de estar a la 
vanguardia de los avances tecnológicos al servicio de la educación para aumentar la 
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eficacia de los procesos formativos ha puesto al servicio de la Rama Judicial el Campus 
y el Aula Virtuales. Así, los procesos formativos de la Escuela Judicial “Rodrigo 
Lara Bonilla”, se ubican en la modalidad b-learning que integra la virtualidad con 
la presencialidad, facilitando los escenarios de construcción de conocimiento en la 
comunidad judicial. 


La virtualización de los programas y los módulos, permite actualizar los 
contenidos en tiempo real y ampliar la información, ofrece la oportunidad de 
acceder a una serie de herramientas como videos, audios, animaciones, infografías, 
presentaciones multimediales, hipertextos, etc., que hacen posible una mayor 
comprensión de los contenidos y una mayor cobertura. 


PLANES DE ESTUDIO 


Los planes de estudio se diseñaron de manera coherente con el modelo educativo 
de la Escuela, en donde los autores/as contaron con el acompañamiento de la Red de 
Formadores y Formadoras Judiciales constituida por Magistrados y Jueces, quienes con 
profundo compromiso y vocación de servicio se prepararon a lo largo de varios meses 
en la Escuela Judicial tanto en los aspectos pedagógicos y metodológicos, como en los 
contenidos del programa, con el propósito de facilitar el proceso de aprendizaje que 
ahora se invita a desarrollar a través de las siguientes etapas: 


Etapa 1. Preparatoria. Reunión Preparatoria. Con esta etapa se inicia el 
programa de formación; en ella la red de formadores/as con la coordinación de la 
Escuela Judicial, presenta los objetivos, la metodología y la estructura del curso; 
se precisan los módulos transversales y básicos que le sirven de apoyo, y se reitera 
el uso del Aula y Campus Virtuales. Asimismo, se lleva a cabo el Análisis Individual 
tanto de los módulos como del caso integrado e integrador cuyas conclusiones se 
comparten mediante su publicación en el Blog del Curso. 


Etapa II. Integración a la Comunidad Judicial. Los resultados efectivos 
del proceso formativo exigen de los y las participantes el esfuerzo y dedicación 


- personal, al igual que la interacción con sus pares, de manera que se conviertan el 


uno y el otro en insumo importante para el logro de los propósitos formativos. Esta 
etapa está conformada por cuatro fases claramente identificables: 


La Reunión Inicial del Módulo en la cual se presentan los objetivos del módulo, la 
agenda, las guías didácticas y los materiales para su estudio y se fijan los compromisos 
pedagógicos por parte de los y las discentes con el curso de formación que inician. 


El Análisis Individual que apunta a la interiorización por parte de cada 
participante de los contenidos del programa, mediante la lectura, estudio y análisis 
del módulo, el desarrollo de los casos y ejercicios propuestos en el mismo, con apoyo 
en la consulta de jurisprudencia, la doctrina y el bloque de constitucionalidad, si 


es del caso. 


El Foro Virtual constituye la base del aprendizaje entre pares cuyo propósito 
es buscar espacios de intercambio de conocimiento y experiencias entre los y las 
participantes mediante el uso de las nuevas tecnologías, con el fin de fomentar la 
construcción colectiva de conocimiento en la Rama Judicial. 


El Conversatorio del Curso que busca socializar el conocimiento, fortalecer las 
competencias en argumentación, interpretación, decisión y dirección alrededor 
del estudio de nuevos casos de la práctica judicial previamente seleccionados y 
estructurados por los formadores y formadoras con el apoyo de los expertos, así 
como la simulación de audiencias y juego de roles, entre otras estrategias pedagógicas. 


Etapa HI. Aplicación a la Práctica Judicial: La aplicación a la práctica 
judicial es a la vez el punto de partida y el punto de llegada, ya que es desde la 
cotidianidad del desempeño laboral de los servidores que se identifican los problemas, 
y, mediante el desarrollo del proceso formativo, se traduce en un mejoramiento 
permanente de la misma y por ende, una respuesta con calidad y más humana para 
los usuarios y usuarias. Esta etapa se desarrolla mediante tres fases: 


La Aplicación in situ busca “aprender haciendo” de manera que la propuesta 
académica se convierta en una herramienta útil en el quehacer judicial y facilite la 
identificación de las mejores prácticas en los casos que se sometan al conocimiento 


de la respectiva jurisdicción o especialidad. 


El Seguimiento a través de conversatorios presenciales o por videoconferencia 
que posibiliten a los operadores y operadoras identificar las fortalezas y debilidades en 
la práctica cotidiana, con miras a reforzar los contenidos de los módulos desarrollados 
y fomentar el mejoramiento continuo de la labor judicial mediante su participación 


en el Blog de Mejores Prácticas. 


Las Monitorías en las que los formadores y formadoras se desplazan a los 
distintos distritos, con el fin de observar el funcionamiento de los despachos en cuanto 
a la aplicación de los contenidos de los módulos o reformas e intercambiar puntos 
de vista sobre dicha gestión; este ejercicio se complementa con los “conversatorios 
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distritales” en los que participan todos los magistrados, magistradas, juezas y 
jueces de la sede, al igual que otros intervinientes y usuarios involucrados en la 
problemática que se aborda. Todo lo anterior, con el fin de plantear nuevas estrategias 
de mejoramiento de la práctica, mediante la cualificación del programa formativo. 


Etapa IV. Evaluación del Curso: Todo proceso formativo requiere para su 
mejoramiento y cualificación, la retroalimentación dada por los y las participantes 
del mismo, con el fin de establecer el avance en la obtención de los logros alcanzados 
frente a los objetivos del programa, así como la aplicación de indicadores y su 
respectivo análisis y mediante la profundización sobre casos paradigmáticos de la 
especialidad o jurisdicción en el Observatorio Académico de la EJRLB cuyos resultados 
servirán de insumo para futuros programas de formación de la EJRLB. 


LOs MÓDULOS 


Los módulos son la columna vertebral en este proceso, en la medida en que 
presentan de manera profunda y concisa los resultados de la investigación académica 
realizada durante aproximadamente un año, con la participación de Magistrados de 
las Altas Cortes y de los Tribunales, de los Jueces la República, Empleados y Expertos 
Juristas, quienes ofrecieron lo mejor de sus conocimientos y experiencia judicial, en 
un ejercicio pluralista de construcción de conocimiento. 


Se trata, entonces, de valiosos textos de autoestudio divididos secuencialmente 
en unidades que desarrollan determinada temática, de dispositivos didácticos 
flexibles que permiten abordar los cursos a partir de una estructura que responde a 
necesidades de aprendizaje previamente identificadas. Pero más allá, está el propósito 
final: servir de instrumento para fortalecer la práctica judicial para prestar un buen 
servicio a las y los ciudadanos. 


CÓMO ABORDARLOS 


Al iniciar la lectura de cada módulo el o la participante debe tener en cuenta 
que se trata de un programa integral y un sistema modular coherente, por lo que 
para optimizar los resultados del proceso de formación autodirigida tendrá en cuenta 
que está inmerso en el Programa de Formación Judicial Especializada en el 
Area Penal.A través de cada contenido, los y las discentes encontrarán referentes o 
remisiones a los demás módulos del plan de formación de la Escuela Judicial “Rodrigo 
Lara Bonilla”, que se articulan mediante diversos temas transversales, tales como: La 
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Ética Judicial, Igualdad de Género en la Administración de Justicia, Argumentación 
Judicial en Debates Orales y Escritos, Filosofía del Derecho, Estructura de la 
Sentencia, Prueba Judicial, Interpretación Constitucional, Interpretación Judicial, 
Derechos Humanos, Constitución Política de 1991, Bloque de Constitucionalidad, 
la ley específica, al igual que la integración de los casos problémicos comunes que 
se analizan, desde diferentes perspectivas, posibilitando'el enriquecimiento de los 
escenarios argumentativos y fortaleciendo la independencia judicial. 


Por lo anterior, se recomienda tener en cuenta las siguientes sugerencias al 
abordar el estudio de cada uno de los módulos del plan especializado: (1) Consulte los 
temas de-los otros módulos que le permitan realizar un diálogo de manera sistémica 
y articulada sobre los contenidos que se presentan; (2) Tenga en cuenta las guías del y 
la discente y las guías de estudio individual y de la comunidad judicial para desarrollar 
cada lectura. Recuerde apoyarse en los talleres para elaborar mapas conceptuales, 
esquemas de valoración de argumentaciones, el estudio y análisis, la utilización del 
Campus y Aula Virtual y el taller individual de lectura efectiva del plan educativo; 
(3) Cada módulo presenta actividades pedagógicas y de autoevaluación que permiten 
al y la discente reflexionar sobre su cotidianidad profesional, la comprensión de 
los temas y su aplicación a la práctica. Es importante que en el proceso de lectura 
aborde y desarrolle con rigor dichas actividades para que críticamente establezca la 
claridad con la que percibió los temas y su respectiva aplicación a su tarea judicial. 
Cada módulo se complementa con una bibliografía básica seleccionada, para quienes 
quieran profundizar en el tema, o complementar las perspectivas presentadas. 


Finalmente, el Programa de Formación Judicial Especializada en el 
Área Penal que la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” entrega a la judicatura 
colombiana, de acuerdo con su modelo educativo, es una oportunidad para que la 
institucionalidad, con efectiva protección de los derechos fundamentales y garantías 
judiciales, cierre el camino de la impunidad para el logro de una sociedad mas justa. 


Agradecemos el envío de todos sus aportes y sugerencias a la sede de la Escuela 
Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” en la calle 11 No 94-24 piso 4, de Bogotá, o al correo 
electrónico escuelajudicialWejrlb.net; ellos contribuirán a la construcción colectiva 
del saber judicial alrededor del Programa de Formación Judicial Especializada en 
el Área Penal. 
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PRESENTACIÓN DEL MÓDULO 


Este módulo está encaminado a ofrecer las diversas alternativas a través de 
las cuales se pueden articular y aplicar los instrumentos internacionales de cara al 
sistema de responsabilidad penal para adolescentes, en sus tres ambitos: sustantivo, 
procesal y de ejecución. 


En cuanto a la metodología, se hará una aproximación teniendo en cuenta que 
se trata de un “sistema”? —sistema de responsabilidad penal para adolescentes? —a 
cuyo efecto se indagará desde una perspectiva, en gran medida, jurisprudencial. 
Todo ello, con la mira puesta en ofrecer herramientas que permitan vincular y 
armonizar con el ordenamiento interno los diversos instrumentos internacionales. 
Igualmente, el desarrollo de su estudio, responderá a la metodología que propone 
la Escuela Judicial “Rodrigo lara Bonilla”, para la ejecución del plan de estudios de 
la Rama judicial. 


SINOPSIS LABORAL Y PROFESIONAL DEL AUTOR 


Christian Wolffhúgel Gutiérrez es abogado de la Universidad Sergio Arboleda, 
especialista en Estudios Políticos y Magíster en Derecho de la misma universidad. 
Igualmente, es especialista en Instituciones Jurídico Penales de la Universidad 
Nacional y Candidato a Doctor en Derecho Penal de la Universita degli Studi Roma 
Tre (Italia). 


En todo caso, hay que advertir, que no puede hablarse de un “derecho penal de menores” con 
total autonomía e independencia, toda vez que, los tipos penales se encuentran contenidos en 
el Código Penal y, en ese sentido, no hay un “genuino derecho penal especial de menores”, pues 
sus disposiciones deben buscarse tanto en el Código Penal como en el Código de la Infancia 
y la Adolescencia. Cfr. VELÁSQUEZ V. Fernando, Manual de Derecho Penal, Parte General, 
5* Ed., Ediciones Jurídicas Andrés Morales, Bogota, 2013, págs. 117 y 118. 


Este régimen debe entenderse como garantía de los derechos de los adolescentes. Cfr. 
CILLERO BRUÑOL, Miguel, Adolecentes y sistema penal: Proposiciones desde la Convención sobre 
los Derechos del Niño, en JUSTICIA Y DERECHOS DEL NIÑO, Número 2, ISBN: 987-9286- 
05-7, Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, Primera Edición, Santiago de Chile, 
2000. Recuperado de: http: / /www.unicef.cl/archivos_documento/69/Justicia/020y%20 
derechos%202.pdf Págs. 134-135. Consultado el 24 de octubre de 2013. 
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Asimismo, se desempeña como profesor de Derecho Penal en la Universidad 
Sergio Arboleda. También, es Coordinador de la Maestría en Derecho —_Linea de 
Investigación en Derecho Procesal Penal — de la misma Institución y Coordinador 
Académico del Defensoría del Pueblo. 


JUSTIFICACIÓN DEL MÓDULO 


En primer lugar, se trata de un asunto que se ha empotrado en la discusión 
jurídica actual, comoquiera que está vinculado a la llamada “crisis” —en el sentido 
de cambio— de las fuentes del derecho. Se trata, sin duda, de una dinámica que 
en gran medida se ha incentivado, precisamente, por el marco e incidencia de los 
instrumentos internacionales por cuya virtud el juez, apegado desde antaño a aquella 
maxima latina ¡ura novit curia, hoy debe indagar en dichos instrumentos a la hora de 
determinar, no solo los contornos de lo que debe saber para poder decidir, sino los 
linderos propios de la misma decisión que debe proferir. 


Pues bien, en el ámbito del sistema de responsabilidad penal para adolescentes, 
la situación no parece, ni puede ser distinta y, por ello, es apenas natural la 
construcción de un módulo destinado a elucidar tan importante problemática. 
En otras palabras, se trata de brindar un conjunto de postulados que permitan, de 
cara al manejo del sistema de fuentes, una adecuada dirección de los instrumentos 
internacionales en los pronunciamientos judiciales. 


En segundo lugar, frente a la necesidad de construcción de un módulo en esta 
materia, es a todas luces imperioso que el funcionario judicial cuente con todas la 
herramientas para el cabal desempeño de sus funciones. Una de ellas, cada vez de 
mayor uso, es la contenida en los instrumentos internacionales, cuyo empleo debe 
estar revestido de un conjunto de presupuestos y medios que permitan, sin tropiezo 
alguno, hacer un verdadero uso de dicha normativa internacional, a cuyo efecto podrá 
responder básicamente a tres preguntas: ¿Por qué hacerlo? ¿Cómo hacerlo? y ¿Cuándo 
hacerlo? En fin, la necesidad se encuentra al otorgar mayor solidez hermenéutica y 
argumentativa a los pronunciamientos judiciales penales, cuando se deba hacer uso 
de los instrumentos internacionales. 


RESUMEN DEL MÓDULO 


Son tres los aspectos que, a grandes rasgos, se estructuran a lo largo del 
presente trabajo. En primer lugar, el marco Constitucional, los instrumentos 
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internacionales aplicables al sistema de responsabilidad penal para adolescentes y 
los principios derivados de dicho corpus iuris. 


Adicionalmente, en segundo lugar, se hace especial énfasis en el procedimiento 
para vincular los instrumentos internacionales al sistema de responsabilidad penal 
para adolescentes. Á este propósito, se tiene en cuenta el bloque de constitucionalidad 
y la inserción de la norma internacional de cara a la argumentación al interior de 


las decisiones judiciales. 


Finalmente, en tercer lugar, se explora no solo el carácter vinculante de los 
diversos instrumentos internacionales —en sentido amplio, específico y concreto— 
en el sistema de responsabilidad penal para adolescentes, sino también los principios 


derivados de los mencionados instrumentos. 


LA UTILIZACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 


Por la naturaleza del tema objeto de estudio, se hará un especial énfasis y 
desarrollo de la jursiprudencia constitucional, que se ha encargado, prolijamente, 
de elucidar los confines del bloque de constitucionalidad y su carácter estricto o 
amplio en relación con instrumentos internacionales atinentes a los adolescentes. 


Por ello, es necesario hacer un análisis de direccionado a explicar la temática 
objeto de estudio, a partir del enfoque que la Corte Constitusional ha dispensado, de 
modo que el funcionario judicial encuentre el adecuado soporte en sus decisiones. 


Objetivo general del módulo 


Analizar los instrumentos internacionales, su armonización, 
incidencia y aplicación en el sistema de responsabilidad penal 
para adolescentes. 


Objetivos específicos del módulo 


Determinar cuáles instrumentos internacionales son aplicables 
al sistema de responsabilidad penal para adolescentes. 


dl Ñ Establecer cuál es el procedimiento para vincular dichos instru- 
mentos al sistema de responsabilidad penal para adolescentes. 


Determinar cuál es el alcance de los diversos instrumentos inter- 
iñ 3 nacionales en el ordenamiento jurídico interno, concretamente, 
en el sistema de responsabilidad penal para adolescentes, 


Establecer las herramientas para analizar y resolver los diversos 
problemas jurídicos a la hora de utilizar los instrumentos en 
a E las decisiones judiciales. 


E, 
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LOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES APLICABLES 
AL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA 
ADOLESCENTES: 


Objetivo general 


Establecer cuáles son los instrumentos aplicables al sistema de 
responsabilidad penal de los adolescentes. 


Objetivos específicos 


» — Determinar cuáles son los instrumentos internacionales 
aplicables en sentido amplio. 


» Establecer cuáles son los instrumentos internacionales 
pe aplicables en sentido específico. 


» Señalar cuáles son los instrumentos internacionales 
aplicables en sentido concreto. 


+ Determinar los principios que se derivan de cada una de 
estas categorías. 


UNIDAD 1 
1.1 INTRODUCCIÓN 


Sin duda, de conformidad con el marco constitucional y legal vigentes, 
Colombia se erige en un Estado social y democrático de derecho, el cual se edifica 
sobre los valores tradicionales de la libertad, la igualdad y la seguridad, cuyo propósito 
principal es procurar las condiciones materiales generales para lograr su efectividad 
y la adecuada integración social*. 


Así mismo, el Preámbulo de la Carta Fundamental, de la mano de los artículos 
1, 2 y 3, establece con claridad que Colombia es un Estado social de derecho, 
organizado en forma de república unitaria, descentralizada, con autonomía de sus 
entidades territoriales, democrática”, participativa y pluralista, fundada en el respeto 
de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran 


y en la prevalencia del interés general", 


De esta manera, es inherente al Estado social de derecho y a un ordenamiento 
jurídico que se precie respetuoso de este, la protección de los derechos y las garantías 
constitucionales de los ciudadanos, a partir de la interpretación sistemática del 
principio fundamental del Estado social de derecho y de los preceptos constitucionales 
que lo concretan”. 


+ Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-566 de 1995, 30 de noviembre de 1995, 
M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz, Referencia: Expediente D-823. 


En relación con esta característica esencial del Estado social de derecho, la CORTE 
CONSTITUCIONAL ha afirmado que: “propio del Estado de derecho —y, por ende, del Estado social de 
derecho— es la existencia de un estrecho vínculo entre los mecanismos institucionales (( que demandan, por 
otra parte, el pleno respeto por los derechos s fundamentales de libertad, igualdad, debido proceso, asociación, 
libertad de expresión, etc.) y la legitimidad misma del sistema”. Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia C-292 de 2003, ocho de abril de 2003, M.P.: Eduardo Montealegre Lynett, 
Referencia: Expediente PE-016. 


Sobre el alcance del concepto de Estado social de derecho, reforzado a través de los 
principios fundamentales de la dignidad humana, el trabajo y la solidaridad. Cfr. CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-776 de 2003, nueve de septiembre de 2003, M.P.: Manuel 
José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente D-4429. 


? Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1064 de 2001, diez de octubre de 2001, 
Magistrados Ponentes: Manuel José Cepeda Espinosa y Jaime Córdoba Triviño; Referencia: 
Expediente D-3449. ps 
Sobre la finalidad del Estado social de derecho, Cfr., CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia 
C-663 de 2000, ocho de junio de 2000, M.P.: Antonio Barrera Carbonell, Referencia: 
Expediente D-2698; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-585 de 2005, siete de 
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Por ello, tanto el Estado como sus funcionarios tienen especiales deberes para 

con los ciudadanos, sobre todo en lo atinente a la debida protección de sus derechos 
fundamentales y de las demás garantías esenciales. 


A partir de estas bases, es innegable entonces que, en un Estado social 
y democrático de derecho, las autoridades públicas deben ser diligentes en la 
tramitación y resolución de las solicitudes que se les presenten*. De esta manera, 
estas —las autoridades públicas— no solo deben evitar acciones que vulneren los 
derechos fundamentales, sino que, como corolario de ello, deben llevar a cabo 
actos tendentes a garantizar de manera efectiva el uso y disfrute de los derechos de 


raigambre fundamental?. 


Ahora bien, para la protección especial de los derechos fundamentales de 
los ciudadanos, la Constitución Política establece —al hilo de pronunciamientos 
de la Corre ConsrrrucioNaL— especiales obligaciones en cabeza de los servidores 
públicos, entre ellos, los funcionarios judiciales, en razón de su sometimiento a la 
Carta Fundamental y a las leyes'”. Es por ello que, como finalidades constitucionales, 
el Estado debe garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución Política!*. 


diciembre de 2005, M.P.: Hernando Herrera Vergara, Referencia: Expediente D-961; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-106 de 2005, 15 de marzo de 2005, M.P.: Eduardo 
Cifuentes Muñoz, Referencia: Expediente L.A.T. 29. 


3 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-858 de 2003, 26 de septiembre de 2003, 
M.P.: Jaime Córdoba Poveda, Referencia: Expediente T-735547. 


, Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-060 de 2005, primero de febrero de 2005, 
M.P.: Jaime Araújo Renteria, Referencia: Expediente D-5271. 


IS Al respecto, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha afirmado que: “La función judicial, 
y por lo tanto, también las atribuciones y potestades asignadas constitucional y legalmente para cumplirla 
deben entenderse enmarcadas dentro de los limites que establece la Carta (Subrayados fuera del texto 
original). Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-836 de 2001, nueve de agosto de 
2001, M.P.: Rodrigo Escobar Gil, Referencia: Expediente D-3374. 


, Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-317 de 2002, dos de mayo de 2002, 
Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: Expediente D-3744. 
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Desde luego, el hecho de que se afirme que las autoridades del Estado 
están encaminadas a garantizar los principios y derechos constitucionales, tiene 
repercusiones en el ámbito de la interpretación constitucional". 


En esta línea de argumentación, es claro que la función judicial'? se estructura 
como condición indispensable para la vigencia de los derechos ciudadanos”*; este 
oficio, en todo caso, está sujeto a la Constitución Política'*, de modo que los jueces 
deben materializar en sus decisiones los principios y fines del Estado, a través de 
un ejercicio hermenéutico que involucre los principios y valores constitucionales, a 
efectos de dar prevalencia a los derechos de cada uno de los asociados'*. 


Así, entonces, la función interpretativa asignada a los funcionarios judiciales 
—misma que debe materializar los principios y fines del Estado—debe brindar una 
especial protección constitucional a quienes, por virtud de determinadas condiciones 
de inferioridad, requieren dicho amparo especial; en efecto, la llamada igualdad 
material se manifiesta plenamente en el mandato de protección especial a los más 
débiles, en términos comparativos, en el manejo y el reparto de recursos escasos””., 


Dentro de esta especial protección constitucional están, sin duda, los 
adolescentes —esto es, toda persona humana menor de dieciocho años'*—,; asi, 


2 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-836 de 2001, nueve de agosto de 2001, 
M.P.: Rodrigo Escobar Gil, Referencia: Expediente D-3374. 


Lil Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-064 de 2013, ocho de febrero de 
20013, M.P.: María Victoria Calle Correa, Referencia: Expediente T-3625166; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-634 de 2011, 24 de agosto de 2011, M.P.: Luis Ernesto 
Vargas Silva, Referencia: Expediente D-8413. 


bi Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-238 de 2011, primero de abril de 2011, M.P.: 
Nilson Pinilla Pinilla, Referencia: Expediente T-2860298. 


4 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-836 de 2001, nueve de agosto de 2001, 
M.P.: Rodrigo Escobar Gil, Referencia: Expediente D-3374, 


je Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia SU-846 de 2000, seis de julio de 2000, M.P.: 
Alfredo Beltrán Sierra, Referencia: Expediente T-281861 yT 288090. 


ze Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1064 de 2001, diez de octubre de 2001, 
Magistrados Ponentes: Manuel José Cepeda Espinosa y Jaime Córdoba Triviño; Referencia: 
Expediente D-3449. En el mismo sentido, Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia 
C-529 de 1996, diez de octubre de 1996, M.P.: Alejandro Martínez Caballero, Referencia: 
Expediente D-1265. 


18 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-468 de 2009, 15 de julio de 2009, M.P.: 
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pues, se debe establecer una protección constitucional especial para ellos!” fundada, 
principalmente, en el carácter superior y prevalente de sus derechos” y en el interés 
superior de estos”. Por ello, las decisiones adoptadas por las autoridades que conocen 
de casos en los que estén de por medio los niños, niñas y adolescentes, deben 


Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, Referencia: Expediente D-7568. En el mismo sentido, 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-247 de 2004, 16 de marzo de 2004, M.P.: 
Álvaro Tafur Galvis, Referencia: Expediente D-4774. De igual forma, la Convención sobre 
los Derechos de los Niños, en su artículo primero establece que “para los efectos de la presente 
Convención, se entiende por niño todo ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud 


de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad”. 


Y Cfr. Entre otros, CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-270 de 2009, trece de 
abril de 2009, M.P.: Nilson Pinilla Pinilla, Referencia: Expediente T-2133262; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia T-405 de 2006, 25 de mayo de 2006, M.P.: Marco Gerardo 
Monroy Cabra, Referencia: ExpedienteT-1266016; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia 
T-307 de 2006, 19 de abril de 2006, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto, Referencia: 
Expediente T-1209370; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-1199 de 2005, 23 de 
noviembre de 2005, M.P.: Rodrigo Escobar Gil, Referencia: ExpedienteT- 1158684; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia T-399 de 2005, catorce de abril de 2005, M.P.: Marco 
Gerardo Monroy Cabra, Referencia: Expediente T-1028333; CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia C-994 de 2004, doce de octubre de 2004, M.P.: Jaime Araújo Rentería, Referencia: 
Expediente D-5142; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-1185 de 2004, 29 de 
noviembre de 2004, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto, Referencia: Expediente T-966845; 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia'T-543 de 2004, 28 de mayo de 2004, M.P.: Jaime 
Córdoba Triviño, Referencia: Expediente T-851388. 


20 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, SentenciaT-671 de 2010, 31 de agosto de 2010, M.P.: Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub, Referencia: Expediente T-2421994; CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia T-324 de 2004, primero de abril de 2004, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, 
Referencia: Expediente T-840300; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-510 de 2003, 
19 de junio de 2003, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente T-722933; 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-725 de 2003, cinco de septiembre de 2003, 
Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: ExpedienteT-560251; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-535 de 2002, 16 de julio de 2002, M.P.: Jaime Araújo 
Rentería, Referencia: Expediente LAT-216. 


sb “La jurisprudencia ha señalado que la noción del interés superior del menor, es, entre otras, una 


caracterización jurídica específica a 1 favor de los niños, reconocible en sus derechos que prevalecen, y que le 
impone obligaciones para protegerlo de manera especial, de modo que lo guarde de abusos y arbitrariedades 
y garantice su desarrollo normal y sano desde los puntos de vista 1 físico, psicológico, intelectual y moral y la 
correcta evolución-de su personalidad. Un concepto en todo caso relacional, que no absoluto o excluyente, 
a fin de armonizar, en situación de conflicto, los derechos e intereses del menor con los de otros sujetos”. 
Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-055 de 2010, tres de febrero de 2010, M.P:: 
Juan Carlos Henao Pérez, Referencia: Expediente D- 7807. 
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propender por la materialización plena del interés superior de cada uno, en atención 
a criterios jurídicos relevantes y a una cuidadosa ponderación de las circunstancias 
fácticas que los rodean”. 


Por ello, la jurisprudencia subraya la necesidad de proceder de acuerdo con el 
principio pro infans, que se constituye en un axioma del cual se derivan dos corolarios: 


El primero, la obligación de aplicar las distintas disposiciones del ordenamiento 
jurídico en consonancia con la protección del interés superior del niño. El 
segundo, como herramienta hermenéutica dirigida a la ponderación de derechos 
constitucionales, a cuyo efecto la tensión entre privilegios de indole superior, 
debe resolverse en favor del que otorgue mayores garantías a los derechos de los 
adolescentes”. 


En este estado de la cuestión, se evidencia la importancia y la necesidad 
de adelantar un estudio detenido de los diferentes instrumentos internacionales 
aplicables al sistema de responsabilidad penal para adolescentes”*, Ello, por supuesto, 
sumado a la protección constitucional que la Carta le confiere a los adolescentes, en 
articulación con lo dispuesto en el artículo 93 del Texto Superior, por cuya virtud 
son destinatarios, además, de la normativa internacional que protege su especial 
condición”. 


En consecuencia, a continuación se procede en el siguiente orden: (i) Se revisa 
el marco constitucional que posibilita la utilización de instrumentos internacionales 
atinentes a la responsabilidad penal de los adolescentes; (ii) Posteriormente, se analizan, 


5% Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-671 de 2010, 31 de agosto de 2010, M.P.: 
Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, Referencia: Expediente T-2421994. 


2 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, SentenciaT-078 de 2010, once de febrero de 2010, M.P.: 


Luis Ernesto Vargas Silva, Referencia: Expediente T-2418585. En el mismo sentido, CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia T-1227 de 2008, cinco de diciembre de 2008, M.P.: Mauricio 
González Cuervo, Referencia: Expediente T-1864805. 


- En el desarrollo del texto, se entenderá por adolescente toda persona humana menor de 
dieciocho años, concepto, pues, que se utiliza como sinónimo de menores de edad, niños, 


niñas, etc. 


Re Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-303 de 2009, 27 de abril de 2009, M.P.: 
Mauricio González Cuervo, Referencia: Expediente T-2121956; CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia T-228 de 2008, cinco de marzo de 2008, M.P.: Jaime Araújo Rentería, Referencia: 
Expediente D-6834 y D-6852; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia 1-677 de 2007, 30 
de agosto de 2007, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto, Referencia: ExpedienteT-1581491. 
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uno por uno, todos los instrumentos internacionales sobre la materia; y (iii) Finalmente, 
se derivan, de tales referentes jurídicos, los principios que desarrollan. 


COLOMBIA 


Estado Social de 
Derecho 
(Preámbulo y 
artículos 1, 2 y 3 de la 
Constitución Política) 


La protección de los 
derechos se evidencia en: 


Protección de los 


, 
derechos y demás - La no vulneración. 
garantias - La realización de actos tendentes 
constitucionales 


a garantizar el uso y disfrute 
efectivo de los derechos. 


ESPECIALES 
OBLIGACIONES DE 
LOS SERVIDORES 
PUBLICOS 


FUNCIÓN JUDICIAL 
Enmarcada dentro de los 
límites que establece la 
Constitución Política 


Mae Condición No puede dejar, en su 
decisiones los fines indispensable labor interpretativa, 
da para la vigencia la doctrina y 
y principios del delicado re A 
Esada e los derechos jurisprudencia 
del ciudadano constitucional 


Brindar una protección constitucional reforzada a: 
- Mujeres embarazadas, 

- Personas que han sufrido desplazamiento 
forzoso. 

- Niños, niñas y adolescentes. 


Interés superior de 
los niños, niñas y 
adolescentes, a través 
del principio pro infans 


Carácter superior y 


Protección constitucional 
reforzada a los niños, niñas y 
adolescentes. 


prevalente de los 
derechos de los niños 
niñas y adolescentes. 


35 


UNIDAD 1 


1.2, MARCO CONSTITUCIONAL: 


1.2.1. EL PUNTO DE PARTIDA: 


Con el propósito de elucidar este apartado, se debe tener como punto de 
referencia el reconocimiento ——tanto del derecho internacional de los derechos 
humanos, así como de la ley y de la jurisprudencia— de una premisa básica: los 
adolescentes que han realizado conductas punibles son responsables frente al Estado 
y frente a la sociedad por sus acciones; dicha responsabilidad?* se ha de traducir en 
la adopción de medidas de tipo judicial y administrativo que se orienten a promover 
su interés superior y el respeto pleno de sus derechos fundamentales y que no 
obedezcan a un enfoque punitivo, sino a una aproximación protectora, educativa y 
resocializadora””. 

De esta manera, visto el carácter fundamental —expreso y prevalente— de los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes”*, emerge como imperativo adelantar un 
estudio detenido de los distintos instrumentos internacionales, en la medida en que 
- la protección constitucional que se asigna a estos se lleva a cabo de manera especial 
en tratándose de este tipo de responsabilidad. 


Ahora bien, sentada esta premisa de rigor, entran en escena los instrumentos 
internacionales, cuya principal virtud está en otorgar legitimidad a los procesos de 
índole penal adelantados por,el Estado contra los adolescentes infractores, cuyo fin 
primordial es la rehabilitación y educación de quien ha infringido la ley”. 


Sobre la diferencia de este tipo de responsabilidad en relación con la de los adultos, ver: CRUZ 
MÁRQUEZ, Beatriz, Presupuestos de la responsabilidad penal del menor: una necesaria revisión desde la 
perspectiva adolescente, en EL MENOR ANTE EL DERECHO EN EL SIGLO XXI, Número 15, 
Anuario de la Facultad de Derecho, Universidad Autónoma de Madrid, Facultad de Derecho, 
Madrid, España, 2011. Recuperado de: http: / /www.uam.es/ otros/afduam/pdf/ 15/Beatriz. 
pdf Pág. 243-248 Consultado el 24 de octubre de 2013. 


Es Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-203 de 2005, ocho de marzo de 2005, M.P: 
- Manuel José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente D- 5366. 


28 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-055 de 2010, tres de febrero de 2010, M.P: 
Juan Carlos Henao Pérez, Referencia: Expediente D- 7807. 


hi Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-839 de 2001, nueve de agosto de 2001, 
M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, Referencia: Expediente D- 3387. 
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1.2.2. LA ENTRADA EN ESCENA DE LOS INSTRUMENTOS 
INTERNACIONALES: 


Al tenor de lo dicho con anterioridad, el tratamiento de la responsabilidad 
penal de los adolescentes, se encuentra enmarcado tanto en la normativa nacional, así 
como —y sobre todo— en la normativa internacional*. De hecho, la jurisprudencia 
constitucional ha planteado un conjunto de pautas mínimas que han de seguir los 
distintos funcionarios judiciales**, por cuya virtud deberán atender, en forma estricta, 
en el ámbito del procesamiento penal de adolescentes, los criterios constitucionales 


e internacionales que se señalan a continuación: 


(iy El artículo 44 de la Carta Política. 

(ii) Las Reglas de Beijing o “Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la 
Administración de la Justicia de Menores”. 

(iii) Las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores 
Privados de la Libertad. Esto, por supuesto, de manera excepcional, a 
condición de que ello sea pertinente, por encontrarse el menor de edad 
privado de la libertad. 

(iv) La Convención sobre los Derechos del Niño. 

(v) El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

(vi) La Convención Americana de Derechos Humanos”. 


Ahora bien, dentro de estos instrumentos internacionales —-que como se verá 
más adelante, no son los únicos que existen sobre la materia— se establecen criterios 
de imperioso cumplimiento en el ordenamiento jurídico por mandato del art. 44 
del Texto Superior, según el cual los adolescentes son titulares de todos los derechos 
consagrados en los instrumentos internacionales. Desde luego, estos parámetros 
son, al mismo tiempo, criterios hermenéuticos de las normas infraconstitucionales 
vigentes”. 


0 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-684 de 2009, 30 de septiembre de 2009, 
M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto, Referencia: Expediente D- 7681. En el mismo sentido, 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-203 de 2005, ocho de marzo de 2005, M.P.: 
Manuel José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente D- 5366. 


ú Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-203 de 2005, ocho de marzo de 2005, M.P.: 
Manuel José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente D- 5366. 


ze CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-203 de 2005, ocho de marzo de 2005, M.P.: 
Manuel José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente D- 5366. 


2%, Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-203 de 2005, ocho de marzo de 2005, M.P.: 
Manuel José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente D- 5366, 
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Al hilo de lo dicho, es indudable la importancia que revisten los instrumentos 
internacionales aplicables al sistema de responsabilidad penal para adolescentes, toda 
vez que sus contenidos y desarrollos se erigen como parámetros de interpretación 
que deben ser aplicados en cada caso concreto. 


1.2.3. EL RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES, 
SU DOBLE NATURALEZA: 


En concordancia con lo dicho, este sistema ostenta, per se, una naturaleza 
especial que ha sido demarcada por la jurisprudencia constitucional de la siguiente 
manera: 


“El sistema de responsabilidad penal para adolescentes se define como el conjunto de 


principios, normas, procedimientos, autoridades judiciales especializadas y entes administrativos 


que rigen o intervienen en la investigación y juzgamiento de delitos cometidos por personas que 


tengan entre catorce (14) y dieciocho (18) años al momento de cometer el hecho punible””*. 
(Subrayado fuera del texto original). 


De acuerdo con la noción esbozada, el régimen de responsabilidad penal para 
adolescentes tiene una doble naturaleza: de una parte es especial”* y, de otra parte, 
es diferenciada”; por ello, es fundamental para los funcionarios judiciales analizar 
los instrumentos internacionales pertinentes —ello, por supuesto, implica conocer 
la forma jurídica apropiada para vincularlos a la decisión concreta—, en aras de 


* Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-740 de 2008, 23 de julio de 2008, M.P.: 
Jaime Araújo Rentería, Referencia: Expediente D-7152. 
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Al respecto: Cfr. BELOFF, Mary, Los adolecentes y el sistema penal. Elementos para una 
discusión necesaria en la Argentina actual, en REVISTA JURÍDICA, Número 1, Año 6, 
Universidad de Palermo, Facultad de Derecho, Palermo, Argentina, 2005. Recuperado 
de: http: / /www.palermo.edu/derecho /publicaciones/pdfs/revista_juridica/n6N1- 
Octubre2005/061Juridica05 .pdf Consultado el 24 de octubre de 2013. Ver también: GEISSE 
GRAEPP, Francisco, ECHEVERRIA RAMIREZ, Germán, Bases y limites para la responsabilidad 
penal de los adolescentes, en REVISTA DE DERECHO VALDIVIA [online], Volumen 14, ISBN: 
0718-0950, Universidad Austral de Chile, Valdivia, Chile, 2003. Recuperado de: http: // 
mingaonline.uach.cl/pdf/revider/v14/art06.pdf Págs. 107-111. Consultado el 4 de octubre 
de 2013. 


se Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-055 de 2010, tres de febrero de 2010, M.P.: 
Juan Carlos Henao Pérez, Referencia: Expediente D- 7807. En el mismo sentido, CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-684 de 2009, 30 de septiembre de 2009, M.P.: Humberto 
Antonio Sierra Porto, Referencia: Expediente D- 7681. 
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garantizar los deberes que constitucionalmente han sido confiados a tales servidores 

públicos, respecto de la garantía y protección de los derechos fundamentales de los 
ciudadanos, en este caso, de los adolescentes. 


Desde luego, la necesidad de adelantar un estudio detallado de los instrumentos 
internacionales encuentra asidero, no solo en la jurisprudencia constitucional que 
ha reclamado directamente su aplicación”, sino, además, en la especial protección 
constitucional que debe darse a los adolescentes, amparada en el texto literal de la 
Constitución Política (art. 44) y en el bloque de constitucionalidad —en stricto y lato 
sensu—, tal como se verá en el segundo acápite del presente texto. 


SISTEMA DE 
RESPONSABILIDAD 
PENAL PARA 
ADOLESCENTES 


Se trata de una responsabilidad -Es un sistema de Omisión relativa en 
especial y diferenciada responsabilidad el texto constitucional 
legitimado por los 


Medidas judiciales y 


instrumentos 


ntérmacionales Que encuentra solución a 


administrativas que sean 
apropiadas por su naturaleza, 
características y objetivos 


Niños, niñas y 
adolescentes, como 


través de la utilización 
de los instrumentos 
internacionales 


La CORTE CONSTITUCIONAL 
ha establecido pautas mínimas 
que han de seguir los operadores 


jurídicos 


sujetos de especial 
protección 
constitucional 


- Las Reglas de Beijing 

- Las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los 
Menores Privados de la Libertad 

- La Convención sobre los Derechos de los Niños 

- El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 


- La Convención Americana de Derechos Humanos, entre otros 


Parámetros constitucionales de 
obligatorio cumplimiento dentro 
del orden jurídico 


Y Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-203 de 2005, ocho de marzo de 2005, M.P.: 
Manuel José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente D- 5366. 
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1.3. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES APLICABLES: 


La utilización de los instrumentos internacionales*, atingentes a la 
responsabilidad penal de los adolescentes, es un imperativo en toda decisión judicial; 
en esta línea de reflexión, se ha verificado cómo ——desde la jurisprudencia— tales 
instrumentos brindan parámetros constitucionales de obligatorio cumplimiento 
dentro del ordenamiento jurídico”, de tal suerte que su incorporación no es una 
cuestión librada a la discrecionalidad del funcionario judicial de turno. 


Desde luego, el empleo de estas disposiciones 'supranacionales brinda las 
pautas necesarias de cara a la especial protección a los adolescentes, reconocida por 
el Tribunal Constitucional*. De lo anterior se deriva la necesidad de determinar 
cuáles instrumentos internacionales desarrollan principios o temáticas atinentes a 
la responsabilidad penal de estos últimos. 


Ahora bien, con el propósito de precisar, con suficiente claridad, el marco 
jurídico internacional aplicable, es menester hacer una precisión inicial: a continuación 
se propone una división de los distintos instrumentos internacionales, referentes a 
la responsabilidad penal individual de los adolescentes, a partir de en tres criterios, 
que dependerán del poder de vinculación de cada uno de ellos. 


Así, pues, en primer lugar, se estudian los instrumentos internacionales 
en sentido amplio. La denominación “sentido amplio” se justifica, habida cuenta que 
incorporan derechos humanos y demás garantías fundamentales no limitadas 
exclusivamente a los adolescentes y a su responsabilidad penal; dicho de otra forma: 
estos instrumentos traen a colación derechos reconocidos internacionalmente, no 
necesariamente vinculados, de manera exclusiva, a los adolescentes, sino que se trata 
de derechos inherentes, en todo caso, a las personas humanas en general, 


SN Al respecto: Cfr. HOLGUÍN-GALVIS, Guiselle N. , Construcción histórica del tratamiento jurídico 
del adolescente infractor de la ley penal colombiana (1837-2010), Revista Criminalidad, ISSN 1794- 
3108, Volumen 52, Número 1, Bogotá, Colombia, 2010. 


» Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-203 de 2005, ocho de marzo de 2005, M.P.: 
Manuel José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente D- 5366. 


ES Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-055 de 2010, tres de febrero de 2010, M.P:: 
Juan Carlos Henao Pérez, Referencia: Expediente D- 7807. En el mismo sentido, CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-684 de 2009, 30 de septiembre de 2009, M.P.: Humberto 
Antonio Sierra Porto, Referencia: Expediente D- 7681. 
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Además, en segundo lugar, se analizan los instrumentos internacionales en 


sentido estricto; por tales se entienden aquellos instrumentos que desarrollan derechos 
sl 2341 
y garantías propios de los adolescentes, en razón de su condición especial”. 


Finalmente, en tercer lugar, se acudirá a diferentes instrumentos internacionales 


en sentido concreto, es decir, aquellos que tratan, de manera directa y específica, asuntos 
afines a la responsabilidad penal individual de los adolescentes, en tres ámbitos: (i) 
Aspectos sustanciales; (ii) Asuntos procesales; y, (iii) Temas atinentes a la ejecución 


de la pena. 


Por supuesto, este conjunto de instrumentos nos dará como resultado el marco 


jurídico ínternacional aplicable, en tratándose de la responsabilidad para adolescentes. 


+ 


MARCO JURÍDICO INTERNACIONAL, APLICABLE TRATÁNDOSE DE LA 


RESPONSABILIDAD DE LOS ADOLESCENTES 


Instrumentos 
internacionales en 
sentido concreto: 


Instrumentos 
internacionales en 
sentido amplio: 


Aquellos que 
desarrollan derechos y 
garantías propios de los 
adolescentes, en razón 
de su condición especial 


Desarrollan derechos 
humanos y demás 
garantías fundamentales 
no limitadas exclusivamente 
a los adolescentes. 


Instrumentos 
internacionales en 
¿ 'sentido estricto: . :- 


+ Sé ocupan de manera directa : 
y especifica, de asuntos afines 

a la responsabilidad penal: >": 

individual de los adolescentes 


Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso“Instituto de Reeducación 
del Menor” vs. Paraguay, sentencia del dos de septiembre del 2004, Fondo, párr. 147, En el 
mismo sentido, CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso de los 
Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú, sentencia del ocho de julio de 2004, Fondo, párr. 166. 
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A partir de la anterior clasificación, se tiene como mapa jurídico internacional 
> 


el siguiente: 


Instrumentos 
internacionales 
en sentido amplio: 


-: Declaración 
“Universal de 

Derechos 

Humanos (1948). 


Pacto 
“Internacional de ** 

Derechos Civiles y. 
Políticos (1976). 


Pacto Internacional 
de Derechos Económicos 
Sociales y Culturales 

(1976). E 


, 


Convención Americana 
sobre Derechos Humanos 
(1969). 


Instrumentos 
internacionales 
en sentido estricto: 


Declaración 
de Ginebra sobre 

los derechos de los 
niños (1924). 


“¿Declaración ...: 
de los Derechos 
del Niño (1959). 


Convención sobre 


- |. los Derechos del Niño 
- (1990). 


Instrumentos 
internacionales 
en sentido concreto: 


Reglas mínimas de las 
Naciones Unidas para: 
la administración de la : 
justicia de menores 


(1985). 


Reglas mínimas de las 
Naciones Unidas sobre 
las medidas no privativas 


de la libertad (1990). 


Reglas de las Naciones 
Unidas para la protección - 
de los menores privados 
de la libertad (1990). 


Directrices de las Naciones 
Unidas para la prevención 
de la delincuencia juvenil 
(190). 


1.3.1. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES EN SENTIDO AMPLIO: 


Dentro de esta denominación se encuentran aquellos tratados que, de manera 
general, han reconocido derechos humanos y garantías comunes a tad persona 
humana. Estas garantías, como conquistas —vinculadas, generalmente, a grandes 
costos — son la expresión de necesidades históricamente determinadas y sobe todo 
el resultado de luchas y procesos largos, disputados y trabajosos?. 


. EA . . 
por ello, sin duda, la redacción y consolidación de los tratados internacionales 
en a ámbito, son corolario de sufrimientos e innumerables batallas adelantadas 
por la humanidad de cara a vigorizar declaraciones —no realidades — que tienen 


42 cos 
Cfr. FERRAJOLI, Luigi, Derecho y razón, Teoría del garantismo penal, Editorial Trotta, Madrid 
España, 1995, pág. 945. 
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como finalidad detallar el deber ser de nuestro mundo*. Son, pues, enunciados de 
cómo lograr la protección integral y efectiva del ser humano como sujeto titular de 
derechos fundamentales** —inalienables, inherentes y esenciales a este*—, 


Con tales miras, describirán a continuación los siguientes instrumentos 
internacionales: (i) la Declaración Universal de Derechos Humanos; (ii) el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos; (iii) el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales; (iv) La Convención Americana de Derechos 


Humanos. 
1) La DecLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS Humanos* 


Con ocasión de los hechos acaecidos durante la Segunda Guerra Mundial, el 
24 de octubre de 1945 se creó la organización intergubernamental de las Naciones 
Unidas, con el propósito de “reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, 
en la dignidad y el valor de la persona humana, en la igualdad de derechos de hombres y 
mujeres y de las naciones grandes y pequeñas”*. Con tal cometido, la Asamblea General 
de dicho organismo otorgó al recién creado Consejo Económico y Social la facultad 


+4 En este sentido, Luli FERRAJOL afirmó que “los axiomas garantistas —formados por las implicaciones 
entre cada término de la serie aquí convenida y los términos posteriores— no_ expresan proposiciones 


rescriptivas; no describen lo que ocurre, sino que prescriben lo que debe ocurrir; no enuncian las condicion 


que un sistema penal efectivamente satisface, sino las que debe satisfacer en adhesión a sus principios normativos 
internos y/o a parámetros de justificación externa (...) La adopción de estos modelos, comenzando por el 


garantista en máximo grado, supone, pues, una opción ético política en favor de los valores normativamente 
tutelados por ellos” (Subrayado fuera del texto original). Cfr. FERRAJOLI, Luigi, Derecho y razón, 
Teoría del garantismo penal, Editorial Trotta, Madrid, España, 1995, pág, 92. 


bj Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-134 de 1994, 22 de marzo de 1994, M.P.: 
José Gregorio Hernández Galindo, Referencia: Expediente T-27784. 


Ea Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-249-de 2008, 26 de mayo de 2008, M.P.: 
Hernando Herrera Vergara, Referencia: Expediente'T-154312. En el mismo sentido, CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia T-002 de 1992, ocho de mayo de 1992, M.P.: Alejandro 
Martínez Caballero, Referencia: Expediente T-644. 


di Este instrumento es de frecuente uso por parte de la jurisprudencia. Cfr. CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-507 de 2004, 25 de mayo de 2004, M.P.: Manuel José 
Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente D-4866; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia 
C-454 de 2006, siete de junio de 2006, M.P.: Jaime Córdoba Poveda, Referencia: Expediente 
D-5978; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia 1192 de 2005, 22 de noviembre de 2005, 
M.P.: Rodrigo Escobar Gil, Referencia: Expediente D-5809. 


Hé Preámbulo de la Carta de las Naciones Unidas, firmada el 26 de de junio de 1945. 
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de establecer “comisiones en campos económicos y sociales para la promoción de los derechos 
34 P Pp 


humanos”*, 


Dentro de tales funciones, se constituyó la Comisión de Derechos Humanos 
de las Naciones Unidas que redactó la propuesta final de lo que se vendría a conocer 
como la DECLARACIÓN UNIVERSAL DE LOS DERECHOS HUMANOS. 


Esta Declaración fue formalmente adoptada por las Naciones Unidas el 10 de 
diciembre de 1948, al describir 30 derechos fundamentales que, a juicio de dicho 
organismo supra gubernamental, constituyen la base para una sociedad democrática. 


Justamente, esta declaración reconoce, como derechos fundamentales, toda 
una gama de garantías minimas, en cuanto a “reconocimiento de la dignidad intrínseca y de 
los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana””. A su turno, 
también reconoce el derecho a la igualdad”, derecho a la dignidad humana”, derecho 
ala libertad”, derecho a la vida y seguridad de toda persona”, así como, en términos 
generales, los derechos fundamentales que recogen este tipo de declaraciones. 


En relación con los adolescentes, el artículo 25, numeral 2, declara que “a 
maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, 


nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social” 
(Subrayado fuera del texto original). Esta disposición no solo reconoce a los derechos 
derivados de su condición de seres humanos, sino que, aunado a ello, enmarca la 
necesidad de brindarles asistencia o protección especial. 


Ahora bien, mirado el asunto desde la perspectiva del sistema de responsabilidad 
penal de los adolescentes, subyacen como relevantes los siguientes derechos: 


(1) El derecho a la dignidad humana. Se encuentra reconocido en los artículos 
2, 4 y 6 de dicha Declaración, por lo demás, es, sin duda alguna, objeto 
de protección constitucional”. 


di Artículo 62 de la Carta de las Naciones Unidas. 
did Preámbulo de la Declaración Universal de Derechos Humanos. 

0 Artículos 1,7 y 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos. 
id Artículos 2, 4 y 6 idem. 

52 Artículos 1,3,12,13,16,18 y 19 idem. 

> Artículos 3, 9 y 12 idem. 


nd Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-328A de 2012, tres de mayo de 2012, M.P.: 
Mauricio González Cuervo, Referencia: Expediente T-3313071; CORTE CONSTITUCIONAL, 
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(ii) El derecho a un recurso efectivo. Aparece en el artículo 8, donde se afirma que 
“toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionales 
competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos _ fundamentales 
reconocidos por la constitución o por la ley”: 

(iii) El derecho al debido proceso. Según esta garantia, toda persona tiene derecho, 
en condiciones de plena igualdad, a ser oida públicamente y con justicia 
por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus 
derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra 
ella en materia penal, con lo que se establece el derecho de defensa y 


contradicción”. 


Derecho a un 
- recurso efectivo. 


Cfr. Arts. 8, 10 y 11. 


] : Debido proceso. 
- Cfr. Arts. 10 y 11. 


A Derecho ala E 
- dignidad humana. 
Cfr. Arts.2,4y6- 


- Derecho ala. 
: protección 
especial. 


Cfr. Art. 25. 


Sentencia C-288 de 2009, 21 de abril de 2009, M.P.: Jorge Iván Palacio Palacio, Referencia: 
Expediente L.A.T.-330; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-244 de 2008, seis de 
marzo de 2008, M.P.: Nilson Pinilla Pinilla, Referencia: Expediente T-1747346; CORTE 
CONSTITUCIONAL, C-075 de 2007, siete de febrero de 2007, M.P.: Rodrigo Escobar Gil, 
Referencia: Expediente D-6362; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-917 de 2006, 
nueve de noviembre de 2006, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente 
T-1319218,T-1322747, T-1323408 y T-1330627. 


Cfr., en igual sentido, los artículos 10 y 11 de la Declaración Universal de Derechos Humanos. 


En igual sentido, el artículo 11 de la Declaración Universal de Derechos Humanos. 
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11) Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y (iii) Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales”: 


Estos instrumentos* fueron presentados ante la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en 1954 y solo hasta 1966 lograron su aprobación. 


Al igual que en la DecLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS Humanos, el Pacro 
INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS reconoce un catalogo derechos tales 
23,59 a . . . 
como la vida”, la integridad personal*, la libertad! y la igualdad ante la ley? —entre 
muchos otros—. 


En todo caso, en lo que respecta a los adolescentes, el artículo 24 del Pacto 
declara que: “todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las medidas 
de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la 
sociedad y del Estado” (Subrayado fuera del texto original). En la misma dirección, 
se encuentra el artículo 10, numeral 3 del Pacto INTERNACIONAL DE DERECHOS 
ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES, a cuyo efecto establece que “se deben adoptar 
medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos los niños y_adolescentes, sin 
discriminación alguna por razón de ' filiación o cualquier otra condición” (Subrayado fuera 
del texto original). 


En esta perspectiva se resalta, nuevamente, la especial protección de la cual 
deben ser destinatarios los adolescentes. 


En este contexto —el la responsabilidad penal de los adolescentes—, se 
vislumbran los siguientes derechos: el derecho a la dignidad humana”, el derecho 


8% Ambos instrumentos fueron aprobados mediante Resolución 2200A (XXD, de 16 de diciembre 
de 1966. 


Incorporado al ordenamiento jurídico nacional a través de la Ley 74 de 1968. 
e Artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

en Artículo 7, 8 y 17 idem. 

Al Artículos 9, 10, 11, 18, 19, 21 y 22 idem. 

as Artículos 3 y 14.1 idem. 


A z 
Véase, en este sentido, el artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
donde se afirma que “nadie serd sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 


En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos o científicos”. Así 
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a un recurso efectivo*, el derecho a la vida sin excepción alguna —al consagrar la 
prohibición de la pena de muerte a personas menores de 18 años—*, el derecho de 
defensa", el derecho de legalidad de la pena y de la sanción penal”, el derecho a la 
separación de los menores procesados frente a los adultos en centros penitenciarios* 
y el derecho a un tratamiento penitenciario adecuado a la edad y condición jurídica 


dirigido a la readaptación social”. > 


mismo, el artículo 10 establece que “toda persona privada de libertad será tratada humanamente 
y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”. Cfr. Igualmente, los artículos 
10.1 y 10.3 de dicho instrumento internacional. 


er El derecho a un recurso efectivo se encuentra consagrado, expresamente, en el artículo 3(a) 
del Pacro INTERNACIONAL DE DERECHOS CiviLES Y Potíricos, donde se afirma que “toda persona 
cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso 
efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en ejercicio de sus 
funciones oficiales”. El derecho a un recurso efectivo se encuentra contemplado, adicionalmente, 
en los artículos 2.2, 2.3, 6.1, 9.1, 9.3, 10.1 y 14.2 de tal instrumento internacional. 


e El derecho a la vida se encuentra establecido en el artículo 6 del Pacto INTERNACIONAL DE 
Derechos CiviLes Y Potíricos; de igual forma, y en tratándose de una protección especial a los 
menores de edad, el artículo 6.5 establece que “no se impondrá la pena de muerte por delitos cometidos 
por personas de menos de 18 años de edad, ni se la aplicará a las mujeres en estado de gravidez”. 


59 El derecho de defensa —al interior del Pacro INTERNACIONAL DE DERECHOS CiviLEs Y PoLíTICOS— 
se encuentra regulado en los artículos 2.3, 6.1, 9.1, 9.3 y 14 idem. 


sz El derecho de legalidad de los delitos y de la sanción penal se encuentran consagrados en 
el artículo 15.1 del Pacto, donde se afirma que “nadie será condenado por actos u omisiones que 
en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho nacional o internacional. Tampoco se 
impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad 
a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará 


de ello”. 


E El artículo 10.2 (b) del Pacro INTERNACIONAL DE DERECHOS CiviLES Y PoLíricos afirma que “los 
menores procesados estarán separados de los adultos y deberán ser llevados ante los tribunales de justicia 
con la mayor celeridad posible para su enjuiciamiento” (Subrayado fuera del texto original). En 
el mismo tenor literal se le reconoce esta misma garantía a los menores condenados en el 
artículo 10.3 idem. j 


e El artículo 14.4 del Pacro INTERNACIONAL DE DerecHOS CiviLes Y PoLíricos se establece, 
expresamente, que “en el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales se tendrá en 
cuenta esta circunstancia y la importancia de estimular su readaptación social”. En igual sentido se 


expresa el artículo 10.3 idem. 
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- Derecho a la dignidad humana (Cfr. Arts. 7, 10, 10.1 y 10.3). 

- Derecho a un recurso efectivo (Cfr. Arts, 2.2, 2.3, 6.1, 9.1,9,3, 10.1 y 14.2) 
- Derecho a la vida sin excepción alguna (prohibición de pena de muerte a 
personas menores de 18 años) (Cfr. Art. 6 y 6.5) 

- Derecho de defensa (Cfr. Arts. 2.3, 6.1,9.1,9.3 y 14). 

- Derecho de legalidad del delito y de la sanción penal (Cfr. Art. 15.1). 

- Derecho a la separación de los menores procesados frente a los adultos en 
centros penitenciarios (Cfr. Art. 10.2(b) y 10.3). 

- Derecho a un tratamiento penitenciario adecuado a su edad y condición 
jurídica, dirigido a su readaptación social (Cfr. Arts. 10.3 y 14.4) 

- Estándar de protección especial (Cfr. Arts. 10.2(b), 10.3, 14.1, 14.4, y 24). 


- Estándar de protección especial (Cfr. Arts. 10.3) 


Adicionalmente, debe subrayarse la importante tarea que cumple el Comité 
de Derechos Humanos —creado con fundamento en el artículo 28 del Pacto 
INTERNACIONAL DE DERECHOS CiviLES Y PoLtricos—, de realizar observaciones generales 
a partir de la interpretación y alcance que les da a las distintas disposiciones del Pacto. 


En esta línea de reflexión, es pertinente traer a colación dos recomendaciones 
realizadas por este órgano de control, frente al tema de los derechos de los 
adolescentes y, además, respecto de los derechos a un juicio justo y público por un 
tribunal independiente: 


a. Comisión de Derechos Humanos, Observación General No. 17, Derechos 
de los menores de edad (Art. 24), del siete de abril de 1989”. 

b. Comisión de Derechos Humanos, Observación General No. 13, 
Igualdad frente a tribunales y derecho a un juicio justo y público por un tribunal 
independiente establecido por la ley (Art. 14), del trece de abril de 1984”. 
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COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, Observación General No. 17, Derechos de los 
menores de edad (Art. 24), del siete de abril de 1989 [en línea]. Disponible en: http://www. 
unhchr.ch/tbs/doc.nsf/ (Symbol) /cc0f1f8c391478b7c1 2563ed004b35e3?0pendocument 
Consultado el 31 de agosto de 2013. 
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COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, Observación General No. 13, Igualdad frente a 
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Los Pactos referidos”, así como las recomendaciones realizadas por el Comité 

de Derechos Humanos, han sido objeto de estudio, en varias ocasiones, por parte 
de la jurisprudencia constitucional”. 


iv) Convención Americana de Derechos Humanos: 


Este instrumento, también llamado Pacto de San José de Costa Rica, fue discutido 
y aprobado por la Conferencia Especializada Interamericana de Derechos Humanos el 22 de 
noviembre de 1969 y su vigencia data del 18 de julio de 1978. Como se sabe, esta 
Convención es el sustento de todo el sistema interamericano para la protección y el 
respeto de los derechos humanos. Su importancia, visto lo anterior, es innegable”. 


tribunales y derecho a un juicio justo y público por un tribunal independiente establecido por la ley 
(Art. 14), del trece de abril de 1984. Disponible en: http: / /www.unhchr.ch/tbs/doc.nsf/ 
(Symbol) /bb7224162295£264c12563ed0049dfbd?Opendocument Consultado el 31 de agosto 
de 2013. 


E Cfr. entre algunos pronunciamientos, CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-684 
de 2004, 30 de septiembre de 2009, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto, Referencia: 
Expediente D- 7681; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-136 de 2009, 25 de 
febrero de 2009, M.P.: Jaime Araújo Rentería, Referencia: Expediente RE-138; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-135 de 2009, 25 de febrero de 2009, M.P.: Humberto 
Antonio Sierra Porto, Referencia: Expediente RE-136; CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia T-436 de 2008, ocho de mayo de 2008, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, 
Referencia: Expediente T-T-1778028; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-537 de 
2006, doce de julio de 2006, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto, Referencia: Expediente 
D-6007; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1194 de 2005, 22 de noviembre 
de 2005, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, Referencia: Expediente D-5727; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1001 de 2005, tres de octubre de 2005, M.P.: Álvaro 
Tafur Galvis, Referencia: Expediente D-5582. 


EE Cfr. Entre algunos pronunciamientos, CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-667 
de 2006, 16 de agosto de 2006, M.P.: Jaime Araújo Rentería, Referencia: Expediente D- 
6152; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-355 de 2006, diez de mayo de 2006, 
Magistrados Ponentes: Jaime Araújo Rentería y Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: 
Expediente D- 6122, 6123 y 6124; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1154 de 2005, 
quince de noviembre de 2005, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente 
D-5705 y D-5712; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-473 de 2005, diez de mayo 
de 2005, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente PE-020; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-507 de 2004, 25 de mayo de 2004, M.P.: Manuel José 
Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente D-4866. 


dol Cfr. Entre algunos pronunciamientos, CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-684 
de 2009, 30 de septiembre de 2009, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto, Referencia: 
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Como es natural, esta Convención también reconoce un conjunto de derechos 
y garantias. De manera específica —en relación con los niños, niñas y adolescentes—, 


el artículo 19 declara que “todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su 


condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado” (Subrayado 


fuera del texto original). 


De lo anterior se observa, de nuevo, el estándar de protección especial y, 
además, en el entramado de dicha convención se erigen —de cara al sistema penal — 
los siguientes derechos: el derecho a la dignidad humana”, el derecho a un recurso 
efectivo”, el derecho a la vida —prohibición de pena de muerte a personas menores 


de 18 años —”, el derecho de defensa”, el derecho de legalidad de la pena y de la 


Expediente D- 7681; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-845 de 2007, doce 
de octubre de 2007, M.P.: Jaime Córdoba Triviño, Referencia: Expediente T-1629589; 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-504 de 2007, cuatro de julio de 2007, 
Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: Expediente D-6557; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-454 de 2006, siete de junio de 2006, M.P.: Jaime Córdoba 
Triviño, Referencia: Expediente T-5978; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-123 de 
2006, 22 de febrero de 2006, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: 
Expediente D-5936; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-028 de 2006, 26 de enero 
de 2006, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto, Referencia: Expediente D-5768; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1192 de 2005, 22 de noviembre de 2005, M.P.: Rodrigo 
Escobar Gil, Referencia: Expediente D-5809; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-507 
de 2004, 25 de mayo de 2004, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente 
D-4866. 


ls Cfr. El artículo 11 de la CONVENCIÓN AMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, en el que se afirma que 
“toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad”. Desarrollando 
el derecho de dignidad humana, encontramos también los artículos 5 y 6 idem. 


ds Con total claridad el artículo 8.1 de la CONVENCIÓN AMERICANA DE DERECHOS HUMANOS define el 
derecho de garantías judiciales —o debido proceso—en los siguientes términos: “toda persona 
tiene derecho a ser oída, con las debidas garantias y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones 
de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”. Este derecho se desarrolla, igualmente, 


en los artículos 7 y 25 idem. 
Al Cfr. Artículo 4 de la CONVENCIÓN AMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. 
ds Cfr. Artículos 8.1 y 25 de la CONVENCIÓN AMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Al respecto, el 


artículo 25 idem afirma que “toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier 
otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal 


violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus : funciones oficiales”. 


50 


5 
E 
E 


LOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES APLICABLES AL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD 

PENAL PARA ADOLESCENTES: 

sanción penal”, el derecho a la separación de los menores procesados frente a los 

adultos en centros penitenciarios” y, adicionalmente, el derecho a un tratamiento 

penitenciario adecuado a la edad y condición jurídica dirigido a la readaptación 
social*, como baluartes de ineluctable aplicación. 


ESTÁNDAR DE 
PROTECCIÓN 
ESPECIAL 
(Cfr. Arts. 5.5, 5,6, 19). 


Derecho a la separación de los 
menores procesados frente a los 
adultos en centros penitenciarios 
(Cfr Art. 5.5) 


Derecho a la dignidad 
, humana 
(Cfr. Arts. 5, 6 y 11). 


Derecho al tratamiento 
penitenciario adecuado a su edad 
y a su condición jurídica, dirigido 
a la readaptación social 


(Cfr. Arts; 5.6): 


Derecho a un recurso 
efectivo 
(Cfr. Arts. 7, 8 y 25). 


Derecho a la vida sin excepción 
alguna (prohibición de pena de 


Principios de legalidad de muerte a personas menores de * 
los delitos y de la sanción 18 años) * 
penal (Cfr. Arts, 4) 


(Cfr. Art, 7.2, 9). 


Derecho a la defensa 
(Cfr. Art. 8.1 y 25) 


e Cfr. Artículos 7.2 y 9 de la CONVENCIÓN AMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. 


80 4, : 
Este derecho se encuentra reconocido, expresamente, en el artículo 5.5, en el que se afirma 


que “cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos y Hevados ante tribunales 


especializados, con la mayor celeridad posible, para su tratamiento”. 


81 : 
Este derecho se encuentra reconocido, expresamente, en el artículo 5.6, en el que se afirma 


que “las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la readaptación 
social de los condenados”. 
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iv.i) La jurisprudencia en el sistema interamiericano: 


Ahora bien, la relevancia del sistema interamericano de protección de 
derechos humanos no se limita, de ninguna manera, a las disposiciones contenidas 
en la Convención. Por el contrario, el desarrollo jurisprudencial resulta del todo 
pertinente para el objetivo de este estudio. 


En efecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, tiene como función 
principal interpretar y aplicar el marco jurídico interamericano para la protección 
de los derechos humanos. Así, entonces, este Tribunal Internacional cuenta con dos 
competencias claras: una, denominada competencia contenciosa —artículo 63 de la 
Convención—, dirigida a declarar la existencia de violaciones de derechos humanos 
acorde con este instrumento internacional; y, otra, llamada competencia consultiva 
—artículo 64— por medio de la cual puede interpretar, a petición de un Estado 
Parte, la Convención Americana u otro Tratado concerniente a la protección de los 
derechos humanos. 


Desde luego, a través de estas dos competencias, se alzan decisiones y opiniones 
consultivas que resultan relevantes en tratándose de la responsabilidad penal de 
los adolescentes. Al respecto, entre los principales pronunciamientos, vale la pena 
mencionar los siguientes: 


COMPETENCIA CONTENCIOSA: 
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
Caso de los “Niños de la Calle”, Villagrán y otros vs. Guatemala, 
sentencia del 19 de noviembre de 1999, Fondo”? 

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
Caso “Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay, sentencia del 
dos de septiembre del 2004, Fondo*?, 

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú, sentencia del 
ocho de julio de 2004, Fondo*”. 

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
Caso Bulacio vs, Argentina, sentencia del 18 de septiembre de 
2003, Fondo, reparaciones y costas”, 

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
Caso de las Niñas Yean y Bosico vs. República Dominicana, sen- 
tencia del ocho de septiembre de 2005, Fondo**, 


COMPETENCIA CONSULTIVA: 


CORTE INTERAMERICANA DE DE- 
RECHOS HUMANOS, Opinión Con- 
sultiva OC-17/2002, de 28 de agosto de 
2002, Condición Jurídica y Derechos Huma- 


nos del Niño. 


La CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS recibió en 1997 la demanda contra la 
República de Guatemala por el secuestro, tortura y el posterior asesinato de Henry Giovanni 
Contreras, Federico Clemente Figueroa Túnchez, Julio Roberto Caal Sandoval y Jovito Josué 
Júarez Cifuentes, y por el asesinato de Anstraum Villagrán Morales. “Como dos de las víctimas 


52, 


83 


8+ 


85 


86 


LOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES APLICABLES AL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD 


PENAL PARA ADOLESCENTES: 


(...) eran menores de edad cuando fueron secuestrados, torturados y muertos, y Anstraum Aman Villagrán 
Morales era menor de edad cuando se le dio muerte, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
alegó que Guatemala también había violado el artículo 19 (Derechos del Niño) de la Convención 
Americana”. Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso de los 
“Niños de la Calle”, Villagrán y otros vs. Guatemala, sentencia.del 19 de noviembre de 1999, 
Fondo, párr. 3. 


“la Comisión solicitó a la Corte que declarara la violación de los artículos 5 (Derecho a la Integridad 
Personal), 7 (Derecho a la Libertad Personal), 19 (Derechos del Niño), 8 (Garantías Judiciales) y 25 
(Protección Judicial) de la Convención Americana, todos ellos en relación con la obligación establecida en 
el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los niños internos en el Instituto de Reeducación del Menor 
“Coronel Panchito López”(en adelante“el Instituto”o el “Instituto “Panchito López””) entre el 14 de agosto 
de 1996 y el 25 de julio de 2001, y de aquellos internos que posteriormente fueron remitidos a las 


penitenciarias de adultos del país (.... .) este Instituto representó el mantenimiento de un sistema de detención 


contrario a todos los estándares internacionales relativos a la privación de libertad de niños, debido a 
las supuestas condiciones inadecuadas bajo las cuales estaban recluidos estos, a saber: sobrepoblación, 


hacinamiento, insalubridad, falta de infraestructura adecuada, así como guardias carcelarios insuficientes 


y sin capacitación adecuada” (Subrayados fuera del texto original). CORTE INTERAMERICANA 
DE DERECHOS HUMANOS, Caso “Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay, sentencia 
del dos de septiembre del 2004, Fondo, párr. 3 y 4. 


“La mañana del 21 de junio de 1991, en medio de dos operativos policiales, los hermanos Emilio Moisés 
y Rafael Samuel Gómez Paquiyauri, de 14 y 17 años, respectivamente, fueron detenidos por agentes de la 
Policía Nacional e introducidos en la maletera de una patrulla policial. (...) fueron ejecutados durante 
el trayecto que siguieron los policías después de su detención” Cfr. CORTE INTERAMERICANA 
DE DERECHOS HUMANOS, Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú, sentencia 
del ocho de julio de 2004, Fondo, párr. 3. 


El 19 de abril de 1991, la Policía Federal Argentina realizó una detención masiva o “razzia” de 
“más de ochenta personas” en la ciudad de Buenos Aires. Entre los detenidos se encontraba Walter 
David Bulacio, con17 años de edad, quien luego de su detención fue trasladado a la Comisaría 
35*, especificamente a la “sala de menores” de la misma. En este lugar fue golpeado por agentes 
policiales. Los detenidos fueron liberados progresivamente sin que se abriera causa penal en su 
contra y sin que conocieran, tampoco, el motivo de su detención. En el caso de los menores, no 
se notificó al Juez Correccional de Menores de turno, tal como lo requería la ley No. 10.903 y, 
en el caso particular de Walter David Bulacio, tampoco se notificó a sus familiares. Durante su 
detención, los menores estuvieron bajo condiciones de detención inadecuadas. 

El 20 de abril de 1991, el joven Walter David Bulacio, tras haber vomitado en la mañana, fue 
llevado en ambulancia cerca de las once horas al Hospital Municipal Pirovano, sin que sus padres 
o un Juez de Menores fueran notificados. El médico que lo atendió en ese hospital señaló que 
el joven presentaba lesiones y diagnosticó un “traumatismo craneano”. Seis días después, Walter 
Bulacio falleció. Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso Bulacio 
vs. Argentina, sentencia del 18 de septiembre de 2003, Fondo, reparaciones y costas, párr. 3. 


La Comisión alegó en su demanda que el Estado, a través de sus autoridades del Registro 
Civil, negó a las niñas Yean y Bosico la emisión de sus actas de nacimiento, a pesar de que ellas 
nacieron en el territorio del Estado. Así, el Estado obligó a las presuntas victimas a permanecer 
en una situación de continua ilegalidad y vulnerabilidad social, violaciones que adquieren una 
dimensión más grave cuando se trata de menores, toda vez que la República Dominicana negó 
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Opinión Consultiva OC. 
'Yean y Bosico su derecho a la nacionalidad do 


niñas 


Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. 
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1.3.2. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES EN SENTIDO ESTRICTO: 


En este punto, se estudian aquellos instrumentos que desarrollan derechos 
y garantías de los adolescentes, en razón de su condición. A tal efecto, se esbozará 
de manera sucinta, en primer término, la evolución de las normas internacionales; 
luego, en segundo término, se analizarán los instrumentos en particular. 


En 1924, la Liga de las Naciones aprobó la DECLARACIÓN DE GINEBRA SOBRE LOS 
DerecHos De Los Niños. Después de la aparición de estos antecedentes, descolló, 
en 1959, la DECLARACIÓN DE LOs DERECHOS DEL NIÑO, instrumento que consagró los 


derechos de estos atinentes a la educación, la atención de la salud y a una protección 
especial. 


Luego, en 1973, la ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO aprobó el 
Convenio No. 138 sobre la edad mínima de admisión al trabajo. Con posterioridad, 
la Asamblea de las Naciones Unidas aprobó por unanimidad, en 1989, la CONVENCIÓN 
SOBRE LOS DERECHOS DE LOs NIÑOS, instrumento internacional que entraría en vigor 
hasta 1990. En este mismo año, se celebró la Cumbre Mundial en favor de la Infancia 


en la que se ratificó, igualmente, la DECLARACIÓN MUNDIAL SOBRE LA SUPERVIVENCIA, LA 
PROTECCIÓN Y EL DESARROLLO DEL NIÑO. 


Así mismo, en 1999, la ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO, ratificó 
el Convenio No. 182, referente a las peores formas de trabajo infantil y la acción 
inmediata para su eliminación. En el año 2000, a su turno, se afirman los dos 
PROTOCOLOS FACULTATIVOS DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL Niño: el primero, 
sobre la participación de los niños en los conflictos armados y, el segundo, sobre la 
venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía. 


Finalmente, en 2002 se celebró la sesión especial en favor de la infancia, 
reunión en la que se debatieron, por primera vez, cuestiones especificas sobre la 
misma (una reunión de seguimiento se realizó, igualmente, en 2007). 


56 


E 
E 
E 
E 
E 
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1924 
La Liga de las Naciones 
Unidas aprueba la Declara- 
ción de Ginebra sobre los 
derechos de los niños. 


2000 
La Asamblea General de las 
Naciones Unidas aprueba los 
- dos protocolos facultativos a 
la Convención sobre los 
Derechos del Niño. 


1959 
La Asamblea General de las 
Naciones Unidas aprueba la 
Declaración de los Derechos 
del Niño. 


1999 
La Organización Internacio- 
nal del Trabajo aprueba el 


- Convenio No. 182 sobre la 


prohibición de las peores 


1973 
La Organización Internacio- 
nal del Trabajo aprueba el 
Convenio No. 138 sobre la 
edad mínima para trabajar. 


1989 
La Asamblea General de las 
Naciones Unidas aprueba la 
Convención sobre los 
Derechos del Niño. 


E 


formas de trabajo infantil. 


2002 
+ Se celebra la Sesión Especial 
en favor de la Infancia; en 
esta reunión se debatió, por 
primera vez, un conjunto de 
cuestiones específicas sobre 
la infancia. 


A. DECLARACIÓN DE GINEBRA SOBRE LOS DERECHOS DE LOS 
NIÑOS: 


Esta Declaración se erige como el primer instrumento internacional que se 
ocupa, de manera directa, de los derechos de los niños y de las niñas. En efecto, 
la misma establece, con total claridad, que “el niño debe ser puesto en condiciones de 
desarrollarse normalmente desde el punto de vista material y espiritual”””. En igual sentido, 
señala que el niño debe ser protegido de cualquier explotación”. 


el Cfr. Declaración No. 1 de la DECLARACIÓN DE GINEBRA DE 1924 SOBRE LOS DERECHOS DE LOS 
Nos. : 
dd Cfr. Declaración No. 4 de la DECLARACIÓN DE GINEBRA DE 1924 SOBRE LOS DERECHOS DE LOS 
Niños. 
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De esta manera, la Declaración de Ginebra ha de ser entendida como el 
referente a partir del cual se estructura todo el sistema internacional de protección 
de los derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes”. Al respecto, la 
jurisprudencia ha reconocido su importancia”. 


B. DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS DEL NIÑO: 


Este instrumento, además de reafirmar la protección especial asignada a los 
adolescentes —en su calidad de sujetos de especial cuidado y atención? — incorporó 
diez principios que desarrollan un plexo de garantías minimas. Por supuesto, en 
tratándose de la responsabilidad penal de los adolescentes, deben resaltarse los 
principios números 2, 6, 7 y 9: 

(i) El Principio No. 2. Este apotegma, consagra la protección especial para los 
adolescentes, en el sentido de subrayar la necesidad de que ellos dispongan 
de oportunidades y servicios necesarios para su completo desarrollo. 

(ii) Por su parte, el Principio No. 6, afirma que, en relación con los niños y 


niñas... Siempre que sea posible, deberá crecer al amparo y bajo la responsabilidad 
de sus padres y, en todo caso, en un ambiente de afecto y de seguridad moral y 


material; salvo circunstancias excepcionales, no deberá separarse al niño de corta 
edad de su madre”” (Subrayado fuera del texto). 


E Así, por ejemplo, el preámbulo de la Declaración de los Derechos de los Niños de 1959 


reconoció de manera expresa la importancia que generó este primer instrumento internacional: 


“la necesidad de esa protección especial ha sido enunciada en la Declaración de Ginebra de 1924 sobre 
los Derechos del Niño y reconocida en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en los convenios 


constitutivos de los organismos especializados y de las organizaciones internacionales que se interesan 
en el bienestar del niño” (Subrayado fuera del texto original). - 


s9 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-118 de 2006, 22 de febrero de 2006, M.P.: 
Jaime Araújo Rentería, Referencia: Expediente D-5930; CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia C-1068 de 2002, tres de diciembre de 2002, M.P.: Jaime Araújo Rentería, 
Referencia: Expediente D-4078. 


S Asi lo expresa, no solo el Principio No. 2 de la DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS, 


sino el preámbulo de tal instrumento: “Considerando que el niño, por su falta de madurez física 
y mental, necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida protección legal, tanto antes como 
después del nacimiento”. 


2% Este principio establece que “la sociedad y las autoridades públicas tendrán la obligación de cuidar 


especialmente a los niños sin familia o que carezcan de medios adecuados de subsistencia”. 
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(iii) Así mismo, el Principio No. 7, establece, por primera vez en el ámbito 
internacional, el principio del interés superior del niño”, al afirmar que este 
“debe ser el principio rector de quienes tienen la responsabilidad de su educación 
y orientación”. 

(iv) Finalmente, el Principio No. 9 reconoce que los niños y niñas deben ser 
protegidos contra toda forma de abandono, crueldad y explotación. 


Por supuesto, dada la importancia de este instrumento internacional, es apenas 
comprensible que la jurisprudencia constitucional la haya utilizado en diferentes 
ocasiones, con el fin de encontrar la solución a problemáticas atinentes a la protección 
de derechos fundamentales en cabeza de los niños y niñas”. 


: - Principio No. 2: Principio No.6: > 


El niño gozará de una + La sociedad y las autorida- 
protección especial y des públicas tendrán la; 
dispondrá de oportunida- obligación de cuidar ':'; 
¡des y servicios, para que | especialmente alos niños e 
¿+? pueda desarrollarse física, ./..- sin familía o que carezcan. > 
: mental, moral, espiritual y E de medios adecuados de: 
: socialmente. 3 subsistencia... y 
no Principio No. 9: 
¿ Principio No, 7: 44 a P . j 
a interés dupesiór del ; El niño debe ser protegido 
: niño debe ser el principio. * ; do toda o INE 
: ¿rector de quienes tienen la. ¿0 2090 ne crueldad y a 
responsabilidad de su a 
¡educación y orientación. - : . : 


e Este principio es de gran relevancia en tratándose de la responsabilidad penal de los 


adolescentes, tal y como se podrá verificar una vez se analicen los principios derivados de 
todos estos instrumentos internacionales. El principio del interés superior del menor se erige como 
un criterio interpretativo para toda temática atinente a los menores de edad. 


ae En ese sentido, Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1068 de 2002, tres de 
diciembre de 2002, M.P.: Jaime Araújo Rentería, Referencia: Expediente D-4078; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-997 de 2004, doce de octubre de 2004, M.P.: Jaime 
CórdobaTriviño, Referencia: Expediente D-5153; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia 
T-1008 de 2004, catorce de octubre de 2004, M.P.: Jaime Araújo Rentería, Referencia: 
Expediente T-938176; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-1061 de 2004, 28 de 
octubre de 2004, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente T-944258; 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-1015 de 2005, seis de octubre de 2005, M.P.: 
Marco Gerardo Monroy Cabra, Referencia: Expediente T-1124813. 
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C. CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS”: 


Mediante la Resolución 4425 de 1989 se aprobó esta Convención — 
incorporada en el ordenamiento jurídico patrio a través de la Ley 12 de 1991—, 
que busca proporcionar “una protección especial (...) enunciada en la Declaración de 
Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño y en la Declaración de los Derechos del Niño 
adoptada por la Asamblea General el 20 de noviembre de 1959, y reconocida en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en 
particular, en los artículos 23 y 24), en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales (en particular, en el artículo 10) y en los estatutos e instrumentos pertinentes de 
los organismos especializados y de las organizaciones internacionales que se interesan en el 


bienestar del niño”? 


Asi, pues, esta Convención se ha convertido en el pilar fundamental, en 
materia internacional, para la protección de los derechos fundamentales y demás 
garantias esenciales propias de los adolescentes. En sus más de 50 artículos, reconoce 
derechos de diversa índole, tales como los de identidad”, nacionalidad%, libertad 
de expresión”, libertad de pensamiento'”, salud'”, seguridad social'y demás 


95 


Cfr. entre algunos pronunciamientos, CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-383 de 
2012, 24 de mayo de 2012, M.P.: Luis Ernesto Vargas Silva, Referencia: Expediente D- 8846; 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-663 de 2009, 22 de septiembre de 2009, M.P.: 
Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, Referencia: Expediente D- 7638; CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia C-174 de 2009, 18 de marzo de 2009, M.P.: Jorge Iván Palacio Palacio, Referencia: 
Expediente D- 7387; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-674 de 2005, 30 de 
junio de 2005, M.P.: Rodrigo Escobar Gil, Referencia: Expediente D- 5529; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-318 de 2003, 24 de abril de 2003, M.P.: Jaime Araújo 
Rentería, Referencia: Expediente L.A.T.-228; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia 
C-273 de 2003, primero de abril de 2003, M.P.: Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: 
Expediente D- 4274. 


ze Cfr. Preámbulo de la CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS. 
dl Cfr. Artículos 7 y 8 idem. 

Cfr. Artículos 7 y 8 idem. 

ee Artículo 13 idem. 

39 Cfr. Artículo 14 idem. 

sal Cfr. Articulo 24 idem. 

MS Cfr. Artículo 26 idem. 
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PENAL PARA ADOLESCENTES: 

protecciones especiales en tratándose de la explotación económica'”, el uso ilícito 
de estupefacientes!” y todas las formas de explotación y abuso sexuales!” 


En lo que atañe a la responsabilidad penal de los adolescentes, deben 
mencionarse las siguientes garantías: el principio del interés superior del menor, consagrado 
en el artículo 3 de la Convención, donde se dice que “en todas las medidas concernientes 
a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, 


las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que 


se atenderá será el interés superior del niño” (Subrayado fuera del texto original). 


A su turno, en el artículo 4 se establece el derecho de efectividad, en el entendido, 
según el cual, los Estados Partes deberán adoptar todas las medidas administrativas, 
legislativas y cualquier de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos 
a los adolescentes. De igual forma, se instituye un estándar de especial protección, en 
tratándose de la relación entre los niños y niñas y su familia. Además, los niños y 
niñas tendrán derecho a la protección y asistencia especiales del Estado, tal como lo afirma 
el artículo 20.1 de la Convención. 


También, el derecho de defensa, al igual que el derecho de la dignidad humana, 
están regulados en los artículos 12.2'"y 19.1'”, respectivamente. 


Con todo, de manera especial, debe hacerse hincapié en los siguientes 
derechos, por cuanto se encuentran íntimamente relacionados con la responsabilidad 
penal de los adolescentes: 


+ — Ningún niño puede ser privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. 
La detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo 


105 Cfr. Artículo 32 idem. 
pes Cfr. Artículo 33 idem. 
10% Cfr. Artículo 34 idem. 


“Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser escuchado, en todo procedimiento judicial 
de ] E Ñ 
o administrativo que afecte al niño, ya sea directamente o por medio de un representante o de un órgano 


apropiada en consonancia con las normas de procedimiento de la ley nacional”. 


10%, “Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas epipiadas 


para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, 
malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los 
padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo”. En igual sentido, 
el artículo 27.1 establece la obligación de reconocer el derecho de todo niño a un nivel de vida 
que le permita un adecuado desarrollo físico, moral, espiritual, mental y social. 
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de conformidad con la ley y se utilizará tan solo como medida de último 
recurso y durante el periodo más breve que proceda'%, 

*  Noseimpondrá la pena capital ni la de prisión perpetua sin posibilidad de 

excarcelación por delitos cometidos por menores de 18 años de edad'"”., 

Todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se 

acuse de haber infringido esas leyes, se le deberá garantizar, por lo menos: 

+ La presunción de inocencia''”. 

Que será informado, sin demora, de los cargos que pesan contra él'” y 

que el procedimiento será adelantado sin dilación de ninguna clase'””. 

*  Queel procedimiento será adelantado por una autoridad u órgano judicial 
competente, independiente e imparcial en una audiencia equitativa 
conforme a la ley, en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor 
adecuado!'?, 

Que se le garantizarán sus derechos de defensa y contradicción'**. 

Siempre será apropiado y deseable la adopción de medidas para tratar a 

esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en el entendimiento 

de que se respetarán plenamente los derechos humanos y las garantías 
legales!'*. 

+ Todo niño privado de libertad debe ser tratado con la humanidad y el 
respeto que merece la dignidad inherente a la persona humana, de manera 
que se tengan en cuenta las necesidades de las personas de su edad''*, 

+ Todo niño privado de libertad estará separado de los adultos, a menos 
que ello se considere contrario al interés superior del niño'”. 


Cfr. Artículo 37(b) de la CONVENCIÓN SOBRE Los DERECHOS DE LOS NIÑOS. 
Cfr. Artículo 37(a) idem. 

Cfr. Artículo 40.2 (b) (i) idem. 

Cfr. Artículo 40.2 (b) (ii) idem. 

Cfr. Artículo 40.2 (b) (iii) idem. 

Cfr. Artículo 40.2 (b) (iii) idem. 

Artículo 40.2 (b) (iv)-(vi) idem. 

Cfr. Artículo 40.3 (b) idem. 

Cfr. Artículo 37(c) idem. 

Cfr. Artículo 37(c) idem. 
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« Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la 
asistencia jurídica''*. 

* Todo niño tendrá derecho a impugnar la legalidad de la privación de su 
libertad ante un tribunal u otra autoridad competente, independiente e 
imparcial y a una pronta decisión sobre dicha acción'””. 

*  Todoniño tendrá derecho a mantener contacto con su familia por medio 
de correspondencia y de visitas, salvo en circunstancias excepcionales'””. 

+ — Todoniño, de quien se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien 
se acuse o declare culpable de haber infringido esas leyes, tendrá derecho 
a que se tengan en cuenta la edad del niño y la importancia de promover 
la reintegración del niño y de que este asuma una función constructiva 


en la sociedad*?!. 


Cfr., Artículo 37(d) idem. 
Cfr. Artículo 37(d) idem. 
Cfr. Artículo 37(c) idem. 
Cfr. Artículo 40.1 idem. 
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UNIDAD 1 PENAL PARA ADOLESCENTES: 
E 2 as : observaciones generales, ha permitido la interpretación de los derechos y garantías 
bo z : _ Derecho ala dignidad - ns . ias de l — E 

E ESTÁNDAR DE : ¿ mana Derecho de: defensa: proplas e los ninos y niñas. 

: PROTECCIÓN ESPECIAL: ¡—> | (Cfr Arts: 19.1,27.1, ae) > a Arts. 12. o 

a ena Ate a o De cara a este escenario, resulta relevante traer a colación las siguientes 


y 0D 


recomendaciones realizadas por este Órgano: 


» Observación General No. 10, Derechos de los menores de edad en la justicia 


juvenil, del 25 de abril de 2007*”. 
+ Observación General No. 12, Derechos de los menores de edad de ser escuchados, 


del 20 de julio de 2009'?. 


+ Observación General No. 14, Derecho del menor de edad de tener sus mayores 


[Privación de la libertad; 
como último recurso: 


de 18 o 


CE Arts. -28 y 29). 
Eo (Cfr Art. 31) 


“intereses considerados como principal preocupación, del 29 de mayo de 2013'*, 


3 
i 
a EA j q 
: al E O a de o Derechora la separación de i 
Efectividad de los derechos. 3 a LS A ; 
“de los menores: amiliares del menor; > 
| 


(Cfr. Art. l 


¿ 
¿ 
$ 
j 
É 


frente a los adultos en. 
- centros penitenciarios | 


¿ (Cfr AE: 9. 1,9 Y 37(6)) Sa 
(Cfr. Art.3X()) | 


E 
6 
a 
E 


“0 
dl 
3 
¿ 
: 
—><> 
a 
: E 
: ¡ 
3 
Ñ EA 000] 
E A 


í 
E 
¿ ; 
¿los menores procesados 3 
: 
¿ 
¿ 
É 
| 
¿ 


RAS AA p da La ¡ 
Intervención mánime del a as en los El | o no privativas de la El 
di al. IS! rocedimientos 1 i Mberta colmo principales. a 
. o a CO. MM. ==... | 
: Ao: i a ¿ : 
E , Ly). 3 poo (Cfr Art. 40.3(c)) : 
a : 12. COMITÉ DE LOS DERECHOS DEL NIÑO, Observación General No. 10, Derechos de los 
YY menores de edad en la justicia juvenil, del 25 de abril de 2007 [en línea]. Disponible en: http: // 
A www2.ohchr.org /english/bodies/crc/docs/GC10_en.doc Consultado el 31 de agosto de 
E Enfoque reintegrador y - 2013. 
¿ función constructiva del | , , 5 S . 
a proceso penal: 3 ei COMITE DE LOS DERECHOS DEL NINO, Observación General No. 12, Derechos de los 
(Cfr. Art. 40:1) a menores de edad a ser escuchados, del 20 de julio de 2009 [en línea]. Disponible en: http: / /www2. 
E ba A ohchr.org/english/bodies/crc/docs/Advance Versions/ CRC-C-GC-12.doc Consultado el 


31 de agosto de 2013. 
ME COMITÉ DE LOS DERECHOS DEL NIÑO, Observación General No. 14, Derecho del menor 


de edad de tener sus mayores intereses considerados como principal preocupación, del 29 de mayo de 
2013 [en línea]. Disponible en: http: / /www2.ohchr.org/English/bodies/crc/docs/GC/ 
CRC_C_GC_14_ENG.doc Consultado el 31 de agosto de 2013. 


En todo caso, la importancia de esta Convención, no se limita en las 
disposiciones contenidas en ésta. Por el contrario, el Comité de los Derechos del 
Niño —constituido por esta Convención, a través del artículo 43—, a través de sus 
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- Instrumentos internacionales en sentido estricto: 


3 Declaración de 
Ginebra de 1924 
sobre los Derechos 


Declaración de los 
Derechos del Niño 


Es Convención sobre los Derechos del Niño de 1990: 


de 1959: 


«del Niño: 


+ Derecho a una especial proterción: Ar ENS 
Derecho ala dignidad humana E Art t. 19. L 27. 1 ,37(0) y 
O a =s 
: Derecho de defensa: Arts. 12.2; 0, 40. 2 y 
20.2510- 
Derecho a la educación: Art 28y 29. 
Derecho a la vida sin excepción alguna (prohibición de 
z pena de muerte les menores de 18 años): Art. 
318). h 
Aa 2 Privación de la libertad como último recurso: Art. 37(b). 
Derecho de Efectividad de los derechos de los menores: Art. 4. - 
especial protec- Protección de las relaciones familiares del menor: Arts. 
ción: Principios -9.1,9.4y 37(0. 
Nos. 2,6y7. Derecho a la separación de los menores procesados frente 
a los adultos en centros penitenciarios: Art. 37(c)- 
Intervención mínima del derecho penal : Art. 40.3(b). 
Prontitud y agilidad en los procedimientos: Arts. 37(d) y 
40.2(b)(i) y (iv). 
Sanciones no privativas de la libertad como principales en 
. materia de menores: Art. 40,3(c).-- 
Enfoque reintegrador y función constructiva del proceso 
penal: Art. 40,1. 


Derecho de 
especial protec- 
ción: Declaración. 
No. 1: 


1.3.3. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES EN SENTIDO CONCRETO: 


13, se encuentran los instrumentos que tratan, de manera 


En este punto 
directa, temáticas afines a la responsabilidad penal individual de los adolescentes. 
En ese sentido, se encuentran los siguientes: (i) las Reglas mínimas de las Naciones 


Unidas para la administración de la justicia de menores (“R£GLAS DE BEING”); (ii) 


ma Al respecto: Cfr. O'DONNELL, Daniel, UPRIMNY, Inés Margarita y VALENCIA VILLA, 
Alejandro (Compiladores), Compilación de jurisprudencia y doctrina nacional e internacional: derechos 
humanos, derecho internacional humanitario y derecho penal internacional, Oficina en Colombia 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Séptima Edición 
actualizada, Bogotá, 2007. Págs. 276 a 358. 
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PENAL PARA ADOLESCENTES: 

Las Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados 

de la libertad (“Recras DE La Hañana”); (iii) Las Reglas minimas de las Naciones 

Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad (“ReG1as DE Tokio”); y, (iv) Las 

Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil 
(DIRECTRICES DE RIAD”). 


A. REGLAS MÍNIMAS DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA 
ADMINISTRACIÓN DE LA JUSTICIA DE MENORES 
(REGLAS DE BEIJING”): 


A través de la Resolución 40/33 de 1985, la Asamblea General de las Naciones 
Unidas aprobó las Reglas minimas para la administración de la justicia de menores 
——n adelante, las REGLAS DE BEIJING— con la intención de concebir la justicia de 
los menores como “una parte integrante del proceso de desarrollo nacional de cada pais, 
[debiendo] administrarse en el marco general de justicia social para todos los menores, de 
manera que contribuya a la protección de los jóvenes y al mantenimiento del orden pacífico 
de la sociedad”"2, 

Estas Reglas se dividen en seis partes, cada una de estas, desarrolla, a su turno, 
diferentes aspectos relacionados con la responsabilidad penal de los adolescentes. 


En primer lugar, se encuentran los principios generales, sede en la cual determina 
las orientaciones fundamentales que deben guiar este instrumento internacional; 
además, concreta elementos de vital importancia, vr. gr., los objetivos que debe 


es Cfr. Primera Parte, Principios Generales, Consideración 1.4, Reglas mínimas de las Naciones 


Unidas para la administración de la justicia de menores. 


61 


UNIDAD 1 


perseguir la justicia de menores'”, el alcance de las facultades discrecionales'”, así 


como los derechos de los menores en el contexto de un juicio penal'?. 


Así mismo, en segundo lugar, se ocupa de la investigación y el procesamiento, 
elementos inherentes a la administración de justicia y su relación con los adolescentes, 
en aspectos atinentes a su detención'”*, la excepción de la prisión preventiva!”, así 
como la necesidad de que las fuerzas policiales que intervienen en estos primeros 
trámites judiciales, reciban capacitación e instrucción especiales. 


Igualmente, en tercer lugar, se encuentra la temática relativa a la sentencia y la 
resolución judicial, a cuyo efecto analiza aspectos como el derecho del adolescente a 
recibir asesoramiento jurídico —sin olvidar el derecho de los padres de participar en 
las actuaciones judiciales'**—, la necesidad de adelantar informes sobre el entorno 
social del adolescente y sus condiciones personales'* y el carácter excepcional del 


“El sistema de justicia de menores hará hincapié en el bienestar de estos y garantizará que cualquier 
respuesta a los menores delincuentes será en todo momento proporcionada a las circunstancias del 
delincuente y del delito”. Cfr. Primera Parte, Principios Generales, Consideración 5.2, Reglas 
minimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores. 


125 “Habida cuenta de las diversas necesidades especiales de los menores, así como de la diversidad de medidas 
disponibles, se facultará un margen suficiente para el ejercicio de facultades discrecionales en las diferentes 
etapas de los juicios y en los distintos niveles de la administración de justicia de los menores, incluidos 
los de investigación, procesamiento, sentencia y de las medidas complementarias de las decisiones”. Cfr. 
Primera Parte, Principios Generales, Consideración 6.1, Reglas mínimas de las Naciones 
Unidas para la administración de la justicia de menores. 


a De tal forma, la Consideración 7.1 de las REGLAS DE BEIJING establece que “en todas las etapas 
del proceso se respetarán garantías procesales básicas tales como la presunción de inocencia, el derecho a 
ser notificado de las acusaciones, el derecho a no responder, el derecho al asesoramiento, el derecho a la 
presencia de los padres o tutores, el derecho a la confrontación con los testigos y a interrogar a estos y el 
derecho de apelación ante una autoridad superior”. 


130 Cfr. Segunda Parte, Investigación y procesamiento, Consideración 10. 1 y 10.3, Reglas mínimas 


de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores. 


191 Así lo expresa la Consideración 13,1, cuando afirma que “solo se aplicará la prisión preventiva 


como último recurso y durante el plazo más breve posible”. Cfr. Segunda Parte, Investigación y 
procesamiento, Consideración 13.1 y 13.2, Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la 
administración de la justicia de menores, 


12 Cfr. Tercera Parte, De la Sentencia y la Resolución, Consideración 15, Reglas mínimas de las 
Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores. 


133 “Para facilitar la adopción de una decisión justa por parte de la autor4idad competente, y a menos 


que se trate de delitos leves, antes de que esa autoridad dicte una resolución definitiva se efectuará una 


LOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES APLICABLES AL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD 

PENAL PARA ADOLESCENTES: 

confinamiento o privación de la libertad. En este punto, es necesario hacer hincapié 
en dos elementos de especial interés: 


De un lado, la Consideración No. 17 relativa a los principios rectores de la 
sentencia y de la resolución judicial, establece parámetros de importancia manifiesta, 
como los que siguen: d 
« La respuesta que se de al delito será siempre proporcionada, no solo en 

lo que atañe a las circunstancias y a la gravedad del delito, sino también 
de conformidad con las necesidades del adolescente y de la sociedad. 

+ — Las restricciones de la libertad personal del adolescente se impondrán 
solamente después de un cuidadoso estudio y se reducirán al minimo 
posible. 

* Solo se impondrá la privación de libertad personal en el caso de que el 
adolescente sea condenado por un acto grave. 

+ En el examen de los casos, se considerará primordial el bienestar del 


menor. 


De otro lado, la Consideración No. 18, establece un listado no exhaustivo de 
medidas que pretenden brindar mayor flexibilidad, con el fin de evitar la privación 
de la libertad de los adolescentes en establecimientos penitenciarios. Estas medidas, 
no privativas de la libertad, son: 

+ — Órdenes en materia de atención, orientación y supervisión. 

+ Libertad vigilada. 

+ Órdenes de prestación de servicios a la comunidad. 

* Sanciones económicas, indemnizaciones y devoluciones. 

+ — Órdenes de tratamiento intermedio y otras formas de tratamiento. 

« Órdenes de participar en sesiones de asesoramiento colectivo y en 

actividades análogas. 


Además, en cuarto lugar, se encuentra la regla de tratamiento fuera de los 
establecimientos penitenciarios. A su turno, en quinto lugar, de la mano de lo anterior, 
este instrumento internacional alude al tratamiento en establecimientos penitenciarios, 
acorde con el cual, se debe garantizar el cuidado y la protección del adolescente, asl 
como su educación y formación. De igual forma, esta parte quinta exige la pronta 


investigación completa sobre el medio social y las condiciones en que se desarrolla la vida del menor y sobre 
las circunstancias en las que se hubiere cometido el delito”. Cfr. Tercera Parte, De la Sentencia y la 
Resolución, Consideración 16.1, Reglas minimas de las Naciones Unidas para la administración 


de la justicia de menores. 
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.f . . . e 
concesión de la libertad condicional en los casos en que al adolescente se le prive 


de la libertad. 


Finalmente, en sexto lugar, se encuentra la regla que se ocupa de la investigación, 
planificación, formulación y evaluación de políticas. 


Como se ve, estas reglas, en su conjunto, codifican, sistematizan y desarrollan 


A os . . . . . 
estándares mínimos en la investigación y juzgamiento de los adolescentes en el ámbito 
derecho internacional de los derechos humanos!'*, 


134 


Cfr, CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-684 de 2009, 30 de septiembre de 2009, 
M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto, Referencia: Expediente D-7681. En el mismo sentido, 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-203 de 2005, ocho de marzo de 2005, M.P: 


Manuel José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente D-5366; CORTE CONSTIT UCIONAL, 


Sentencia C-839 de 2001, nueve de agosto de 2001, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, 
Referencia: Expediente D-3387, 
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E 
- Orientaciones fundamentales. 2 

- Objetivos de la justicia de menores. 

- Alcance de las facultades discrecionales. 


- Derecho de los menores. 


- Primer contacto del adolescente con el sistema procesal penal, 
- Excepción de la prisión preventiva 


- Necesidad de garantizar al adolescente asesoría jurídica, así como 
la participación de los padres de este en las actuaciones judiciales. 

- Informes e investigación completa sobre el medio social y condicio- 
nes del adolescente. 

- Principios rectores de la sentencia y la resolución. 

- Pluralidad de medidas resolutorias. 

- Carácter excepc ional de la privación de la libertad en estableci- 
mientos penitenciarios. 


- Ejecución efectiva de las medidas no privativas de la libertad. 
- Movilización de servicios de carácter comunitario en el tratamiento 
del adolescente. 


- Objetivos del tratamiento. 
- Frecuente y pronta concesión de la libertad condicional. 


- Organizar y formentar las investigaciones necesarias como base 
para una planificación y una formulación de políticas que sean 
efectivas. 

- Revisar y evaluar los problemas y las causas de la delincuencia y 
criminalidad de los adolescentes. d pa 
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B. REGLAS DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA PROTECCIÓN DE 
LOS MENORES PRIVADOS DE LA LIBERTAD 
(REGLAS DE LA HABANA”): 


La Asamblea de las Naciones Unidas, a través de la Resolución 45/113 de 
1990, aprobó las Reglas para la protección de los menores privados de la libertad 
—denominadas también como REGLAS DE La HABANA—, cuyo cometido es establecer 
las normas mínimas, aceptadas por las Naciones Unidas, para la protección de los 
menores privados de la libertad en todas sus formas, con miras a contrarrestar los 
efectos perjudiciales de todo tipo de detención'”, 


Estas reglas se encuentran divididas en cinco partes. La primera, denominada 
perspectivas fundamentales, se dirige a sentar las bases que deben regir la responsabilidad 
penal de los adolescentes. A tal efecto, afirma que “el sistema de justicia de menores deberá 
respetar los derechos y la seguridad de los menores y fomentar su bienestar - físico y mental”*, 
Igualmente, reitera —como se dijo al abordar las REGLAS DE BE¡InG—, el carácter 
excepcional de la privación de la libertad, que subyace como último recurso y por 
un periodo mínimo!” 


Luego, la segunda parte se ocupa del alcance y la aplicación de las reglas, al 
señalar, de manera especial que “Za privación de la libertad [de los adolescentes] deberá 
efectuarse en condiciones y circunstancias que garanticen el respeto de los derechos humanos”*. 

En el tercer acápite, se ocupa de los menores detenidos o en prisión preventiva, en 
virtud del cual se establece una serie de garantías esenciales que vale la pena recalcar: 


+ En primer término, la detención antes del juicio deberá limitarse a 
circunstancias excepcionales!”, 


135 Cfr. Perspectivas Fundamentales, Consideración 3, Reglas de las Naciones Unidas para la 


protección de los menores privados de libertad. 


16 Cfr. Perspectivas Fundamentales, Consideración 1, Reglas de las Naciones Unidas para la 


protección de los menores privados de libertad. 


1 Cfr. Perspectivas Fundamentales, Consideración 2, Reglas de las Naciones Unidas para la 


protección de los menores privados de libertad. 


138 . ss . . .L 
Cfr. Menores detenidos o en prisión preventiva, Consideración 17, Reglas de las Naciones 


Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


139 . e... - » : 
Ver: Menores detenidos o en prisión preventiva, Consideración 17, Reglas de las Naciones 


Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 
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+ Además, en segundo lugar, las condiciones de detención deberán ajustarse a: 
» El derecho a una asesoría jurídica y a la comunicación constante con sus 
padres!*, 
+ Cuando sea posible, deberá darse a los adolescentes la oportunidad de 
efectuar un trabajo remunerado y de proseguir su estudio o capacitación!” 
* Los adolescentes estarán siempre autorizádos a recibir y conservar 
materiales de entretenimiento!” 
+ Igualmente, en tercer lugar, los tribunales y demás órganos de investigación 
deberán tramitar los casos lo más pronto posible'*. 
+ Asímismo, en cuarto lugar, se trae a colación la presunción de inocencia!**. 


Ahora bien, en lo que atañe a la cuarta parte, encontramos las siguientes 
condiciones mínimas en centros de reclusión: 

+ Protección especial de los antecedentes, informes, registros jurídicos 
y médicos, actas de actuaciones disciplinarias, así como cualquier 
documento atinente a un procedimiento penal de un adolescente. Se 
exige, pues, la confidencialidad y el grado máximo de privacidad en tal 
información'*, 

+ Reglamentación del procedimiento a seguir en el momento de ingresar 
un menor de edad a un establecimiento penitenciario'*, 


es Cfr. Menores detenidos o en prisión preventiva, Consideración 18(a), Reglas de las Naciones 


Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


14 Cfr. Menores detenidos o en prisión preventiva, Consideración 18(b), Reglas de las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


E Cfr. Menores detenidos o en prisión preventiva, Consideración 18(c), Reglas de las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


13 Cfr. Menores detenidos o en prisión preventiva, Consideración 17, Reglas de las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


ads ] : mA : 
pee Cfr. Menores detenidos o en prisión preventiva, Consideración 17, Reglas de las Naciones 


Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


e Cfr. Administración de los Centros de Menores, Antecedentes, Consideración 19, Reglas de 
las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


Ls Cfr. Administración de los Centros de Menores, Ingreso, registro, desplazamiento y traslado, 
Consideraciones 21 a 25, Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores 


privados de libertad. 
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Finalmente, las REGLAS DE La HABANA se establecen consideraciones en torno 
al personal que interviene en todo el proceso penal (desde las fuerzas policiales, 
quienes realizan la captura, hasta el personal judicial e incluso, a los especialistas, 
educadores, instructores, asesores, psiquiatras, sicólogos y demás personal de los 


+ Criterios para separar a los diversos grupos de menores de edad privados 
de la libertad'”. 

* Condiciones de alojamiento'**, de recreación!” y de atención médica'*, 
así como el acceso de los menores a una biblioteca provista de libros y 
periódicos instructivos y recreativos que sean adecuados'*', 

+ El derecho a la educación!” como pilar básico en el cual se debe soportar 
el sistema procesal y de ejecución penal'*. 

+ Establecimiento de medios para preparar la reinserción de los menores 
en la sociedad!*. 


centros penitenciarios)'**. 


+ La prohibición de la utilización de instrumentos de coerción'*, 


147 


148 


149 


150 


151 


152 


153 


154 


155 


Cfr. Administración de los Centros de Menores, Clasificación y asignación, Consideraciones 27 
y 28, Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


Cfr. Administración de los Centros de Menores, Medio físico y alojamiento, Consideraciones 32 
a 35, Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


Cfr. Administración de los Centros de Menores, Actividades recreativas, Consideración 47, Reglas 
de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


Cfr. Administración de los Centros de Menores, Atención médica, Consideraciones 49 y 51, 
Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


Cfr. Administración de los Centros de Menores, Educación, formación profesional y trabajo, 
Consideración 41, Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados 


de libertad. 


Cfr. COUSO SALAS, Jaime. Problemas teóricos y prácticos del principio de separación de medidas 
y programas, entre la vía penal-juvenil y la vía de protección especial de derechos, en Justicia y 
Derechos del Niño, Número 1, IBSN: 92-806-351-7, Fondo de las Naciones Unidas para la 
Infancia, Primera Edición, Santiago de Chile, 1999. Recuperado de: http: / /www.unicef.cl/ 
archivos_documento/68 / Justicia/420y%20derechos%201 .pdf Consultado el 20 de octubre 
de 2013. Cfr. CILLERO BRUÑOL, Miguel, Derechos del niño y educación, en Justicia y Derechos 
del Niño, Número 7 (SIN IBSN), Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, Primera 
Edición, Santiago de Chile, 2005. Recuperado de: http: / /www.unicef.cl /unicef/public/ 
archivos_documento/162/ justicia_7.pdf Consultado el 4 de octubre de 2013. 


Cfr. Administración de los Centros de Menores, Educación, formación profesional y trabajo, 
Consideraciones 38 y 39, Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores 
privados de libertad. 


Cfr. Administración de los Centros de Menores, Contactos con la comunidad en general, 
Consideraciones 59 y 60, Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores 
privados de libertad. 


Cfr. Administración de los Centros de Menores, Limitaciones de la coerción física y del uso de 
la fuerza, Consideraciones 63 y 63, Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los 
menores privados de libertad. 


- Limitación de la detención antes del 
juicio. 

- Derecho a recibir asesoría jurídica. 
- Derecho a una comunicación 
constante con sus familiares. 

- Obligación de garantizar, cuando 


- Protección y privacidad de la 
información. 

- Reglamentación del procedimiento 
a seguir en el momento de ingresar a 
un establecimiento penitenciario, 

- Criterios para separar a los diversos 


sea posible, la oportunidad de efec- 
tuar un trabajo remunerado y de 
proseguir sus estudios o capacitación. 
- Las autoridades vinculadas deberán 
garantizar la coa prontitud en la 
terminación de las causas. 

- Presunción de inocencia. 


upos de menores de edad privados 
de la libertad. 

- Condiciones de alojamiento, de 
recreación y de atención médica, así 
como el acceso de los menores a una 
biblioteca provista de libros y perió- 
dicos instructivos y recreativos que 
sean adecuados. 

- El derecho a la educación como 
pilar básico en el cual se debe sopor- 
tar el sistema procesal y de ejecución 
penal. 

- Establecimiento de medios para 
preparar la reinserción de los meno- 
res en la sociedad. 

- La prohibición de instrumentos de 
coerción. 


156 Cfr. Personal, Consideraciones 81 a 87, Reglas de las Naciones Unidas para la protección de 


los menores privados de libertad. 
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C. REGLAS MÍNIMAS DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE LAS 
MEDIDAS NO PRIVATIVAS DE LA LIBERTAD (“REGLAS DE TOKIO”): 


A través de la Resolución 45/110 de 1990, la Asamblea General de las Naciones 
Unidas aprobó las Reglas minimas sobre las medidas no privativas de la libertad — 
conocidas también como las ReGLas DET ok10—, las cuales “contienen una serie de principios 
básicos para promover la aplicación de medidas no privativas de la libertad, así como sal vaguardas 
minimas para las personas a quienes se aplican medidas sustitutivas de la prisión” de 

De manera precedente, las RecLas DE BEIJING y las REGLAS DE La HABANA se 
habían encargado de subrayar la excepcionalidad de la privación de la libertad; por 
ello, en concordancia con lo anterior, las RecLas DE ToKiO, afirman la necesidad de 
introducir medidas, en todo caso, diferentes de aquéllas!*. 


Ahora bien, la primera parte de las ReGLas DE Tokio —principios generales—, 
se dirige a enunciar apotegmas atinentes al procedimiento judicial. De esta manera, 
se precisa la limitación en el uso de sanciones privativas de la libertad'*”; además, la 
necesidad de aplicar sanciones favorables'*; y, la obligación de que el procedimiento 
judicial sea enfocado a favor de los adolescentes'*!, así como la imprescindible 
protección a la intimidad de ellos!*, 


Además, la segunda parte reitera la obligación de establecer la prisión 


. A . 
preventiva como último recurso'*. A su turno, la tercera parte, fase de juicio y 


lá En este sentido, Cfr. Principios Generales, Consideración 1.2, Reglas de las Naciones Unidas 


sobre las medidas no privativas de la libertad. 


138 Cfr. Principios Generales, Consideración 15, Reglas de las Naciones Unidas sobre las medidas 


no privativas de la libertad. 


159 


Cfr. Principios Generales, Consideraciones 1.5, 2.3 y 2.4, Reglas de las Naciones Unidas 
sobre las medidas no privativas de la libertad. 


160 


Cfr, Principios Generales, Consideraciones 1.5, 2,3, 2.4, 2.7, 3.2, Reglas de las Naciones 
Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad. 


bd Cfr. Principios Generales, Consideración 3.11, Reglas de las Naciones Unidas sobre las medidas 


no privativas de la libertad. 


Cfr. Principios Generales, Consideración 3.12, Reglas de las Naciones Unidas sobre las medidas 
no privativas de la libertad. 


193 Cfr. Fase anterior al Juicio, Consideración 6, Reglas de las Naciones Unidas sobre las medidas 


no privativas de la libertad. 


LOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES APLICABLES AL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD 
PENAL PARA ADOLESCENTES: 
sentencia, establece un listado no limitativo de sanciones no privativas de la libertad, 
las cuales podrán ser adoptadas en consideración “de las necesidades de rehabilitación 
del delincuente, la protección de la sociedad y los intereses de la víctima”. A tal efecto, 
señala las siguientes: 
+ Sanciones verbales como la amonestación, la represión y la advertencia. 
* Libertad condicional. j 
+ Penas privativas de derechos o inhabilidades. 
+ Sanciones económicas y penas en dinero. 
e — Incautación o confiscación. 
+ Mandamiento de restitución a la víctima o indemnización. 
+ Suspensión de la sentencia o condena proferida. 
+ Régimen de prueba y vigilancia judicial. 
« Imposición de servicios a la comunidad. 
+ — Obligación de acudir regularmente a un centro determinado. 
e  Arresto domiciliario. 
+ Cualquier otro régimen que no entrañe reclusión'*. 


De igual forma, el cuarto capítulo —fase posterior a la sentencia—, establece 
un conjunto de medidas que podrán aplicarse en este estadio: 


+ Permisos y centros de transición. 

» Liberación con fines laborales o educativos. 
e Distintas formas de libertad condicional. 

+  Laremisión. 

+ Elindulto!'*. 


Finalmente, el capítulo quinto del documento, referente a la aplicación de las 
medidas no privativas de la libertad, establece las pautas que deben seguirse en tratándose 
del régimen de vigilancia, así como el proceso de tratamiento a que deben dirigirse 
tales medidas!'”, 


1% Cfr. Fase de Juicio y Sentencia, Consideración 8.1, Reglas de las Naciones Unidas sobre las 


medidas no privativas de la libertad. . 


163 Cfr. Fase de Juicio y Sentencia, Consideración 8.2, Reglas de las Naciones Unidas sobre las 


medidas no privativas de la libertad. 


q0e Cfr. Fase posterior a la Sentencia, Consideración 9.2, Reglas de las Naciones Unidas sobre 


las medidas no privativas de la libertad. 


e Cfr. Aplicación de las medidas no privativas de la libertad, Consideración 13, Reglas de las 
Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad, 
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- Limitación del uso de sanciones privativas de la 
: libertad. 
Primera Parte: - Necesidad de aplicar sanciones favorables. 
Principios generales - Procedimiento judicial enfocado a favor del 
adolescente. 
Segunda Parte: - Obligación de establecer la detención preventiva 
Fase anterior al como último recurso. E 
juicio me 
; - Listado no exhaustivo de sanciones no privativas de 
Tercera Parte: la libertad, las cuales podrán ser adoptadas en conside- 
Fase de juicio y "ración “de las necesidades de rehabilitación del delincuente, 
sentencia: ] la protección de la sociedad y los intereses de la víctima”. 
Cuarta Parte: : Medidas que podrán aplicarse de manera poste- 
Fase posterior ala rior a la sentencia, todas ellas estructuradas para 
sentencia la protección del adolescente y su libertad. 
Quinta Parte: - Pautas que deben aplicarse en tratándose del 
Aplicación de las régimen de vigilancia. 
medidas no privati- - Proceso de tratamiento a que deben dirigirse 


vas de la libertad: tales medidas. 


D. DIRECTRICES DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA 
PREVENCIÓN DE LA DELINCUENCIA JUVENIL 
(DIRECTRICES DE RIAD”): 


Estas Directrices, a la par de las ReGLas DE BErING, las REGLAS DE LA HABANA 
y las REGLAS DE TOKIO, constituyen el marco jurídico internacional que, de manera 
concreta, se encarga de regular la responsabilidad penal de los adolescentes y su 


protección. 
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Estas Directrices ofrecen pautas para prevenir la delincuencia juvenil'*%, se 


ocupan de temáticas atinentes a la investigación, juzgamiento y ejecución de la 


sanción correspondiente. En esta línea de argumentación, se desarrollan políticas 


de prevención a través de un enfoque dirigido a la familia'”, la educación'”, la 


comunidad'”' y los medios de comunicación 


168 


169 


170 


171 
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Z 


: Instrumentos internacionales en a 
¿sentido concreto: ..—.—.._ 


A 
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Asi lo expresa el propio instrumento internacional, cuando afirma que “la prevención de 
la delincuencia juvenil es parte esencial de la prevención del delito en la sociedad. Si los jóvenes se 
dedican a actividades líticas y socialmente útiles, se orientan hacia la sociedad y enfocan la vida con 
criterio humanista, pueden adquirir actitudes no criminógenas”. Cfr. Principios Fundamentales, 
Consideración 1, Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia 
juvenil. 


Ver: Procesos de Socialización, Consideraciones 11 a 19, Directrices de las Naciones Unidas 
para la prevención de la delincuencia juvenil. 


Ver: Procesos de Socialización, Consideraciones 20 a 31, Directrices de las Naciones Unidas 
para la prevención de la delincuencia juvenil. 


Cfr. Procesos de Socialización, Consideraciones 32 a 39, Directrices de las Naciones Unidas 


para la prevención de la delincuencia juvenil. 


Cfr. Procesos de Socialización, Consideraciones 44 a 49, Directrices de las Naciones Unidas 


para la prevención de la delincuencia juvenil. 
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1.4. PRINCIPIOS! DERIVADOS DE ESTE CORPUS IURIS: 


Vistos los diferentes instrumentos internacionales (en sentido amplio, estricto y 
concreto), referentes a la responsabilidad penal de los adolescentes, resulta pertinente 
estudiar los principios que se derivan de tal corpus ¡uris!”*. 


Como es apenas natural, los derechos a la vida, a la dignidad humana, a 
la igualdad material ante la ley y demás garantías sustanciales están también en 
cabeza de los adolescentes. Por ello, se analizarán aquellos principios o derechos 
complementarios que los instrumentos señalados han establecido. 


Al respecto, la CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, al referirse a los 
derechos de los niños y niñas ha señalado que, aunado a las garantías comunes que le 
son inherentes, gozan, además, de ciertas medidas de protección que se corresponden 
como un derecho adicional y complementario'”, 


178 Cfr. GIMÉNES-SALINASI COLOMER, Esther, Principios orientadores de la responsabilidad penal 
de los menores, en RESPONSABILIDAD PENAL DE LOS MENORES: UNA RESPUESTA 
DESDE LOS DERECHOS HUMANOS, Colección «Jornadas sobre derechos humanos» n' 5, 
Ararteko, País Vasco, España, 2001. Recuperado de: http: / /www.ararteko.net/RecursosWeb/ 
DOCUMENTOS/1/0_206_1 .pdf Consultado el 24 de septiembre de 2013. 


des Esta terminología —“corpus iuris”— referente a los tratados y demás instrumentos 


Internacionales referentes a los derechos de los niños ha sido utilizada, de manera especial, por 
la CorTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, en el caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán y 
otros vs. Guatemala). En tal sentido, aseveró que “tanto la Convención Americana como la Convención 
sobre los Derechos del Niño forman parte de un muy comprensivo corpus juris internacional de protección 
de los niños que debe servir a esta Corte para fijar el contenido y los alcances de la disposición general 
definida en el artículo 19 de la Convención Americana”. Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS, Caso de los “Niños de la Calle”, Villagrán y otros vs. Guatemala, 
sentencia del 19 de noviembre de 1999, Fondo, párr. 194. En el mismo sentido, COMISIÓN 
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso Alan García vs. Perú (11.006), 
Informe No. 1 de 1995, del siete de febrero de 1995; CORTE INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS, Opinión Consultiva OC-17/2002, de 28 de agosto de 2002, 
Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, párr. 24, 25 y 53. 


15 Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMAN OS, Caso “Instituto de Reeducación 
del Menor” vs. Paraguay, sentencia del dos de septiembre del 2004, Fondo, párr. 147. En el 
mismo sentido, Cfr., CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso de 
los Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú, sentencia del ocho de julio de 2004, Fondo, párr. 
166; CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso de los “Niños de la 
Calle”, Villagrán y otros vs. Guatemala, sentencia del 19 de noviembre de 1999, Fondo, párr. 
194; CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Opinión Consultiva OC- 
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aos a A 
/ Derechos especiales 
¿derivados de su - 
* condición. 


É. Protección interna-' 
cionalintegral de 
- los niños, las niñas 

y los adolescentes. | 


Derechos humanos > 
- que corresponden a 


A 
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ES 
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Se examinarán los derechos especiales 
asignados a los niños, las niñas y los adoles- 
centes en razón de esta condición. 


A este propósito, se analizarán dos grandes categorías: 


En primer lugar, se estudiarán los “principios generales referentes a la responsabilidad 
penal de los adolescentes”, y en segundo lugar, los “principios especificos atinentes a la 
responsabilidad penal de los adolescentes”. La diferencia entre estas dos categorías radica, 
principalmente, en que los primeros irradian todo el sistema de responsabilidad para 
adolescentes, en tanto que los segundos cobran vigencia en relación con aspectos 
puntuales del mencionado sistema. 


e . le nf 
Desde luego, esta propuesta pretende contribuir a una adecuada utilización e 
incorporación de estos principios en las decisiones judiciales concretas. 


17/2002, de 28 de agosto de 2002, Condición Juridica y Derechos Humanos del Niño, párr. 54. 
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Principios generales: Principios específicos: 


Cobran vigencia en relación 
con aspectos puntuales del 
Sistema de responsabilidad 
penal de los adolecentes. * 


Se ocupan, de ordinario, de. 
garantías que irradian todo el 


Sistema. 


i 


Pueden utilizarse sin limitación alguna, 
en referencia tanto á aspectos 

sustanciales como procesales y/o de 
ejecución de penas. 


Sólo pueden utilizarse en los temas 
específicos que estos desarrollen, 


Su utilización es, pues, 


general e ilimitada. 


Su utilización es, por lo 


tanto, limitada. 


1.4.1 PRINCIPIOS GENERALES: 


Al respecto, se tendrán como tales, los siguientes: 


1) - Principio del interés superior de los adolescentes (Regla de interpretación"”?). 

2) Principio de especial gravedad de las trasgresiones a los derechos los 
adolescentes (Pauta de interpretación). 

3) Principio de bienestar de los adolescentes. 

4) Principio de proporcionalidad especial. 

5) Principio de discrecionalidad a favor de los adolescentes. 

6) Principio de especial protección de la intimidad de los adolescentes. 


Cfr. MALDONADO FUENTES, Francisco, La especialidad del sistema de responsabilidad penal 
de adolescentes, en JUSTICIA Y DERECHOS DEL NIÑO, Número 6, ISBN: 92-806-3794-8, 
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, Primera Edición, Santiago de Chile, 2004. 
Recuperado de: http: / /www.unicef.cl /archivos_documento/116/ JusticiayDerechos6. pdf. 
Págs. 146 a 147. Consultado el 2 de septiembre de 2013. 
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7) Principio de prioridad y agilidad en los trámites, cuando se afecten los 
derechos de los adolescentes. 
8) Principio de procedimiento a favor de los adolescentes. 
9) Principio de protección especial a la relación familiar de los adolescentes. 
10) Principio de prevalencia de la educación de los adolescentes. 
11) Principio de investigación oficiosa sobre el entorno social y las condiciones 
personales de los adolescentes. 
12) Principio del enfoque comunitario. 
13) Principio de doble protección. 
14) Principio de limitación del uso de la fuerza en los adolescentes. 


A. PRINCIPIO DEL INTERÉS SUPERIOR"”: 


Este postulado —reconocido en diferentes instrumentos internacionales— 


se funda en la dignidad misma del ser humano, en las características propias de los 
adolescentes, así como en la necesidad de propiciar el desarrollo de estos, con pleno 
aprovechamiento de sus potencialidades'”*. Lo anterior significa que se trata de un 
fin legítimo'”, al cual se deberán ceñir las acciones del estado en lo que respecta a 


la protección de los niños y a la promoción y preservación de sus derechos 


178 


179 


180 


180 


Al respecto: CILLERO BRUÑOL, Miguel, El interés superior del niño en el marco de la Convención 
Internacional sobre los derechos del niño, en Justicia y derechos del niño, Número 1, ISBN: 92- 
806-351-7, Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, Primera Edición, Santiago de 
Chile, 1999. Recuperado de: http: / /www.unicef.cl /archivos_documento/68/ JusticiaY20 
y%20derechos%201.pdf Consultado el 24 de septiembre de 2013. La responsabilidad penal de 
adolecentes y el interés superior del niño, en Justicia y derechos del niño, Número 7 (SIN IBSN), 
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, Primera Edición, Santiago de Chile, 2005. 
Recuperado de: http: / /www.unicef.cl /unicef/public/archivos_documento/ 162 /justicia_7. 
pdf Consultado el 18 de septiembre de 2013. 


Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Opinión Consultiva OC- 
17/2002, de 28 de agosto de 2002, Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, párr. 56, 


Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso Atala Riffo y Niñas 
vs. Chile, sentencia del 24 de febrero de 2012, Fondo, reparaciones y costas, párr. 108. 


Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Opinión Consultiva oc- 
17/2002, de 28 de agosto de 2002, Condición Juridica y Derechos Humanos del Niño, párr. 59. 
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En este sentido, en la Opinión Consultiva OC-17 de 2002!*!, la CortE 
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, reconoció como la situación de debilidad, 
inmadurez e inexperiencia, genera la necesidad de confirmar el principio de protección 
especial hacia los adolescentes!*. 


Al hilo de lo dicho, este principio cumple con un triple cometido: de una 
parte, limita la actuación del Estado en la producción de las normas pertinentes; de 
otra parte, impone a las actuaciones de los servidores públicos su total observancia; 
y, finalmente, se tiene que este interés superior se manifiesta, además, como una 
regla de interpretación!*, 


Por supuesto, a partir de la protección especial de los adolescentes se edifica, 
correlativamente, una obligación reforzada en cabeza del Estado!**, máxime en 
relación con el régimen de la libertad'*, 


181 


Al respecto, Cfr. BELOFF, Mary. Luces y sombras de la Opinión Consultiva 17 de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos: Condición jurídica y derechos humanos del niño”, en JUSTICIA 
Y DERECHOS DEL NIÑO, Número 6, IBSN: 92-806-3794-8, Fondo de las Naciones Unidas 
para la Infancia, Primera Edición, Santiago de Chile, 2004. Recuperado de: http://www. 
unicef.cl/archivos_documento/116/ JusticiayDerechos6.pdf. 


182 Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Opinión Consultiva OC- 
17/2002, de 28 de agosto de 2002, Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, párr párr. 60. 


mn Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso de las Niñas Yean y 
Bosico vs. República Dominicana, sentencia del ocho de septiembre de 2005, Fondo, párr. 134. 


E En ese sentido, “el artículo 19 de la Convención Americana impone a los Estados la obligación de 


adoptar“medidas de protección” requeridas por su condición de niños”. CORTE INTERAMERICANA 
DE DERECHOS HUMANOS, Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú, sentencia 
del ocho de julio de 2004, Fondo, párr. 164. Cfr, igualmente, CORTE INTERAMERICANA 
DE DERECHOS HUMANOS, Opinión Consultiva OC-17/ 2002, de 28 de agosto de 2002, 
Condición Juridica y Derechos Humanos del Niño, párr. 56 y 60; CORTE INTERAMERICANA 
DE DERECHOS HUMANOS, Caso de los “Niños de la Calle”, Villagrán y otros vs. Guatemala, 
sentencia del 19 de noviembre de 1999, Fondo, párr. 146 y 191; CORTE INTERAMERICANA 
DE DERECHOS HUMANOS, Caso Bulacio ys. Argentina, sentencia del 18 de septiembre 
de 2003, Fondo, reparaciones y costas, párr. 126 y 134, 
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Cfr. CORTEINTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso “Instituto de Reeducación 
del Menor” vs. Paraguay, sentencia del dos de septiembre del 2004, Fondo, párr. 160. 
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RNACIONALES APLICABLES AL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD 

A PENAL PARA ADOLESCENTES: 

Lo anterior permite concluir que, la prevalencia del interés superior obliga 

no solo al Estado en el tratamiento de esta materia!**, sino que de paso, irradia, a 
través de la interpretación, los demás derechos de estos'*”. 


B. PRINCIPIO DE ESPECIAL GRAVEDAD: 


Este postulado, al igual que el precedente, se erige en un criterio hermenéutico 
encaminado a dilucidar problemáticas en torno a la responsabilidad penal de los 


adolescentes. 


Según este principio, toda violación a los derechos humanos de los cod 
reviste una especial gravedad adicional en razón de la condición de estos. De allí que 
el Estado deba adoptar medidas especiales de protección y asistencia en su favor!*. 
En esta perspectiva de análisis, subyace como regla de interpretación el mencionado 


principio, para la solución del caso concreto. 


C. PRINCIPIO DE BIENESTAR DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS, 
NIÑAS Y ADOLESCENTES: 


Sobre este particular, las REGLAS DE BElING establecen que “el sistema de justicia 

. . . 189 
de menores” hará especial énfasis en el bienestar de los mismos!'*, a cuyo efecto este 
“bienestar” debe ser atendido tanto en la investigación como en el juzgamiento y en 


la fase de ejecución. 


De esta forma, se impone como límite a las actuaciones del Estado el bienestar 
del adolescente aún cuando aquel haya realizado una conducta punible. Así, por 
ejemplo, las mencionadas REGLAS establecen como principio rector, el análisis, en 


de En este sentido, CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Opinión 
Consultiva OC-17/2002, de 28 de agosto de 2002, Condición Jurídica y Derechos Humanos del 
Niño, párr. 60. 

197 Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso de las Niñas Yean y 
Bosico vs. República Dominicana, sentencia del ocho de septiembre de 2005, Fondo, párr. 134, 


188. Cfr. CORTEINTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso Bulacio vs. Argentina, 
sentencia del 18 de septiembre de 2003, Fondo, reparaciones y costas, párr. 133. 


159, Cfr. Primera Parte, Principios Orientadores, Consideración 5.1, Reglas mínimas de las 
Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores. 
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cada caso, del “bienestar del menor”””. En igual sentido, las DIRECTRICES DE RiaD!” y las 
REGLAS DE La HABANA, afirman este postulado. 


De esta manera, este apotegma juega un papel importante, sobre todo, en 
el ámbito de la sanción, en la medida que dicho bienestar es una pauta a la hora de 
definir el tipo de sanción a imponer. 


D. PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD ESPECIAL: 


En este escenario, la respuesta del estado deberá ser “proporcionada a las 
circunstancias del delincuente y del delito”. Además de ello, se incardinan dos factores 
esenciales: de un parte, “las necesidades [del adolescente)” y, de otra parte, las 
“necesidades de la sociedad”?. 


Al respecto, se tiene que cualquier respuesta dirigida a los niños que hayan 
cometido un delito, deberá ser ajustada a sus circunstancias como menores de edad y 
al delito, de forma que se privilegie la reintegración a su familia y/o a la sociedad'”. 


Lo dicho es corroborado por la Consideración 17.1(a) de las REGLAS DE BEIJING, 
cuando afirma que la respuesta al delito será, en todo caso, proporcional no solo en 


lo que respecta a la gravedad del delito sino que, además, en lo que tiene que ver 


con las necesidades de adolescente!” 


170 Cfr. Tercera Parte, De la Sentencia y la Resolución, Consideración 17.1 (d), Reglas mínimas 


de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores. 


an Cfr. Legislación y Administración de la Justicia de Menores, Consideración 5.2, Directrices 


de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil. 


192 Cfr. Primera Parte, Principios Orientadores, Consideración 5.1, Reglas minimas de las 


Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores. 


pas Cfr. COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso César Alberto 
Mendoza y otros v. Argentina, 12.651, Informe No. 172 de 20120, del dos de septiembre de 
2010, párr. 148. 


as Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso Mendoza y otros 
vs. Argentina, sentencia del 14 de mayo de 2013, Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones, 


párr. 151. 


133 Ver: Tercera Parte, De la Sentencia y la Resolución, Consideración 17.1(a), Reglas mínimas 


de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores, 
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Así, pues, las circunstancias y necesidades del adolescente constituyen un 
criterio de infaltable valoración por parte del juez. 


E. PRINCIPIO DE DISCRECIONALIDAD: 


Sobre este punto, las REGLAS DE BEIJING establecen que, a partir de la diversidad 
de necesidades del adolescente, así como también del amplio catalogo de medidas 
a aplicar, el funcionario judicial cuenta con la suficiente discrecionalidad, en las 
diferentes etapas del proceso, para tomar las medidas que considere menester!”, 


Con ello, al lado de la regla hermenéutica del interés superior, la decisión 
deberá redundar en favor del adolescente, quien es, desde luego, el destinatario de 


esta protección especial. 


Adicionalmente, estas ReGLAS establecen la posibilidad de que “la autoridad 
competente [pueda] suspender el procedimiento en cualquier momento”””. Igualmente, la 
Consideración 23.2 señala la facultad de la autoridad competente para modificar 
periódicamente las órdenes dadas con ocasión de las medidas impuestas al 
adolescente'”. Además, las DIRECTRICES DE RIAD reconocen la posibilidad de otorgar 
medidas innovadoras para garantizar tal objetivo'”. 


E PRINCIPIO DE ESPECIAL PROTECCIÓN DE LA INTIMIDAD: 


Un asunto de particular relevancia lo constituye la necesidad de proteger la 


- intimidad de los adolescentes, así como la de sus familiares”, Este postulado, se 


manifiesta en tres formas: 


Ver: Primera Parte, Principios Orientadores, Consideración 6.1, Reglas minimas de las 
Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores. 


17 Ver: Tercera Parte, De la Sentencia y la Resolución, Consideración 17.4, Reglas minimas de 
las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores. 


198 Ver: Cuarta Parte, Tratamiento fuera de los Establecimientos Penitenciarios, Consideración 
23.2, Reglas minimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores. 


192 Ver: Cuarta Parte, Procesos de Socialización, Consideración 19, Reglas mínimas de las Naciones 


Unidas para la administración de la justicia de menores. 


7 Cfr. Principios Generales, Consideración 3.11, Reglas de las Naciones Unidas sobre las medidas 


no privativas de la libertad. 
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En primer lugar, la cláusula general sobre la materia impone que “no se publicará 
ninguna información que pueda dar lugar a la individualización de un menor delincuente". , 
De igual forma, en segundo lugar, esta protección cobija los informes — incluidos 
los registros jurídicos y médicos—, las actas en las que constan las actuaciones 
disciplinarias, así como todos los demás documentos relacionados con la forma, el 
contenido y los datos del tratamiento?”, 


Finalmente, en tercer lugar, en cuanto al expediente, se aduce que éste será 
. . . e 2 . . 
estrictamente confidencial e inaccesible a terceros?”, salvo, precisas excepciones. 


G. PRINCIPIO DE PRIORIDAD Y AGILIDAD: 


A partir de este axioma, es obligación del Estado tramitar los procedimientos con 
la mayor celeridad y diligencia?”, Desde luego, la falta de celeridad y la negligencia de 
las autoridades judiciales en realizar una investigación juiciosa y exhaustiva, constituye 
una grave falta al deber de investigar y de ofrecer un recurso efectivo, 


201 Cfr. Primera Parte, Principios Orientadores, Consideración 8, Reglas mínimas de las Naciones 


Unidas para la administración de la justicia de menores. Tercera Parte, De la Sentencia y la 
Resolución, Consideración 21.1, Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración 
de la justicia de menores. 


e Cfr. Cuarta Parte, La Administración de los Centros de Menores, Consideración 19, Reglas de 
las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad. En igual sentido, 
la Consideración 20 afirma que el documento que ordene la reclusión de un menor en un 
centro penitenciario, tendrá igualmente el carácter de confidencial. 


Cfr. Principios Generales, Consideración 3.12, Reglas de las Naciones Unidas sobre las medidas 
no privativas de la libertad. 


. Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMAN OS, Caso de Servellón García 
y otros vs. Honduras, sentencia del 21 de septiembre de 2006, Fondo, Reparaciones y Costas, 
párr. 153-154. En el mismo sentido, Cfr. COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS, Sebastián Claus Furlan vs. Argentina, 12.539, Informe No. 111 de 2010, del 21 
de octubre de 2010. 


205 Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso de Servellón García y 
otros vs. Honduras, sentencia del 21 de septiembre de 2006, Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 153. 
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A este fin, tanto las ReGLAs DE BEijinG**écomo las REGLAS DE La HaBana?”, 


incorporan la pauta de celeridad y máxima prioridad en los asuntos en los cuales 
esté inmersa la responsabilidad penal de los adolescentes. 


H. PRINCIPIO DE PROCEDIMIENTO A FAVOR DE LOS 
ADOLESCENTES?8: 


Teniendo en cuenta que las condiciones en las cuales participa un niño en 
un proceso penal no son las mismas en las que lo hace un adulto, es necesario, en 
consecuencia, reconocer las diferencias de trato que corresponden a dichas situaciones 


entre quienes participan en un procedimiento””. 


Por ello, este postulado pretende la adopción de ciertas medidas específicas 
con el propósito de que gocen efectivamente de dichos derechos y garantías”'”. En 
esta perspectiva, las REGLAS DE BEIJING instituyen la necesidad de que el procedimiento 


NN Cfr. Tercera Parte, De la Sentencia y la Resolución, Consideración 20.1, Reglas mínimas de 
las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores. De igual manera, en la 
Consideraciones No. 10.1 y 10.2 —referentes al primer contacto del menor de edad con la 
administración de justicia— se establece que “cada vez que un menor sea detenido, la detención 


se notificara inmediatamente a sus padres o a su tutor, y cuando no sea posible dicha notificación 
inmediata, se notificará a los padres o al tutor en el más breve plazo posible” (Subrayados fuera del 


texto original). Así mismo, afirma que “el juez, funcionario y organismo competente, examinará sin 
demora la posibilidad de poner en libertad al menor” (Subrayado fuera del texto original). 


07 Cfr. Menores detenidos o en prisión preventiva, Consideración 17, Reglas de las Naciones 


Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


208 Cfr. PÉREZ MANRIQUE, Ricardo. Participación judicial de los niños, niñas y adolecentes, en 
JUSTICIA Y DERECHOS DEL NIÑO, Número 8, IBSN: 92-806-4106-9, Fondo de las 
Naciones Unidas para la Infancia, Primera Edición, Santiago de Chile, 2006. Recuperado de: 
http: / /www.unicef.cl /archivos_documento/178/Justicia/420y%20Derechos%208.pdf 
Consultado el 24 de octubre de 2013. 


Ed Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Opinión Consultiva OC- 


17/2002, de 28 de agosto de 2002, Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, párr. 96. * 


$ Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Opinión Consultiva OC- 
17/2002, de 28 de agosto de 2002, Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, párr. 97. 
En el mismo sentido, CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso 
“Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay, sentencia del dos de septiembre del 2004, 
Fondo, párr. 209. 
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favorezca los intereses de los adolescentes, en un ambiente 'de comprensión que 
211 


permita que ellos participen en el y se expresen libremente”'. 

Al respecto, se deben mencionar los siguientes criterios que refuerzan el 

mencionado principio: 

+ Los niños, niñas y adolescentes tendrán derecho a una asesoría jurídica y 
podrán solicitar asistencia gratuita. 

+ Deberá brindarse a los niños, niñas y adolescentes la oportunidad de 
efectuar un trabajo remunerado y de continuar con sus estudios o 
capacitación. 

+ Los niños, niñas y adolescentes están autorizados a recibir y conservar 


material de entretenimiento y recreo?””. 


1. PRINCIPIO DE PREVALENCIA DEL DERECHO A LA EDUCACIÓN: 


La CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS señala que, dentro de las 
medidas especiales de protección de los niños, asoma de manera acentuada el derecho 
a la educación, que favorece la posibilidad de gozar de una vida digna y contribuye a 
prevenir situaciones desfavorables para el niño y para la misma sociedad”. 


Desde luego, en lo que atañe a la prevalencia del derecho de educación, en el 
interior del proceso penal, la Consideración No. 39 de las REGLAS DE La HABANA, 
establece que “deberá autorizarse y alentarse a los menores que hayan superado la edad de 
escolaridad obligatoria y que deseen continuar sus estudios a que lo hagan, y deberá hacerse 
todo lo posible por que tengan acceso a programas de enseñanza adecuados””*, 

De igual forma, cuando el adolescente se encuentre privado de la libertad, 
estas Reglas imponen, entre otras, las siguientes condiciones: 


211 Cfr. Tercera Parte, de la Sentencia y la Resolución, Consideración 14.2, Reglas de las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


pala Cfr. Tercera Parte, Menores detenidos y en prisión preventiva, Consideración 18(a), (b) y (c), 
Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


213 Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Opinión Consultiva OC- 
17/2002, de 28 de agosto de 2002, Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, párr. 84. 


214 Cfr. Cuarta Parte, La Administración de los Centros de Menores, Consideración 39, Reglas 
mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores. 
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« Deberán aplicarse las normas nacionales e internacionales de protección 
atinentes al trabajo de los niños”'*, 

+ — Laadministración de los establecimientos deberá prestar especial atención 
a la enseñanza de los menores de origen extranjero o con necesidades 
culturales o étnicas particulares”'*, 

+ Siempre que sea posible, la enseñanza deberá impartirse fuera del 


establecimiento penitenciario””. 


+ Todo centro de detención deberá facilitar el acceso a una biblioteca?**, 


J. PRINCIPIO DE PROTECCIÓN ESPECIAL A LA RELACIÓN 
FAMILIAR: 


El derecho del niño a crecer con su familia es una de los estándares normativos 
de mayor relevancia dentro del corpus iuris atinente a la protección de sus intereses?””?, 


Al hilo de lo anterior, debe ser excepcional la separación del niño de su 
familia?” y solo, a condición de que ésta sea justificada, y acorde con el interés 
superior del mismo, se podrá presentar”, 


215 Cfr. Cuarta Parte, La Administración de los Centros de Menores, Consideración 44, Reglas 
mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores. 


216 Cfr. Cuarta Parte, La Administración de los Centros de Menores, Consideración 38, Reglas 
minimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores. 


Gdé Cfr. Cuarta Parte, La Administración de los Centros de Menores, Consideración 38, Reglas 
minimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores. 


AÑ Cfr. Cuarta Parte, La Administración de los Centros de Menores, Consideración 41, Reglas 
minimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores. 


210 Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso Fornerón e hija vs. 
Argentina, sentencia del 27 de abril de 2012, Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 119. En el 
mismo sentido, CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso de la 
Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala, sentencia del 24 de noviembre de 2009, Excepciones 


Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 195. 


md CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Opinión Consultiva OC-17/2002, 
de 28 de agosto de 2002, Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, párr. 71 a 77. 


221 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Opinión Consultiva OC- 
17/2002, de 28 de agosto de 2002, Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, párr. 73. 
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Aunado a ello, las REGLAS DE BEIJING determinan que los padres o tutores 
tendrán derecho a participar en las actuaciones y la autoridad competente podrá 
2 A su turno, las DIRECTRICES DE RIAD 
establecen, con mayor claridad, que la familia es la unidad central encargada de la 


requerir su presencia en defensa del menor 


integración social primaria del niño, por lo que el Estado y la sociedad deben tratar 


de preservar la integridad de la familia. 


K. PRINCIPIO DE INVESTIGACIÓN OFICIOSA DEL ENTORNO 
SOCIAL Y LAS CONDICIONES PERSONALES: 


La ReGLas DE BEIJING, así como las ReGLAS DE Tokio, señalan la necesidad 
de determinar las condiciones sociales y el medio en que se desarrolla la vida del 
adolescente. Además, las DIRECTRICES DE RIAD imponen obligaciones de la misma 
naturaleza, lo que se constituye en una herramienta vital para la labor de la judicatura, 
en la medida en que este conocimiento, de la mano del interés superior, serán 
esenciales a la hora de determinar, por ejemplo, el tipo de sanción a que haya lugar. 
En este sentido, se deberá tener en cuenta: 


* Aspectos psicológicos. 

* Orientación en todas las áreas: social, familiar, jurídica. 

* Objetivo del proyecto individual que el joven debe perseguir. 
* Estrategias a seguir con el adolescente. 

» Orientación sobre atención institucional??. 


L. PRINCIPIO DEL ENFOQUE COMUNITARIO: 


Numerosos instrumentos internacionales dirigen su atención a la necesidad 
de vincular el procedimiento penal de los adolescentes —y la consecución de la 
rehabilitación de estos—- con recursos y sectores especificos de la comunidad, 
situación que debe ser tenida en cuenta, necesariamente, por parte de los funcionarios 
judiciales. De esta forma, se pretende fomentar una mayor participación de la 


ta 
> 
> 


Cir. Tercera Parte, De la Sentencia y la Resolución, Consideración 15.2, Reglas de las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de libertad, 


Cfr. PARRA D., Sandra, et al. Pescadores de ilusiones: niños y jóvenes infractores de la ley penal. 
Política pública, reeducación y sistema de responsabilidad penal para adolescentes (Ley 1098/2006), 
Procuraduria General de la Nación y Fundación Antonio Restrepo Barco, Instituto de Estudios 
del Ministerio Público, Bogotá, 2007. Págs. 132-139. 
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comunidad en la gestión de la justicia penal, especialmente en lo que respecta al 
tratamiento?” 


Asi mismo, las DIRECTRICES DE RIAD afirman que se procurará la interacción y 
coordinación, con carácter multidisciplinario e interdisciplinario, de los organismos 
y servicios económicos, sociales, educativos y de salud-en el sistema de justicia, los 
organismos dedicados a los jóvenes, a la comunidad y al desarrollo y otras instituciones 


pertinentes, y deberán establecerse mecanismos apropiados a tal efecto?”, 


M. PRINCIPIO DE DOBLE PROTECCIÓN: 


Este postulado garantiza la coherencia entre dos ámbitos de protección en 
materia internacional: de una parte, aquella que se deriva de la circunstancia de 
ser niño, niña o adolescente; y de otra parte, de la condición de ser mujer. Sobre 
las garantías minimas y los derechos asignados a esta última, la jurisprudencia de la 
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS ha sentado las bases suficientes para 


ser tenida en cuenta en el ámbito de las decisiones judiciales”, 


N. PRINCIPIO DE LIMITACIÓN DEL USO DE LA FUERZA: 


Finalmente, este axioma se dirige a la prohibición de instrumentos de coerción 
y de fuerza, sin importar el fin?””. No obstante, establece como única salvedad, en 


eo Cfr. Principios Generales, Consideración 1.2, Reglas de las Naciones Unidas sobre las medidas 


no privativas de la libertad. 


Es Cfr. Investigación, Formulación de Normas y Coordinación, Consideración 33, Directrices 
de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil. 


20 Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso del Penal Miguel 
Castro vs. Perú, sentencia del 25 de noviembre de 006, Fondo, Reparaciones y Costas. En el 
mismo sentido, CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso “Campo 
Algodonero”, González y otras vs. México, sentencia del 16 de noviembre de 2009, Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas; CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS, Caso Fernández Ortega y otros vs. México, sentencia del 30 de agosto de 2010, 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas; CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS, Caso Rosendo Cantú y otra vs. México, sentencia del 31 de agosto de 2010, 


Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 


21 Cfr. Administración de los Centros de Menores, Consideración 63, Reglas de las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 
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casos excepcionales, a condición de que se hayan agotado los deriás medios de control, 
el empleo limitado de la misma, acorde con la ley”*. En todo caso, se deberá respetar 
la dignidad humana como límite infranqueable a este tipo de medidas. 


1.4.2 PRINCIPIOS ESPECÍFICOS: 


A continuación se exploran los principios específicos, esto es, aquellos 
que estan ligados de manera directa con problemáticas concretas del sistema de 
responsabilidad penal de los adolescentes. 


222 como medida 


+ Principio de excepción de privación de la libertad 
preventiva y como medida sancionatoria—. 

+ Principio de sanciones a favor del adolescente. 

+ Principio del adecuado tratamiento penitenciario. 

* * Principio de protección especial en los centros penitenciarios. 


+ Principio de indemnidad en los establecimientos penitenciarios. 


A. PRINCIPIO DE EXCEPCIÓN DE LA PRIVACIÓN DE LA 
LIBERTAD” —COMO MEDIDA PREVENTIVA Y COMO MEDIDA 
SANCIONATORIA: 


En términos generales, la CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS ha 
establecido que la detención preventiva es la medida más severa que se puede imponer, 
motivo por el cual su aplicación debe tener un carácter excepcional”*, Ahora bien, 


y Cfr. Administración de los Centros de Menores, Consideración 64, Reglas de las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


ed Sobre la crítica a esta medida: Cfr. PALUMMO LANTES, Javier M., Abandono, amparo e 
intervenciones desde la defensa social, en JUSTICIA Y DERECHOS DEL NIÑO, Número 6, 
IBSN: 92-806-3794-8, Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, Primera Edición, 
Santiago de Chile, 2005. Recuperado de: http: / /www.unicef.cl/archivos_documento/116/ 
JusticiayDerechos6.pdf. Págs. 163-164, Consultado el 2 de septiembre de 2013, 


0 Sobre este postulado: BELOFF, Mary, Responsabilidad penal juvenil y derechos humanos, en 
JUSTICIA Y DERECHOS DEL NIÑO, Número 2, IBSN: 987-9286-05-7, Fondo de las 
Naciones Unidas para la Infancia, Primera Edición, Santiago de Chile, 2000. Recuperado de: 
http: / /wsww.unicef.cl/archivos_documento/69/ Justicia/20y%20derechos%202.pdf Págs. 
85 a 87 Consultado el 24 de octubre de 2013. 


ss Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso “Instituto de Reeducación 
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de forma concreta, en caso de privación de la libertad de los adolescentes, la medida 

de la detención preventiva es más limitada aún, toda vez que, la regla general que 
debe ser aplicada, está en las medidas sustitutivas de la prisión preventiva”. 

Ahora bien, este principio, por supuesto, encuentra su consagración expresa 

en distintos instrumentos internacionales. En efecto, la CONVENCIÓN DE LOs DERECHOS 

DEL Niño señala que este tipo de medidas se utilizarán como último recurso y durante 

el periodo más breve posible. 


Además, los instrumentos internacionales en sentido concreto —Reglas de 
Beijing, Reglas de la Habana, Reglas de Tokio y Directrices de Riad — contemplan 
disposiciones que señalan claramente la excepcionalidad de la privación de la 
libertad, al postular medidas alternativas que no impliquen la vulneración extrema 
de derechos en cabeza de estos. 


Vistos los instrumentos internacionales sobre la materia, es claro que no solo 
> q 
afirman la necesidad de que la privación de la libertad sea el último recurso?*, sino 
q P > 
que, también, brinda criterios para aplicar otro tipo de sanciones menos invasivas 
de los derechos de los adolescentes, como se verá a continuación. 


B. PRINCIPIO DE SANCIONES NO PRIVATIVAS DE LA LIBERTAD?*: 


De la mano del postulado reseñado en precedencia, aparece como regla de 
alternatividad y enfoque por excelencia, al cual se ha de dirigir el sistema de sanciones, 
este apotegma. Al respecto, la CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS ha 


del Menor” vs. Paraguay, sentencia del dos de septiembre del 2004, Fondo, párr. 228; CORTE 
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso Suárez Rosero vs. Ecuador, 
sentencia del 12 de noviembre de 1997, Fondo, párr. 77. 


1 
pe] 
na 


Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso “Instituto de Reeducación 
del Menor” vs. Paraguay, sentencia del dos de septiembre del 2004, Fondo, párr, 230. 


Ea Cfr. CORREA G., Miguel Álvarez, et al. Semillas de cristal: sistema de responsabilidad penal para 
adolescentes, Ley 1098 12006, alcances y diagnósticos, Procuraduria General de la Nación, Instituto 
de Estudios del Ministerio Público, Segunda Edición, Bogota, 2008. págs. 137 a 142. 


cadá Sobre ello: Cfr. CORTÉS MORALES, Julio, Derechos humanos, derechos del niño y privación de 
libertad. Un enfoque crítico de las“penas”de los niños, Número 7 (SIN IBSN), Fondo de las Naciones 
Unidas para la Infancia, Primera Edición, Santiago de Chile, 2005. Recuperado de: http:// 
www.unicef. cl /unicef/public/archivos_documento/162/ justicia_.7.pdf Consultado el 24 
de septiembre de 2013. 
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señalado que la pauta general debe ser la aplicación de medidas sustitutivas a la 
prisión preventiva”*, 


Adicionalmente, las REGLAS DE BEIJING enuncian un listado de medidas que 
buscan ofrecer mayor flexibilidad, con el fin de evitar el confinamiento de menores 
de edad en establecimientos penitenciarios?S, De igual manera, las REGLAS DETOKIO 
establecen un listado de sanciones no privativas de la libertad, las cuales deben iS 
adoptadas teniendo en cuenta las necesidades de rehabilitación, la protección de la 
sociedad y los intereses de las víctimas?”. 


En su conjunto, las medidas Propuestas en estos dos instrumentos, son las 
siguientes: 

* — Arresto domiciliario. 

* Prestación de servicios a la comunidad. 

. Libertad condicional o vigilada. 

* Ordenes de participar en sesiones de asesoramiento colectivo y en 

actividades análogas. 

. Órdenes de prestación de servicios a la comunidad. 

* Ordenes de tratamiento intermedio y otras formas de tratamiento. 

> Ordenes en materia de atención, orientación y supervisión. 

* Régimen de prueba y vigilancia judicial. 

* Sanciones económicas, indemnizaciones y devoluciones. Igualmente, 
podrán aplicarse mandamientos de restitución a la víctima o indemni- 
zaciones. 

Sanciones verbales, como la amonestación, la represión y la advertencia. 
* Suspensión de la sentencia o condena diferida. 
* Cualquier otro régimen que no entrañe reclusión. 


A su turno, las ReGLAs DETOKIO — instrumento internacional que de manera 
A . . . . 
especifica, desarrolla este principio— enfatiza que se deberán introducir medidas 


e Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMAN OS, Caso “Instituto de Reeducación 
del Menor” vs. Paraguay, sentencia del dos de septiembre del 2004, Fondo, párr. 230. 


Cfr. Tercera Parte, De la Sentencia y la Resolución, Consideración 18.1 , Reglas mínimas de 
las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores. 


Cfr. Fase del Juicio y Sentencia, Consideración 8.1, Reglas de las Naciones Unidas sobre las 
medidas no privativas de la libertad. 


LOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES APLICABLES AL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD 
PENAL PARA ADOLESCENTES: 


no privativas de la libertad y, de esa manera, reducir la aplicación de las penas de 
238 


prisión”*, 

En este escenario se vislumbra el carácter complementario y dependiente de este 
postulado en relación con el de excepción de privación de la libertad; en efecto, 
de un lado se pregona la excepción de la privación de la libertad y, del otro lado, 
se fomenta el empleo de medidas alternativas, de forma tal que el desarrollo del 


segundo es corolario del primero. 


Adicionalmente, en aquellos casos en los cuales, de manera excepcional, se 
determine la privación de la libertad del adolescente, se deberán tener en cuenta 


los siguientes derroteros: 


* Permisos y centros de transición. 
+ Liberación con fines laborales o educativos. 
+ Distintas formas de libertad condicional??”. 


C. PRINCIPIO DEL ADECUADO TRATAMIENTO PENITENCIARIO: 


En lo que atañe a este axioma, la CONVENCIÓN AMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
establece que las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial 
la reforma y la readaptación social de los condenados. De igual manera, el Pacto 
INTERNACIONAL DE DERECHOS CiviLES Y PoLíriCOS indica, en los artículos 10.3 y 14.4, 
el derecho de todo adolescente a un tratamiento penitenciario adecuado a su edad 
y condición jurídica, dirigido a su readaptación social. 


298 Cfr. Principios Generales, Consideración 1.5, Reglas de las Naciones Unidas sobre las 
medidas no privativas de la libertad. De igual forma, se establece en la Consideración No. 
2.7 que “la utilización de medidas no privativas de la libertad será parte de un movimiento en pro de 
la despenalización y destipificación de delitos, y no estarán encaminadas a obstaculizar ni a diferir las 


iniciativas en ese sentido”. 


a Cfr. Fase Posterior a la Sentencia, Consideración 9.2, Reglas de las Naciones Unidas sobre las 
medidas no privativas de la libertad. Complementando la anterior disposición, la Consideración 
14.4 afirma al respecto que “en caso de modificación o revocación de la medida no privativa de la 
libertad, la autoridad competente intentará imponer una medida sustitutiva no privativa de la libertad 
que sea adecuada. Solo > se podrá imponer la pena de prisión cuando no haya otras medidas sustitutivas 
adecuadas (Subrayado fuera del texto original). Con lo anterior, las RecLas DETOKIO establecen 
una prioridad incluso entre distintas medidas no privativas de la libertad, siendo entonces 
siempre la última sanción a ser considerada, aquella que limite la libertad del menor de edad. 
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En esta línea de pensamiento, emergen dos elementos interdependientes: (i) 
La reintegración del niño en la sociedad; y, (ii) La proporcionalidad de la sanción. 
Desde luego, esta interrelación es evidente toda vez que si la medida tiene como 
finalidad la reintegración de niño a la sociedad, la proporcionalidad de la sanción 
debe atender directamente esta función”* y no ir más lejos de allí. 


En este sentido, el ejercicio del ius puniendi por parte del Estado debe regirse 
por el principio del interés superior del niño y, por lo mismo, el tratamiento de 
adolescentes infractores no debe estar orientado por criterios retributivos, sino 
que deberá consultar aspectos fundamentales como la prevención y el fomento de 
oportunidades para una efectiva reinserción social. Solo así, podría ser compatible 
con los estándares internacionales en materia de justicia penal juvenil”*". 


Por último, se traen a colación las RecLas DE La HaBana*“y las REGLAS DE 
Tok1o?* 


de la sanción. 


que confirman la reintegración en la sociedad, como el principal cometido 


D. PRINCIPIO DE ESPECIAL PROTECCIÓN EN LOS CENTROS 
PENITENCIARIOS: 


Naturalmente, la forma en que se trata a un detenido debe estar sujeta al 
escrutinio más estricto, habida cuenta de la especial vulnerabilidad de aquel?*, Ahora 
bien, este estándar de protección se acentúa cuando se trata de los adolescentes. 


0 Cfr, CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso Mendoza y otros 
vs, Argentina, sentencia del 14 de mayo de 2013, Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones, 
párr. 165. 


E Cfr. COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso César Alberto * 


Mendoza y otros v. Argentina, 12.651, Informe No. 172 de 20120, del dos de septiembre de 
2010, párr. 146. 


a Cfr. La Administración de los Centros de Menores, Consideración 79, Reglas de las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de libertad. En la Consideración No. 80 se 
afirma, igualmente, que “las autoridades competentes deberán crear o recurrir a servicios que ayuden 


a.los menores a reintegrarse en la sociedad y contribuyan a atenuar los perjuicios que existen contra esos 


menores” (Subrayado fuera del texto original). 
ed Cfr. Principios Generales, Consideración 1.5, Reglas de las Naciones Unidas sobre las medidas 


no privativas de la libertad. 


2d Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso Bulacio vs. Argentina, 
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PENAL PARA ADOLESCENTES: 


Al respecto, las REGLAS DE BEljING, establecen que mientras estos se encuentren 


_privados de la libertad, deberán recibir toda la protección y la asistencia —social, 


educacional, profesional, sicológica, médica y física— que requieran, de acuerdo 
con su edad, sexo y caracteristicas individuales”*. 


De forma más precisa, las ReGLAs DE La HABANA señalan el conjunto de 
condiciones especiales que los establecimientos penitenciarios deben reunir: 


+  Lapoblación de estos centros de detención deberá ser lo menor numerosa 
posible?*, 

+ El número de adolescentes deberá ser mínimo a fin de que el tratamiento 

* pueda revestir el carácter de individual””. 

+ Loscentros de detención para adolescentes deberán estar descentralizados 
y tener un tamaño que facilite el acceso de las familitas de los menores 
y su contacto con ellas?*, 

+ Los adolescentes privados de la libertad tendrán derecho a contar con 
servicios que satisfagan todas las exigencias de higiene y respeten la 
dignidad humana?” 

+ El diseño de los centros de detención para adolescentes, deberá responder 
a su finalidad, es decir, conducir a la rehabilitación”. 

* Los lugares para dormir deberán consistir, normalmente, en dormitorios 
para pequeños grupos o en dormitorios individuales”**, 


sentencia del 18 de septiembre de 2003, Fondo, reparaciones y costas, párr. 126. 
zas Cfr. Segunda Parte, Investigación y Procesamiento, Consideración 13.5, Reglas mínimas de 


las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores. 
248 Cfr. Administración de los Centros de Menores, Consideración 30, Reglas de las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 
23 Cfr. Administración de los Centros de Menores, Consideración 30, Reglas de las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


8 Cfr. Administración de los Centros de Menores, Consideración 30, Reglas de las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


E Cfr. Administración de los Centros de Menores, Consideración 31, Reglas de las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


cd Cfr. Administración de los Centros de Menores, Consideración 32, Reglas de las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


25 Cfr. Administración de los Centros de Menores, Consideración 33, Reglas de las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de libertad, 
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+ Las instalaciones sanitarias deberán ser de un nivel adecuado y estar 
situadas de modo que el adolescente pueda satisfacer sus necesidades 
físicas en la intimidad, en forma aseada y decente?”, 

+ Todos los centros de detención deberán garantizar una adecuada 
alimentación, en calidad y cantidad que satisfaga las normas mínimas 
sobre la materia?*”. 

» Todo adolescente deberá recibir atención médica adecuada, tanto 
preventiva como correctiva, incluida atención odontológica, oftalmológica 
y salud mental, así como los productos farmacéuticos y dietas especiales 


que hayan sido recetadas por un médico”*, 


E. PRINCIPIO DE INDEMNIDAD EN LOS 
ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS 


Finalmente, encontramos este postulado que señala la necesidad de separar 
a los adolecentes de los adultos en los centros de detención y que se encuentra 
desarrollado. en diversos instrumentos internacionales?**. 


Además de ello, la CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS ha vinculado, 
este apotegma, con los de indemnidad e integridad personal. En efecto, se sostiene 
que para salvaguardar los derechos de los niños, niñas y adolescentes detenidos — 
especialmente el derecho a la integridad personal — es indispensable que se les 


separe de los detenidos adultos”, 


> 
o 
re 


Administración de los Centros de Menores, Consideración 34, Reglas de las Naciones Unidas 
para la protección de los menores privados de libertad. 


e Cfr. Administración de los Centros de Menores, Consideración 37, Reglas de las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


pd Cfr. Administración de los Centros de Menores, Consideración 49, Reglas de las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 


as Cfr. CONVENCIÓN SOBRE LOs DERECHOS DEL NiÑO, CONVENCIÓN ÁMERICANA SOBRE DERECHOS 
Humanos; el Pacro INTERNACIONAL DE DERECHOS CiviLES Y PoLÍTICOS; LAS REGLAS DE BEIJING; Y, 
Las REGLAS DE La HABANA. 


os Cfr. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso Bulacio vs. Argentina, * 


sentencia del 18 de septiembre de 2003, Fondo, reparaciones y costas, párr. 136, 
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LOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES APLICABLES AL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD 


PENAL PARA ADOLESCENTES: 


En el mismo sentido la Comisión de Derechos Humanos opina que debe 


existir un régimen penitenciario separado y adecuado a la edad del adolescente, de 


forma tal que privilegie su readaptación social””. 


COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, Observación General No. 17, Derechos de los 
menores de edad (Art. 24), del siete de abril de 1989, párr. 2 [en línea]. Disponible en: http: // 
www.unhchr.ch/tbs/doc.nsf/(Symbol)/cc0f1f8c391478b7c12563ed004b35e320pendocu 
ment Consultado el 31 de agosto de 2013. 
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Principio de 
prevalencia de la 
educación de los 

niños, las niñas y 

los adolescentes 


Principio de 
bienestar de los 
niños, las niñas y 
los adolescentes. 


Principio de 
protección especial 
a la relación 
familiar de los 
niños, las niñas y 
los adolescentes. 


Principio de 
proporcionalidad 


especial 


Principio de 
investigación oficiosa 
sobre el entorno 
social y las 
condiciones 
personales de los 
niños, las niñas 
y los adolescentes 


Principio de 
discrecionalidad 

a favor de los niños, las 

las niñas y los adolescentes 


Principios 
generales: 


Principio de 
especial protección de la 
intimidad de los 
niños, las niñas y los 
adolescentes 


Principio del 


enfoque comunitario 


Principios a EnEIpIS en ii e 
derivados de los URREA mo € guia 
instrumentos pomo ads eS ra Principio de 
internacionales oras je E > Rata doble protección 
referentes a la pe Ed dra sn 
responsabilidad noes 
adolescentes. 
penal de los 
adolescentes: 


Principio de 
procedimiento a 
favor de los niños, 
las niñas y los 

adolescentes 


Principio de 
limitación del uso 
de la fuerza en 
menores de edad 


Principio del 
especial gravedad 
como pauta de 
interpretación. 


Principio de 
excepción de la 
privación de la 

libertad —como 
medida preventiva 
y como medida 
sancionatoria—. 


Principio de 
protección especial 
en los centros 
penitenciarios 


Principios 


a Principio de 
especificos: 


sanciones a favor 
del menor de edad 


Principio del 
adecuado 
tratamiento 
penitenciario 


Principio de 
indemnidad en los 


establecimientos 
penitenciarios 


LOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES APLICABLES AL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD 
PENAL PARA ADOLESCENTES: 


Actividades pedagógicas 


1. La Corte Constitucional, en sentencia C-SU-846 de 2000, afirmó que: 


“La función de los jueces, en el marco de un Estado Social de Derecho, 
tal como está definido el Estado Colombiano en el artículo primero de 
la Constitución es, precisamente, materializar en sus decisiones, los 
principios y fines del Estado, entre los que se encuentra no solo el 
mantenimiento de un orden justo sino la efectividad de los derechos de 
todas y cada una de las personas que habitan el territorio colombiano, 
artículo 2"258 (Subrayado fuera del texto original). 


En relación con el sistema de responsabilidad penal para adolescentes: 
¿Cuáles son, desde su opinión, los escenarios a través de los cuales se 
materializa este enfoque constitucional? 


2. Explique qué significa el principio pro infans. ¿Por qué es importante 
este principio en el Sistema de responsabilidad penal de los adolescentes? 


3. ¿Por qué es necesario utilizar instrumentos internacionales en 
decisiones atinentes a la responsabilidad penal de los adolescentes? 
Fundamente su respuesta en decisiones de la Corte Constitucional. 


4. ¿Qué importancia tienen los instrumentos internacionales en relación 
con el sistema de responsabilidad penal de adolescentes?; ¿No es 
suficiente la normativa interna para regular las actuaciones judiciales 
en este frente? 


5. ¿Cuáles son los instrumentos internacionales más importantes 
referentes al sistema de responsabilidad penal para adolescentes? 


6. Según la clasificación propuesta, ¿Qué se entiende por instrumentos 
internacionales en sentido amplio, en sentido estricto y en sentido 
concreto? ¿Por qué esta clasificación es importante de cara a la 
utilización de dichos instrumentos en las decisiones judiciales? 


239 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia SU-846 de 2000, seis de julio de 2000, M.P.: 


Alfredo Beltrán Sierra, Referencia: Expediente T-281861 y T-288090. 
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Autoevaluación 


1. Juan, menor de edad, condenado a pena privativa de la libertad por 
la comisión de un homicidio en concurso material heterogéneo con 
hurto agravado mediante violencia, se encuentra cumpliendo la pena 
en el establecimiento penitenciario “Nueva Esperanza”. Con ocasión 
de algunas pruebas de ingreso presentadas dentro del establecimiento, 
Juan es aceptado en una universidad privada de reconocida calidad. 


Los padres de Juan acuden a su despacho de cara a que otorgue 
libertad, toda vez que ellos se comprometen a pagar los costos que la 
universidad ocasionaría. 


Juan le manifiesta su completa intención y deseo de iniciar estudios 
y 
profesionales, asegurándole ser “la única forma para salir adelante”. 


Se pregunta: 
a. ¿Qué principios podrían utilizarse en la decisión que usted debe tomar? 


b. ¿Qué instrumentos internacionales y decisiones de los órganos 
de control y judiciales pertinentes, que desarrollan estos principios, 
utilizaría en la decisión? 


c. ¿Cómo vincularía esos instrumentos y demás fuentes en la decisión? 
¿Qué decisión tomaría en el presente caso y por qué? 


2. Pupo, incumple la medida impuesta y abandona su domicilio sin 
autorización del juez correspondiente. El incumplimiento se dio por una 
sola vez y sin mediar circunstancia justificante. 


Usted debe decidir si mantiene la medida, la modifica por otra de distinta 
naturaleza o por el contrario, la revoca, imponiéndole correlativamente 
medida privativa de la libertad. 


Se pregunta: 
a. ¿Qué principios podrían utilizarse en la decisión que usted debe tomar? 


b. ¿Qué instrumentos internacionales y decisiones de los órganos 
de control y judiciales pertinentes, que desarrollan estos principios, 
utilizaría en la decisión? 


C. ¿Cómo vincularía esos instrumentos y demás fuentes en la decisión? 


d. ¿Qué decisión tomaría en el presente caso y por qué? 


Unoao ) 


EL PROCEDIMIENTO PARA VINCULAR LOS 


INSTRUMENTOS AL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD 


PENAL PARA ADOLESCENTES 


Objetivo general 


Identificar cuál es el procedimiento para vincular los instrumentos 
internacionales al sistema de responsabilidad penal para adolescentes. 


Objetivos específicos 


+ — Explicar el concepto de bloque de constitucionalidad stricto y lato 
sensu. 
+ — Establecer porqué debe utilizarse el bloque de constitucionalidad. 


+ — Determinar para qué debe utilizarse el bloque de constitucionalidad. 


+ Señalar cómo debe utilizarse el bloque de constitucionalidad. 
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2.1. INTRODUCCIÓN: 


Una vez analizados los distintos instrumentos internacionales y, con ellos, 
los principios que de los mismos se derivan, es menester dirigir la atención al 
procedimiento para vincular tales referentes al ordenamiento jurídico patrio. 


Por supuesto, este procedimiento servirá para que los funcionarios judiciales 
cuenten con las herramientas constitucionales que permitan la aplicación coherente 
de este cuerpo jurídico internacional en los casos concretos. 


Ahora bien, este punto de partida adquiere mayor relevancia, toda vez que, 
en materia de responsabilidad penal para adolescentes —como lo ha señalado el 
Tribunal Constitucional'—, el corpus ¡uris internacional se erige en un referente de 
obligatoria aplicación?, máxime que la Constitución Política no se ocupa, ni expresa 
ni tácitamente, de este sistema de responsabilidad*, 


La pregunta que surge es, entonces, ¿cómo enlazar el marco internacional 
con el ámbito nacional? En esta materia, la doctrina nacional*ha entendido que, 
materialmente tales disposiciones pueden tener el mismo valor que la propia 
Constitución Política —o más precisamente, ser parámetros de constitucionalidad—, 


“Son los propios instrumentos Internacionales los que reconocen la legitimidad de los procesos de 
indole penal adelantados por el Estado contra los menores infractores, estableciendo, eso sí, como fin 
primordial, la rehabilitación y educación del individuo que ha infringido la Ley”. Cfr. CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-839 de 2001, nueve de agosto de 2001, M.P.: Marco 
Gerardo Monroy Cabra, Referencia: Expediente D- 3387, 


1 


En efecto: “Dichos parámetros han de obrar, a la vez, como criterios obligatorios de interpretación de las 
normas infraconstitucionales vigentes en nuestro pais”. Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia 
C-203 de 2005, ocho de marzo de 2005, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa, Referencia: 
Expediente D- 5366. 


a Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-839 de 2001, nueve de agosto de 2001, 
M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, Referencia: Expediente D- 3387. 


E Cfr. UPRIMMY, Rodrigo, “Bloque de Constitucionalidad, Derechos Humanos y nuevo 
procedimiento penal”, [en línea]. Disponible en: http://www. dejusticia.org/index. 
php?modo=internaéitema=estado_de_derecho8cpublicacion=73 Consultado el 31 de 
agosto de 2013, En el mismo sentido, UPRIMMY, Rodrigo, “El bloque de Constitucionalidad 
en Colombia: un análisis jurisprudencial y un ensayo de sistematización doctrinal”, [en 
línea]. Disponible en: http: / / www. conatrib.org.mx /html/Paneles/Paneles/Panell_ 
BloqueConstitucionalidadColombiaAnalisisJurisprudencial_RodrigoUprimny. pdf Consultado 
el 31 de agosto de 2013, 


IMIENTO PARA VINCULAR LOS INSTRUMENTOS AL SISTEMA DE 
E RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES 


con lo cual el bloque de constitucionalidad posibilita la aplicación de normas que 


materialmente tienen valor constitucional. 


i itucionali imiento idóneo 

En consecuencia, es el bloque de constitucionalidad el procedimi O : 
para la aplicación de los diferentes instrumentos internacionales que, si bien no están 
contemplados directamente en el ordenamiento jurídico, ostentan materialmente 


valor constitucional. 


Con razón, el bloque de constitucionalidad constituye una metodología a través 
de la cual los funcionarios judiciales al estar sometidos al imperio de la Constitución, 
deben de tener en cuenta el conjunto de normas que integran el bloque, no solo 
para determinar el alcance de las garantías, sino, además, para proteger .9S estechios 
fundamentales que es, desde luego, una de sus funciones más importantes”, máxime 


en el ámbito del derecho penal. 


Esta lectura implica, a la luz de la doctrina, la obligación de interpretar los 
alcances del proceso penal a partir de las garantías fundamentales previstas no solo 
en la Constitución, sino también los tratados de derechos humanos, con lo cual no 
solo se constitucionaliza el procedimiento penal, sino que obliga a analizarlo desde 
la perspectiva de los derechos humanos/, 


CONSTITUCIÓN POLÍTICA: 
Normas que, formalmente, tienen valor 
constitucional. 

Aquellas que son expresamente mencio- 
nadas por el articulado constitucional. 


A través del bloque de constitucionalidad, 
se amplían las normas con valor o 
jerarquía constitucional: 


INSTRUMENTOS 
INTERNACIONALES: 
Normas que, materialmente, tienen valor 

constitucional. 

Aquellas que, si bien no son expresa- 
mente mencionadas por el articulado 
constitucional, tienen fuerza constitucio- 
nal por disposición directa de la Consti- 

a : E tución Política. 
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2.2. BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD. A PROPÓSITO LA * 


JURISPRUDENCIA: 


En orden a delinear el presente acápite, se tendrán en cuenta los siguientes 
puntos: (i) Noción del bloque de constitucionalidad; (ii) El artículo 93 de la Carta 
Política y (iii) El bloque de constitucionalidad stricto y lato sensu. 


() Noción del bloque de constitucionalidad: 


La recepción del bloque de constitucionalidad en nuestro ordenamiento 
jurídico, ha pasado por diversas fases, a saber”: 


En sus inicios, la jurisprudencia de la CorTE CONSTITUCIONAL trató tácitamente 
esta categoría jurídica". Con posterioridad, a partir de 1995, se introdujo con mayor 
precisión en el lenguaje constitucional”. Sin embargo, el mayor desarrollo se ha 
experimentado desde el año 2001, momento a partir del cual la jurisprudencia de 
la Corte CONSTITUCIONAL ha hilado un discurso —si se quiere más pacifico— en 
atención a los presupuestos y fines de esta figura constitucional. 


Así, pues, sin pretender adentrarnos, por lo pronto, en los pormenores 
del bloque de constitucionalidad, este se puede definir como el conjunto de 
normas y principios que, sin aparecer formalmente en texto constitucional, son 
utilizados directamente como normas superiores o como parámetros de control de 


Cfr. UPRIMMY, Rodrigo, “Bloque de Constitucionalidad, Derechos Humanos y nuevo 
procedimiento penal”, [en línea]. Disponible en: http:/ /www.dejusticia.org/index. 
php?modo=internasctema=estado_de_derecho8ipublicacion=73 Consultado el 31 de agosto 
de 2013. De igual forma, Cfr., ARANGO OLAYA, Mónica, “El bloque de constitucionalidad en 
la jurisprudencia de la Corte Constitucional Colombiana”, [en línea]. Disponible en: http: / /proesa. 
org,co/revistas/index.php/precedente/article/download/ 1406/1805 Consultado el 31 de 
agosto de 2013. : 


“Los valores y principios incluidos en el texto constitucional cumplen la función de asegurar la permanencia 

y obligatoriedad del contenido material de la Constitución. Aqui se refleja la voluntad constituyente de 
hacer obligatorio el respeto de principios considerados como universales e inherentes a la persona, cuya 
obligatoriedad va más allá de las contingencias propias del ordenamiento jurídico nacional” CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-574 de 1992, 28 de octubre de 1992, M.P.: Ciro Angarita 
Barón, Referencia: Radicación AC -Tl -06. 


, Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-225 de 1995, 18 de mayo de 1995, M.P.: 
Alejandro Martínez Caballero, Referencia: Expediente L.A.T.-040. 
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constitucionalidad de las leyes'”, por cuanto han sido normativamente integrados a 
la Constitución, por diversas vías y por mandato de la Carta”. 


Aunado a lo anterior, se pueden trazar como funciones de esta figura 
constitucional, las siguientes'”: 


A. Regla de interpretación. 

B. Regla de integración de la normatividad cuando no exista dispositivo 
legal directamente aplicable al caso. 

C. Regla de orientación de las funciones del funcionario jurídico. 

D. Regla de limitación de la validez de las regulaciones subordinadas. 


1 Sobre el uso de instrumentos internacionales como parámetro de control sobre la 
constitucionalidad de la normativa interna, aplicable a la responsabilidad penal de los 
adolecentes. Cfr. GEISSE GRAEPP, Francisco, ECHEVERRÍA RAMIREZ, Germán, Bases y 
limites para la responsabilidad penal de los adolescentes, en REVISTA DE DERECHO VALDIVIA 
[online], Volumen 14, ISBN: 0718-0950, Universidad Austral de Chile, Valdivia, Chile, 2003. 
Recuperado de: http: / /mingaonline.uach.cl/pdf/revider/v14/art06.pdf Págs. 107-111 
Consultado el 24 de octubre de 2013. 


1 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-225 de 1995, 18 de mayo de 1995, M.P:: 
Alejandro Martínez Caballero, Referencia: Expediente L.A.T.-040. En el mismo sentido, Cfr. 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-578 de 1995, cuatro de diciembre de 1995, M.P.: 
Eduardo Cifuentes Muñoz, Referencia: Expediente D-958; CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia C-327 de 1997, diez de julio de 1997, M.P.: Fabio Morón Díaz, Referencia: 
Expediente D-1527; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-358 de 1997, cinco de 
agosto de 1997, M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz, Referencia: Expediente D-1445; CORTE 
CONSTITUCIONAL, SentenciaT-1211 de 2000, 18 de septiembre de 2000, M.P.: Alejandro 
Martínez Caballero, Referencia: Expediente T-280078; CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia C-177 de 2001, catorce de febrero de 2001, M.P.: Fabio Morón Díaz, Referencia: 
Expediente D-3120; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-067 de 2003, cuatro de 
febrero de 2003, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, Referencia: Expediente D-4111; 
CORTE CONSTITUCIONAL, C-962 de 2003, 21 de octubre de 2003, M.P.: Alfredo Beltrán 
Sierra, Referencia: Expediente LAT-234; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1188 
de 2005, 22 de noviembre de 2005, M.P.: Alfredo Beltrán Sierra, Referencia: Expediente 
D-5796; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-028 de 2006, 26 de enero de 2006, 
M:P.: Humberto Antonio Sierra Porto, Referencia: Expediente D-5768. De igual forma, 
Cfr., ARANGO OLAYA, Mónica, “El bloque de constitucionalidad en la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional Colombiana”, [en línea]. Disponible en: http: / /proesa.org.co/revistas/index. 
php /precedente/article/download/ 1406/1805 Consultado el 31 de agosto de 2013. 


E Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-067 de 2003, cuatro de febrero de 2003, 
M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, Referencia: Expediente D-4111. 
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Ahora bien, mirado el asunto de cara a los instrumentos internacionales 
sujetados a través del bloque de constitucionalidad, es consecuente afirmar que, 
por virtud de su naturaleza supra legal, se convierten en ejes y factores de unidad y 
cohesión de la sociedad'*. 


De esta forma, el ejecutor de la norma y su intérprete, están compelidos a 
seguir los lineamentos del bloque de constitucionalidad, como quiera que allí reside 
la validez jurídica de sus actuaciones'*. Por lo mismo, la primigenia tarea de los 
funcionarios judiciales es la de identificar las normas e instrumentos internacionales 
aplicables por virtud del bloque de constitucionalidad y, seguidamente, vincular 
adecuadamente tales preceptos en las decisiones de los casos concretos. 


Por virtud de su naturaleza supralegal, 


algunos instrumentos internacionales 
se edifican en ejes y factores de únidad 
y cohesión de la sociedad. 


Estos instrumentos internacionales 
—atraidos por el bloque de constitucio- 
- nalidad— obligan a que toda la legisla- 

ción interna se ajuste a su contenido. 


Importancia del 
BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD 


El ejecutor de la norma y su intérprete, 

están compelidos a seguir los lineamentos 
del bloque de constitucionalidad, 

comoquiera que allí reside la validez 


jurídica de sus actuaciones. 


1 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-067 de 2003, cuatro de febrero de 2003, 
M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, Referencia: Expediente D-4111. En el mismo sentido, 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-531 de 1993, once de noviembre de 1993, M.P.: 
Eduardo Cifuentes Muñoz, Referencia: Expediente D-258. 


LS Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-067 de 2003, cuatro de febrero de 2003, 
M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, Referencia: Expediente D-4111. 
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(ii) El artículo 93 de la Carta Política: 


Sobre el particular, es evidente que el bloque de constitucionalidad se 
fundamenta en el artículo 93 de la Constitución Política, el cual establece: 


“ARTÍCULO 93.Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, 
que reconocen los derechos humanos y que prohiben su limitación en los estados de excepción, 


prevalecen en el orden interno. 


Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con 


los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia”. 


La hermenéutica de la Corre CONSTITUCIONAL, en relación con el citado 
artículo, concretamente en lo que respecta a sus dos primeros incisos, ha señalado la 
relación diferenciada entre los mismos'*. En efecto, de un lado, —frente al primer 
inciso—se dice que permite incorporar ciertos derechos y principios al bloque de 
constitucionalidad, incluso cuando estos no han sido reconocidos por el articulado 
constitucional, pero para ello se requiere que sean derechos no sujetos a limitación 
en estados de excepción'*. 


De otro lado, en relación con el inciso segundo, se le asigna una finalidad 
distinta, en el entendido de que complementa el contenido de un derecho que está 
consagrado en la Carta Fundamental, toda vez que ese derecho debe ser interpretado 
de conformidad con los tratados ratificados por Colombia”. 


Con base en, se ha entendido'* que el artículo 93 encuadra dos formas de 


“aplicación: 
Pp 


E Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-1319 de 2001, siete de diciembre de 2001, 
M.P. (E): Rodrigo Uprimny Yepes, Referencia: Expediente T- 357702. 


16 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-1319 de 2001, siete de diciembre de 2001, 
M.P. (E): Rodrigo UprimnyYepes, Referencia: Expediente T- 357702. Asi, este artículo 93-1 
superior adquiere entonces una verdadera eficacia cuando se trata de derechos o principios 
que no aparecen expresamente en el articulado constitucional, pero que se refieren a derechos 
intangibles incorporados en tratados ratificados por Colombia. 


Y Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-1319 de 2001, siete de diciembre de 2001, 
M.P. (E): Rodrigo Uprimny Yepes, Referencia: Expediente T- 357702. : 


3 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia SU-058 de 2003, 30 de enero de 2003, M.P: 
Eduardo Montealegre Lynett, Referencia: Expediente T-509109, 
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En primer lugar, permite la inclusión de nuevos derechos no contemplados 
directamente en el Texto Superior —siempre que sean de aquellos no susceptibles de 
limitación en estados de excepción— a través de la aplicación directa del instrumento 
internacional”; y, en segundo lugar, posibilita la interpretación y ampliación de 
derechos formalmente constitucionales, a través de la inclusión de instrumentos 
internacionales que lo regulen, por medio de lo que la jurisprudencia constitucional 
ha llamado como incorporación vía interpretación”. 


a En este sentido, CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-295 de 1993, 29 de julio de 1993, 
M.P.: Carlos Gaviria Díaz, Referencia: Expediente D-210; CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia C-225 de 1995, 18 de mayo de 1995, M.P.: Alejandro Martínez Caballero, 
Referencia: Expediente L.A.T.-040; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-578 de 
1995, cuatro de diciembre de 1995, M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz, Referencia: Expediente 
D-958; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-327 de 1997, diez de julio de 1997, M.P.: 
Fabio Morón Diaz, Referencia: Expediente D-1527; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia 
C-582 de 1999, once de agosto de 1999, M.P:: Alejandro Martínez Caballero, Referencia: 
Expediente D-2308; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-1211 de 2000, 18 de 
septiembre de 2000, M.P.: Alejandro Martínez Caballero, Referencia: Expediente T-280078; 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1490 de 2000, dos de noviembre de 2000, M.P.: 
Fabio Morón Diaz, Referencia: Expediente D-2987; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia 
C-177 de 2001, catorce de febrero de 2001, M.P.: Fabio Morón Diaz, Referencia: Expediente 
D-3120; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-774 de 2001, 25 de julio de 2001, 
M.P.: Rodrigo Escobar Gil, Referencia: Expediente D-3271; CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia C-200 de 2002, 19 de marzo de 2002, M.P.: Álvaro Tafur Galvis, Referencia: 
Expediente D-3690; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-820 de 2005 , nueve de 
agosto de 2005, M.P.: Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: Expediente D-5591; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1001 de 2005, tres de octubre de 2005 , M.P.: Álvaro 
Tafur Galvis, Referencia: Expediente D-5582. 


La CorTE CONSTITUCIONAL ha reconocido —Een el artículo 93, inciso segundo— una forma de 
incorporación vía interpretación: “en que ha de : fundirse la norma nacional con la internacional y 
acogerse la interpretación que las autoridades competentes hacen de las normas internacionales e integrar 
dicha interpretación al ejercicio hermenéutico de la Corte”. Cfr. CORTE CON STITUCIONAL, 

Sentencia T-1319 de 2001, siete de diciembre de 2001, M.P. (E): Rodrigo Uprimny Yepes, 
Referencia: Expediente T- 357702. En el mismo sentido, CORTE CONSTITUCIONAL, 

Sentencia SU-058 de 2003, 30 de enero de 2003, M.P.: Eduardo Montealegre Lynett, 

Referencia: Expediente T-509109; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-067 de 
2003, cuatro de febrero de 2003, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, Referencia: 
Expediente D-4111; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-666 de 2004, nueve de 
julio de 2004, M.P. (E): Rodrigo UprimnyYepes, Referencia: Expediente T-867202; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-148 de 2005, 22 de febrero de 2005, M.P.: Álvaro Tafur 
Galvis, Referencia: Expediente D-5328; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-568 de. 
1999, diez de agosto de 1999, M.P.: Carlos Gaviria Díaz, Referencia: Expediente T-206360. 
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* Primer Inciso: d Segundo Inciso: 


Permite incorporar ciertos B +: Complementa el contenido de + 
derechos y principios al bloque un derecho que está consagra- 
de constitucionalidad, incluso - do en la Carta Fundamental; 

: cuando estos no han sido : ese derecho debe ser interpre- 
reconocidos por el articulado * tado, de conformidad con los 
constitucional, pero para ello... .: ¿tratados ratificados por 
se requiere que sean derechos Colombia: incorporación vía 
no limitables en estados de interpretación. - 

. excepción. 
Artículo 93 de la Constitución 
Política 
BLOQUE DE CONSTITU- 
CIONALIDAD 
(iii) El bloque de constitucionalidad stricto sensu y lato sensu: 


¿El bloque de constitucionalidad contiene normas de rango constitucional o 
normas que sirven como parámetro de constitucionalidad? 


Al respecto, la CorTE CONSTITUCIONAL delineó el bloque de constitucionalidad 
en dos sentidos”: stricto sensu y lato sensu. Del primero, hacen parte las reglas 
y principios que, sin figurar expresamente en la Carta Política, tienen rango 
constitucional; se trata de verdaderas normas situadas en el nivel constitucional”. 
El segundo, representa parámetros de constitucionalidad que permiten controlar la 
constitucionalidad de las leyes y de las normas de inferior jerarquía”, por lo que si 


+ bien no tienen rango constitucional, sí constituyen mandatos que deben ser acatados 


por las leyes”*. 


21 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-582 de 1999, once de agosto de 1999, M.P.: 
Alejandro Martínez Caballero, Referencia: Expediente D-2308. 


ta 
EN 


Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-225 de 1995, 18 de mayo de 1995, M.P.: 
Alejandro Martínez Caballero, Referencia: Expediente L.A.T.-040. En el mismo sentido, Cfr. 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-820 de 2005, nueve de agosto de 2005, M.P.: 
Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: Expediente D-5591. 


a Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-228 de 2009, 30 de marzo de 2009, M.P: 
Humberto Antonio Sierra Porto, Referencia: Expediente D-7295. 


de Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-658 de 1997, tres de diciembre de 1997, M.P.: 
Vladimiro Naranjo Mesa, Referencia: Expediente D-1720. En el mismo sentido, Cfr, CORTE 
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En esta línea de argumentación, las normas que pertenecen al bloque de 

constitucionalidad lato sensu se caracterizan por tres elementos: 

+ Son parámetros para efectuar el control de constitucionalidad. 

* Tienen un rango normativo superior a las leyes ordinarias, sin tener 
naturaleza constitucional; es decir, poseen una jerarquía intermedia entre 
la Constitución y la ley ordinaria. 

* Forman parte del bloque de constitucionalidad gracias a una remisión 
expresa efectuada por alguna disposición constitucional expresa”. 


CONSTITUCIONAL, Sentencia C-592 de 2005, nueve de junio de 2005, M.P.: Álvaro Tafur 
Galvis, Referencia: Expediente D-5412; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-148 
de 2005, 22 de febrero de 2005, M.P.: Álvaro Tafur Galvis, Referencia: Expediente D-5328; 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-149 de 2004, 19 de febrero de 2004, M.P.: Marco 
Gerardo Monroy Cabra, Referencia: Expediente D-4751; CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia C-067 de 2003, cuatro de febrero de 2003, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, 
Referencia: Expediente D-4111; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-774 de 2001, 
25 de julio de 2001, M.P.: Rodrigo Escobar Gil, Referencia: Expediente D-3271; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1490 de 2000, dos de noviembre de 2000, M.P.: Fabio 
Morón Diaz, Referencia: Expediente D-2987, 


2 Entre la jurisprudencia que ha confirmado estas tres características, Cfr. CORTE CONSTITU- 
CIONAL, Sentencia C-191 de 1998, seis de mayo de 1998, M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz, 
Referencia; Expediente D-1868; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-708 de 1999, 
22 de septiembre de 1999, M.P.: Álvaro Tafur Galvis, Referencia: Expediente D-2329. 
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Bloque de constitucionalidad 
stricto sensu: 


Reglas y principios que, sin 

figurar expresamente en la 

Carta Política, tienen rango 
constitucional. 


Principios y normas que han sido 
normativamente integrados a la 
Constitución por diversas vías y 

por mandato expreso de la Carta 

Superior. 


Son verdaderos principios y 
reglas de valor constitucional, 
esto es, normas situadas en el 

nivel constitucional. 


SU APLICACIÓN ES DIRECTA, AL 
TRATARSE DE NORMAS CON 
JERARQUÍA CONSTITUCIONAL 


Bloque de constitucionalidad 
lato sensu: 


Normas e instrumentos que sirven 
como parámetro para llevar a cabo el 


control de constitucionalidad. 


Aunque no tengan rango constitucio- 
nal, configuran parámetros para 
examinar la validez constitucional de 
las normas sujetas a control. 


SU APLICACIÓN ES INDIRECTA, AL 
TRATARSE DE PARÁMETROS DE 
INTERPRETACIÓN O CRITERIOS 

HERMENÉUTICOS. 
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JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL REFERENTE AL BLOQUE DE 
CONSTITUCIONALIDAD: 
1992-2013 (acosTo) 


| 1992 (02): 
Sentencia C-574 de 1992, 28 de octubre 
de 1992, Magistrado Ponente: Ciro 
Angarita Barón, Referencia: Radicación 
AC -TI -06. 

Sentencia T-418/92B de 1992, 19 de 
junio de 1992, Magistrados Ponentes: 
Jaime Sanin Greiffenstein y Ciro Angarita 
Barón, Referencia: Radicación D-398. 


1993 (02): 
Sentencia C-295 de 1993, 29 de julio de 1993, 
Magistrado Ponente: Carlos Gaviria Díaz, 
Referencia: Expediente D-210. 
Sentencia C-337 de 1993, 19 de agosto de 1993, 
Magistrado Ponente: Vladimiro Naranjo Mesa, 
Referencia: Expediente D296. 


| 1994 (01): 
Sentencia C-179 de 1994, trece de abril 
de 1994, Magistrado Ponente: Carlos 
Gaviria Díaz, Referencia: Expediente 
P.E.002. 


1996 (01): 

Sentencia C-135 de 1996, nueve de abril 
de 1996, Magistrados Ponentes: Eduardo 
Cifuentes Muñoz y Alejandro Martínez 


1995 (02): 
Sentencia C-225 de 1995, 18 de mayo de 1995, 
Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero, 
Referencia: Expediente L.A.T.-040. 

Sentencia C-578 de 1995, cuatro de diciembre de 
1995, Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes 
Muñoz, Referencia: Expediente D-958. 


1997 (04): 
Sentencia C-251 de 1997, c28 de mayo de 1997, 
Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero, 
Referencia: Expediente L.A.T.-091. 
Sentencia C-327 de 1997, diez de julio de 1997, 
Magistrado Ponente: Fabio Morón Díaz, Referencia: 
Expediente D-1527. 
Sentencia C-358 de 1997, cinco de agosto de 1997, 
Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz, 
Referencia: Expediente D-1445. 
Sentencia C-658 de 1997, tres de diciembre de 
1997, Magistrado Ponente: Vladimiro Naranjo 
Mesa, Referencia: Expediente D-1720. 


Caballero, Referencia: Expediente 
R.E.078. 

| 1998 (02): 
Sentencia C-191 de 1998, seis de 


mayo de 1998, Magistrado Ponente: 
Eduardo Cifuentes Muñoz, Referencia: 
Expediente D-1868. 

Sentencia T-153 de 1998, 28 de 
abril de 1998, Magistrado Ponente: 
Eduardo Cifuentes Muñoz, Referencia: 
Expedientes 137001 y 143950. 


L 


1999 (06): 

Sentencia C-1022 de 1999, 16 de diciembre de 
1999, Magistrado Ponente: Alejandro Martínez 
Caballero, Referencia: Expediente L.A.T.-163. 
Sentencia C-582 de 1999, once de agosto de 1999, 
Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero, 
Referencia: Expediente D-2308. 

Sentencia C-708 de 1999, 22 de septiembre de 
1999, Magistrado Ponente: Álvaro Tafur Galvis, 
Referencia: Expediente D-2329, 
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Sentencia SU-256 de 1999, 21 de abril de 1999, 
Magistrado Ponente: José Gregorio Hernández 
Galindo, Referencia: Expediente T-187399, 
Sentencia T-260 de 1999, 22 de abril de 1999, 
Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz, 
Referencia: Expediente T-188319. 

Sentencia T-568 de 1999, diez de agosto de 
1999, Magistrado Ponente: Carlos Gaviria Díaz, 
Referencia: Expediente T-206360. 


Sentencia C-1490 de 2000, dos de 
noviembre de 2000, Magistrado 
Ponente: Fabio Morón Díaz, Referencia: 
Expediente D-2987. 

Sentencia C-1491 de 2000, dos de 
noviembre de 2000, Magistrado 
Ponente: Fabio Morón Díaz, Referencia: 
Expediente D-3012. 

Sentencia T-1211 de 2000, 18 de 
septiembre de 2000, Magistrado 
Ponente: Alejandro Martínez Caballero, 
Referencia: Expediente T-280078. 
Sentencia, C-567 de 2000, siete de mayo 
de 2000, Magistrado Ponente: Alfredo 
Beltrán Sierra, Referencia: Expedientes 
D-2664 y D-2665. 
Sentencia, T-256 de 2000, seis de 
marzo de 2000, Magistrado Ponente: 
José Gregorio Hernández Galindo, 
Referencia: Expediente T-259277. 


2000 (05): e 


2001 (08): 

Sentencia C-053 de 2001, 24 de enero de 2001, 
Magistrado Ponente (E): Cristina Pardo Schlesinger, 
Referencia: Expediente D-3099. 

Sentencia C-177 de 2001, catorce de febrero de 
2001, Magistrado Ponente: Fabio Morón Díaz, 
Referencia: Expediente D-3120. 

Sentencia C-774 de 2001, 25 de julio de 2001, 
Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil, 
Referencia: Expediente D-3271. 

Sentencia T-1303 de 2001, seis de diciembre de 
2001, Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy 
Cabra, Referencia: Expediente T-475274. 

Sentencia T-1319 de 2001, siete de diciembre de 
2001, Magistrado Ponente (E): Rodrigo Uprimny 
Yepes, Referencia: Expediente T- 357702. 
Sentencia T-327 de 2001, 26 de marzo de 2001, 
Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy 
Cabra, Referencia: Expediente 1-366589. 

Sentencia T-606 de 2001, siete de junio de 2001, 
Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy 
Cabra, Referencia: Expediente T-402991. 
Sentencia, C-505 de 2001, 16 de mayo de 2001, 
Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy 
Cabra, Referencia: Expedientes D-3222. 


2002 (07): 
Sentencia C-1068 de 2002, tres de 
diciembre de 2002, Magistrado Ponente: 
Jaime Araújo Rentería, Referencia: 
Expediente D-4078. 


| 


= 


2003 (06): 
Sentencia C-067 de 2003, cuatro de febrero de 
2003, Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy 
Cabra, Referencia: Expediente D-4111. | 
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Sentencia C-1076 de 2002, cinco de 
diciembre de 2002, Magistrada Ponente: 
Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: 
Expediente D-3954 y D-3955. 
Sentencia C-317 de 2002, dos de mayo 
de 2002, Magistrada Ponente: Clara 
Inés Vargas Hernández, Referencia: 
Expediente D-3744. 

Sentencia C-580 de 2002, 31 de julio de 
de 2002, Magistrado Ponente: Rodrigo 
Escobar Gil, Referencia: Expediente 
L.A.T.-218. 

Sentencia C-802 de 2002, dos de 
octubre de 2002, Magistrado Ponente: 
Jaime Córdoba Triviño, Referencia: 
Expediente R. E-116. 

Sentencia T-048 de 2002, 19 de marzo de 
2002, Magistrado Ponente: Álvaro Tafur 
Galvis, Referencia: Expediente D-3690, 
Sentencia T-048 de 2002, 31 de enero 
de 2002, Magistrado Ponente: Álvaro 
Tafur Galvis, Referencia: Expediente 
'T-506704. 


Sentencia C-962 de 2003, 21 de octubre de 2003, 
Magistrado Ponente: Alfredo Beltrán Sierra, 
Referencia: Expediente L.A.T.-234. 

Sentencia SU-058 de 2003, 30 de enero de 2003, 
Magistrado Ponente: Eduardo Montealegre Lynett, 
Referencia: Expediente T-509109. 

Sentencia T-419 de 2003, 22 de mayo de 2003, 
Magistrado Ponente: Alfredo Beltrán Sierra, 
Referencia: Expediente T-696168 y T696652. 
Sentencia T-602 de 2003, 23 de julio de 2003, 
Magistrado Ponente: Jaime Araújo Rentería, 
Referencia: Expediente T-698846. 

Sentencia T-786 de 2003, once de septiembre de 
2003, Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy 
Cabra, Referencia: Expediente T-731131. 


2004 (10): 

Sentencia C-038 de 2004, 27 de enero 
de 2004, Magistrado Ponente: Eduardo 
Montealegre Lynett, Referencia: 
Expediente D-4661. 

Sentencia C-1056 de 2004, 28 de 
octubre de 2004, Magistrada Ponente: 
Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: 
Expediente P.E. 017, 

Sentencia C-129 de 2004, 19 de febrero 
de 2004, Magistrado Ponente: Marco 
Gerardo Monroy Cabra, Referencia: 
Expediente D-4751. 

Sentencia C-988 de 2004, doce de 
octubre de 2004, Magistrado Ponente: 
Humberto Antonio Sierra Porto, 
Referencia: Expediente D-4884. 


2005 (16): 
Sentencia C-035 de 2005, 25 de enero de 2005, 
Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil, 
Referencia: Expediente D-5290. 
Sentencia C-1001 de 2005, tres de octubre de 
2005, Magistrado Ponente: Álvaro Tafur Galvis, 
Referencia: Expediente D-5582, 
Sentencia C-1118 de 2005, primero de noviembre 
de 2005, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas 
Hernández, Referencia: Expediente D-5752, 
Sentencia C-1153 de 2005, once de noviembre de 
2005, Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy 
Cabra, Referencia: Expediente P.E.-024. 
Sentencia C-1154 de 2005, quince de noviembre 
de 2005, Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda 
Espinosa, Referencia: Expediente D-5705 y D-5712. 


Sentencia C-993 de 2004, doce de 
octubre de 2004, Magistrado Ponente: 
Humberto Antonio Sierra Porto, 
Referencia: Expediente D-4884. 
Sentencia C-997 de 2004, doce de 
octubre de 2004, Magistrado Ponente: 
Jaime Córdoba Triviño, Referencia: 
Expediente D-5153, 

Sentencia T-642 de 2004, primero de 
julio de 2004, Magistrado Ponente (E): 
Rodrigo Uprimny Yepes, Referencia: 
Expediente T-864541. 

Sentencia T-666 de 2004, nueve de 
julio de 2004, Magistrado Ponente (E): 
Rodrigo Uprimny Yepes, Referencia: 
Expediente T-867202. 

Sentencia T-697 de 2004, 22 de julio de 
2004, Magistrado Ponente (E): Rodrigo 
Uprimny Yepes, Referencia: Expediente 
T869975. 

Sentencia T-891 de 2004, quince de 
septiembre de 2004, Magistrado 
Ponente: Jaime Araújo Rentería, 
Referencia: Expediente T-923923. 


Sentencia C-1188 de 2005, 22 de noviembre de 
2005, Magistrado Ponente: Alfredo Beltrán Sierra, 
Referencia: Expediente D-5796. 

Sentencia C-1194 de 2005, 22 de noviembre de 
2005, Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy 
Cabra, Referencia: Expediente D-5727. 

Sentencia C-1197 de 2005, 22 de noviembre de 
2005, Magistrado Ponente: Humberto Antonio 
Sierra Porto, Referencia: Expediente D-5741. 
Sentencia C-148 de 2005, 22 de febrero de 
2005, Magistrado Ponente: Álvaro Tafur Galvis, 
Referencia: Expediente D-5328. 

Sentencia C-177 de 2005, primero de marzo de 
2005, Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda 
Espinosa, Referencia: Expediente D-5310 y D-5321. 
Sentencia C-203 de 2005, ocho de marzo de 2005, 
Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa, 
Referencia: Expediente D- 5366. 

Sentencia C-401 de 2005, catorce de abril de 2005, 
Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa, 
Referencia: Expediente D-5355. 

Sentencia C-592 de 2005, nueve de junio de 
2005, Magistrado Ponente: Álvaro Tafur Galvis, 
Referencia: Expediente D-5412. 

Sentencia C-782 de 2005, 28 de julio de 2005, 
Magistrado Ponente: Alfredo Beltrán Sierra, 
Referencia: Expediente D-5515. 

Sentencia C-820 de 2005, nueve de agosto de 2005, 
Magistrado Ponente: Clara Inés Vargas Hernández, 
Referencia: Expediente D-5591 

Sentencia T-1015 de 2005, seis de octubre de 2005, 
Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy 
Cabra, Referencia: Expediente T-1124813. 
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2006 (09): 
Sentencia C-028 de 2006, 26 de enero de 
2006, Magistrado Ponente: Humberto 
Antonio Sierra Porto, Referencia: 
Expediente D-5768. 
Sentencia C-043 de 2006, primero de 
febrero de 2006, Magistrada Ponente: 
Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: 
Expediente D-5768. 


2007 (10): 
Sentencia C-095 de 2007, catorce de febrero de 
2007, Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy 
Cabra, Referencia: Expediente D-6341 y D-6350. 
Sentencia C-1003 de 2007, 23 de noviembre 
de 2007, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas 
Hernández, Referencia: Expediente D-6833. 
Sentencia C-155 de 2007, siete de marzo de 2007, 
Magistrado Ponente: Álvaro Tafur Gálvis, Referencia: 
Expediente D-6422, 6423, 6424, 6425 y 6434. 
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Sentencia C-046 de 2006, primero de 
febrero de 2006, Magistrado Ponente: 
Álvaro Tafur Galvis, Referencia: 
Expediente D-5874. 

Sentencia C-118 de 2006, 22 de febrero 
de 2006, Magistrado Ponente: Jaime 
Araújo Rentería, Referencia: Expediente 
D-5930. 

Sentencia C-123 de 2006, 22 de febrero 
de 2006, Magistrada Ponente: Clara 
Inés Vargas Hernández, Referencia: 
Expediente D-5936. 

Sentencia C-339 de 2006, tres de mayo 
de 2006, Magistrado Ponente: Jaime 
CordobaTriviño, Referencia: Expediente 
D-5992. ; 

Sentencia C-575 de 2006, 25 de julio de 
2006, Magistrado Ponente: Álvaro Tafur 
Galvis, Referencia: Expediente D-5994, 

Sentencia T-285 de 2006, cinco de abril 
de 2006, Magistrado Ponente: Álvaro 
Tafur Galvis, Referencia: Expediente 
T-1246422, 

Sentencia T-578 de 2006, 26 de julio de 
2006, Magistrado Ponente: Manuel José 
Cepeda Espinosa Referencia: Expediente 
T-1266568, 


Sentencia C-208 de 2007, 21 de marzo de 2007, 
Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil, 
Referencia: Expediente D-6459. 

Sentencia C-278 de 2007, 18 de abril de 2007, 
Magistrado Ponente: Nilson Pinilla Pinilla, 
Referencia: Expediente D-6481. 

Sentencia C-291 de 2007; 25 de abril de 2007, 
Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa, 
Referencia: Expediente D-6476. 

Sentencia C-394 de 2007, 23 de mayo de 2007, 
Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra 
Porto, Referencia: Expediente D-6470. 

Sentencia C-504 de 2007, cuatro de julio de 2007, 
Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández, 
Referencia: Expediente D-6557. 

Sentencia T-1079 de 2007, trece de diciembre de 
2007, Magistrado Ponente: Humberto Antonio 
Sierra Porto, Referencia: Expediente T- 1692058. 
Sentencia T-391 de 2007, 22 de mayo de 2007, 
Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa, 
Referencia: Expediente T-1248380. 


2008 (10): 

CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia C-425 de 2008, 30 de abril 
de 2008, Magistrado Ponente: Marco 
Gerardo Monroy Cabra, Referencia: 
Expediente D-6948. 

Sentencia C-465 de 2008, catorce de 
mayo de 2008, Magistrado Ponente: 
Manuel José Cepeda Espinosa, 
Referencia: Expedientes D- 7008 y 
D-7019. 

Sentencia C-466 de 2008, catorce de 
mayo de 2008, Magistrado Ponente: 
Jaime Araújo Rentería, Referencia: 
Expediente D- 7041. 


2009 (11): 
Sentencia C-070 de 2009, doce de febrero de 2009, 
Magistrados Ponentes: Humberto Antonio Sierra 
Porto y Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: 
Expediente R.E.-132. : 
Sentencia C-135 de 2009, 25 de febrero de 2009, 
Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra 
Porto, Referencia: Expediente R.E.-136. 
Sentencia C-228 de 2009, 30 de marzo de 2009, 
Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra 
Porto, Referencia: Expediente D-7295, 
Sentencia C-240 de 2009, primero de abril de 2009, 
Magistrado Ponente: Mauricio González Cuervo, 
Referencia: Expediente D-7411. 
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Sentencia C-617 de 2008, 25 de junio 
de 2008, Magistrado Ponente: Rodrigo 
Escobar Gil, Referencia: Expedientes 
D-7051, D-7032, D-7054 y D-7056. 
Sentencia C-666 de 2008, dos de 
julio de 2008, Magistrado Ponente: 
Mauricio González Cuervo, Referencia: 
Expediente D- 6968. 

Sentencia C-695 de 2008, nueve de 
julio de 2008, Magistrado Ponente: 
Jaime Araújo Rentería, Referencia: 
Expedientes D-7088, D-7089, D-7130. 
Sentencia C-750 de 2008, 24 de julio 
de 2008, Magistrada Ponente: Clara 
Inés Vargas Hernández, Referencia: 
Expediente L.A.T.-311. 

Sentencia T-436 de 2008, ocho de mayo 
de 2008, Magistrado Ponente: Marco 
Gerardo Monroy Cabra, Referencia: 
Expedientes T-1778028. 

Sentencia T-658 de 2008, primero de 
julio de 2008, Magistrado Ponente: 
Humberto Antonio Sierra Porto 
Referencia: Expedientes T-1852626 y 
“T1911331. 

- Sentencia T-760 de 2008, 31 de julio 
de 2008, Magistrado Ponente: Manuel 
José Cepeda Espinosa, Referencia: 
Expedientes T- 1281247, T-1289660, 
T-1308199, T-1310408, “T-1315769, 
T-1320406, T-1328235, “11335279, 
T-1337845, T-1338650, T-1350500, 


T-1858995, T-1858999, “1859088, 
T-1862038, - T-1862046, T-1866944, 
T1867317, y 11867326. 


T- 1645295, T-1646086, 'T-1855547, 


Sentencia C-307 de 2009, 29 de abril de 2009, 
Magistrado Ponente: Jorge Iván Palacio Palacio, 
Referencia: Expediente D-7441. 

Sentencia C-488 de 2009, 25 de julio de 2009, 
Magistrado Ponente: Humberto Jorge Iván Palacio 
Palacio, Referencia: Expediente D-7593. 

Sentencia C-557 de 2009, 20 de agosto de 2009, 
Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva, 
Referencia: Expediente D-7587. 

Sentencia C-684 de 2009, 30 de septiembre de 
2009, Magistrado Ponente: Humberto Antonio 
Sierra Porto, Referencia: Expediente D-7681. 


CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia SU-913 
de 2009, once de diciembre de 2009, Magistrado 
Ponente: Juan Carlos Henao Pérez, Referencia: 
Expedientes "2210489, 'T2223133, T2257329, 
T-2292644, T-2386105, T-2384537, T-2368681, 
T-2398211,T-397604. 

Sentencia T-539 de 2009, seis de agosto de 2009, 
Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra 
Porto, Referencia: Expedientes 'l 2234218, 
Sentencia T-732 de 2009, quince de octubre de 
2009, Magistrado Ponente: Humberto Antonio 
Sierra Porto, Referencia: Expediente T- 2302353. 
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2010 (09): 
Sentencia C-055 de 2010, tres de 
febrero de 2010, Magistrado Ponente: 
Juan Carlos Henao Pérez, Referencia: 
Expediente D-7807. 
Sentencia C-063 de 2010, cuatro de 
febrero de 2010, Magistrado Ponente: 
Humberto Antonio Sierra Porto, 
Referencia: Expediente D-7755, 
Sentencia C-238 de 2010, siete de 
abril de 2010, Magistrado Ponente: 
Mauricio González Cuervo, Referencia: 
Expediente O.P.-127, 
Sentencia C-334 de 2010, doce de 
mayo de 2010, Magistrado Ponente: 
Juan Carlos Henao Pérez, Referencia: 
Expediente D-7915, 
Sentencia C-434 de 2010, dos de junio 
de 2010, Magistrado Ponente: Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub, Referencia: 
Expediente D-7923, 
Sentencia C-915 de 2010, 16 de 
noviembre de 2010, Magistrado Ponente: 
Humberto Antonio Sierra Porto, 
Referencia: Expediente L.A.T.-358. 
Sentencia C-941 de 2010, 24 de 
noviembre de 2010, Magistrado 
Ponente: Jorge Iván Palacio Palacio, 
Referencia: Expediente L.A.T.-360. 
Sentencia T-078 de 2010, once de 
febrero de 2010, Magistrado Ponente: 
Luis Ernesto Vargas Silva, Referencia: 
Expediente T-2418585. 
Sentencia T-781 de 2010, 30 de 
septiembre de 2010, Magistrado 
Ponente: Humberto Antonio Sierra 
Porto, Referencia: Expediente 
12567364, 


2011 (14): 
Sentencia C-490 de 2011, 23 de junio de 2011, 
Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva, 
Referencia: Expediente P.E.-031. 
Sentencia C-577 de 2011, 26 de julio de 2011, 
Magistrado Ponente: Gabriel Eduardo Mendoza 
Martelo, Referencia: Expediente D-8367 y D-8376. 
Sentencia T-648 de 2011, primero de septiembre 
de 2011, Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas 
Silva, Referencia: Expediente T-3070521. 
Sentencia T-694 de 2011, 20 de septiembre de 2011, 
Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra 
Porto, Referencia: Expediente T-3066242. 
Sentencia T-171 de 2011, catorce de marzo de 2011, 
Magistrado Ponente: Jorge Iván Palacio Palacio, 
Referencia: Expediente T-2785200. 
Sentencia T-306 de 2011, 28 de abril de 2011, 
Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra 
Porto, Referencia: Expediente T-2814962, 
Sentencia 'T-308 de 2011, 28 de abril de 2011, 
Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra 
Porto, Referencia: Expediente T-2896027. 
Sentencia T-646 de 2011, primero de septiembre 
de 2011, Magistrado Ponente: Humberto Antonio 
Sierra Porto, Referencia: Expediente T-3050433. 
Sentencia T-670 de 2011, nueve de septiembre de 
2011, Magistrado Ponente: Humberto Antonio 
Sierra Porto, Referencia: Expediente T-3062055. 
Sentencia 1-671 de 2011, nueve de septiembre de 
2011, Magistrado Ponente: Humberto Antonio 
Sierra Porto, Referencia: Expediente T-3056513. 
Sentencia T-684A de 2011, catorce de septiembre 
de 2011, Magistrado Ponente: Mauricio González 
Cuervo, Referencia: Expediente T-3062693. 
Sentencia T-717 de 2011, 22 de septiembre de 
2011, Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas 
Silva, Referencia: Expediente T-3066688. 
Sentencia T-733 de 2011, 27 de septiembre de 2011, 
Magistrado Ponente: Gabriel Eduardo Mendoza - 
Martelo, Referencia: Expedientes T-2.220.837 y 
T2.226.741. 
Sentencia T-752 de 2011, seis de octubre de 2011, 
Magistrado Ponente: Jorge Iván Palacio Palacio, 
Referencia: ExpedientesT-2755275, T-3089356 y 
3131610. 
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2012 (09): 
Sentencia C-052 de 2012, ocho de 
febrero de 2012, Magistrado Ponente: 
Nilson Pinilla Pinilla, Referencia: 
Expediente D-8593. 
Sentencia C-251 de 2012, 28 de marzo 
de 2012, Magistrado Ponente: Humberto 
Antonio Sierra Porto, Referencia: 
Expediente L.A.T.-368. 
Sentencia C-253A de 2012, 29 de marzo 
de 2012, Magistrado Ponente: Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo, Referencia: 
Expedientes D-8643 y D-8668. 
Sentencia C-290 de 2012, 18 de abril de 
2012, Magistrado Ponente: Humberto 
Antonio Sierra Porto, Referencia: 
Expediente D-8776. 
Sentencia C-365 de 2012, 16 de mayo de 
2012, Magistrado Ponente: Jorge Ignacio 
Pretelt Chaljub, Referencia: Expediente 
D-8798. 
Sentencia C-606 de 2012, primero de 
agosto de 2012, Magistrado Ponente: 
Adriana María Guillen Arango, 
Referencia: Expediente D-8871. 
Sentencia C-641 de 2012, 22 de agosto 
de 2012, Magistrado Ponente: Nilson 
Pinilla Pinilla, Referencia: Expedientes 
D-8911 y D-8915. 
Sentencia C-966 de 2012, 21 de 
noviembre de 2012, Magistrado 
Ponente: María Victoria Calle Correa, 
Referencia: Expediente D- 9137. 
SentenciaT-339 de 2012, diez de mayo de 
2012, Magistrado Ponente: Humberto 
Antonio Sierra Porto, Referencia: 
Expediente T-3303588. 


2013 (03): 
Sentencia T-082 de 2013, 19 de febrero de 2013, 
Magistrado Ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, 
Referencia: Expediente T- 3603506. 
Sentencia T-270 de 2013, nueve de mayo de 
2013, Magistrado Ponente: Nilson Pinilla Pinilla, 
Referencia: Expediente T- 3732949, 
Sentencia T-283 de 2013, 16 de mayo de 2013, 
Magistrado Ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, 
Referencia: Expediente T- 3603506. 
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NÚMERO DE SENTENCIAS REFERENTES AL BLOQUE DE 
CONSTITUCIONALIDAD EN LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE 
CONSTITUCIONAL 


2013 1993 


1992 
2% 1% 1%19949 
1% 19% 1996 1997 


E 


2.3. INSERCIÓN DE LA NORMA INTERNACIONAL DE CARA A LA 
ARGUMENTACIÓN AL INTERIOR DE LAS DECISIONES JUDICIALES: 


En este punto se deben responder tres interrogantes: 


* ¿Por qué debe utilizarse el bloque de constitucionalidad para implantar 
normas internacionales en la argumentación de las decisiones de los 
jueces? 
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EL PROCEDIMIENTO PARA VINCULAR LOS INSTRUMENTOS AL SISTEMA DE 
RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES 


+ ¿Para qué debe utilizarse el bloque de constitucionalidad para introducir 
normas internacionales en la argumentación de las decisiones de los 
jueces? 

+ ¿Cómo debe utilizarse el bloque de constitucionalidad para incorporar 
dichas normas? 


¿Por que? 
ES 
158] 
Proceso para incorporar 
¿Para qué? + normas internacionales en 
las decisiones judiciales 
ES 
ES 
» ¿Por qué?: 


Además de las razones expuestas en torno a la importancia de introducir en 
nuestro ordenamiento jurídico normas que gocen materialmente de una jerarquía 
constitucional, es menester señalar que la jurisprudencia ha refinado la utilización 
de esta figura jurídica en relación con los asuntos que atañen a los derechos de los 
adolescentes”, 


=> Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-997 de 2004, doce de octubre de 2004, 
M.P.: Jaime Córdoba Triviño, Referencia: Expediente D-5153. En el mismo sentido, CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1068 de 2002, tres de diciembre de 2002, M.P.: Jaime 
Araújo Rentería, Referencia: Expediente D-4078. 
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Desde luego, el empleo reiterado de normas del bloque de constitucionalidad 
en decisiones relativas a las acciones públicas de constitucionalidad y de tutela —en 
el ámbito de las garantías de los derechos de los niños, niñas y adolescentes”—, 
explica no solo la relevancia, sino también la pertinencia de su aplicación. 


Así, pues, la CORTE CONSTITUCIONAL ha entendido que la aplicación del bloque 
de constitucional, en tratándose de los niños, niñas y adolescentes, contribuye 
eficazmente a la especial protección y garantía de los derechos de estos últimos”. 


La jurisprudencia ha refinado - Contribuyen eficazmente a 
la utilización de esta figura la protección y garantía de los 
E : jurídica en relación con los derechos de los niños, niñas y 
: 2 E 
¿Por qué? asuntos que atañen a los adolescentes. 
derechos de los adolescentes 


El empleo reiterado de normas - Contribuyen eficazmente a 


del bloque de constitucionalidad la protección y garantía de los 
en decisiones relativas a las derechos de los niños, niñas y 
acciones públicas de constitucio- adolescentes. 


nalidad y de tutela. 


Son normas - Prevalecen en relación con 


materialmente las normas contenidas en la 
constitucionales legislación interna. 


ds Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1068 de 2002, tres de diciembre de 2002, 
M.P.: Jaime Araújo Rentería, Referencia: Expediente D-4078. En el mismo sentido, CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia T-078 de 2010, once de febrero de 2010, M.P.: Luis 
Ernesto Vargas Silva, Referencia: Expediente T-2418585; CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia C-1003 de 2007, 22 de noviembre de 2007, M.P.: Clara Inés Vargas Hernández, 
Referencia: Expediente D-6833; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-118 de 2006, 
22 de febrero de 2006, M.P.: Jaime Araújo Rentería, Referencia: Expediente D-5930. Cfr. 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-240 de 2009, primero de abril de 2009, M.P.: 
Mauricio González Cuervo, Referencia: Expediente D-7411; CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia C-055 de 2010, tres de febrero de 2010, M.P.: Juan Carlos Henao Pérez, Referencia: 
Expediente D- 7807, 


24 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1003 de 2007, 22 de noviembre de 2007, 
M.P.: Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: Expediente D-6833, 
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RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES 


+ ¿Para que?: 


Grosso modo, la teleología del empleo del bloque de constitucionalidad, se 
asienta en los siguientes derroteros: 


En primer lugar, por virtud de la presencia de yacíos legales es posible dar 
aplicación directa a las normas del bloque de constitucionalidad””. En segundo lugar, 
dichas normas se erigen en fuentes de derecho, lo que significa que los jueces en sus 
providencias tendrán que atenerse a sus prescripciones”, 


En tercer lugar, como consecuencia de lo anterior, cumplen una función 
normativa. Finalmente, en cuarto lugar, desempeñan una función de interpretación 
por cuanto —al ser parámetros especificos de constitucionalidad—, son reglas 
hermenéuticas frente a las demás normas de naturaleza legal”. 


29 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-067 de 2003, cuatro de febrero de 2003, 
M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, Referencia: Expediente D-4111. 


30 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-750 de 2008, 24 de julio de 2008, M.P.: 


Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: Expediente LAT-311; CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia C-531 de 1993, once de noviembre de 1993, M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz, 
Referencia: Expediente D-258; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-067 de 2003, 
cuatro de febrero de 2003, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, Referencia: Expediente 
D-4111. 


31 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-291 de 2007, 25 de abril de 2007, M.P.: 
Manuel José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente D-6476; CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia C-047 de 2006, primero de febrero de 2006, M.P.: Rodrigo Escobar Gil, Referencia: 
Expediente D-5783; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-578 de 2002, 30 de julio 
de 2002, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente LAT-223; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-148 de 2005, 22 de febrero de 2005, M.P.: Álvaro Tafur 
Galvis, Referencia: Expediente D-5328; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-488 de 
2009, 22 de julio de 2009, M.P.: Jorge Iván Palacio Palacio, Referencia: Expediente D-7593; 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-750 de 2008, 24 de julio de 2008, M.P.: Clara 
Inés Vargas Hernández, Referencia: Expediente LAT-311 
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Por virtud de la presencia de vacios 


legales es posible dar aplicación 


directa a las normas del bloque de Cumplen una 


constitucionalidad. función normativa. 


Se erigen en fuentes de derecho, lo Son reglas 


¿Por qué? que significa que los jueces en sus hermenéuticas. 


providencias tendrán que atenerse a 
sus prescripciones 


¿Cómo?: 


Si bien este interrogante será resuelto en el siguiente apartado, por ahora 


basta señalar el itinerario argumentativo que se sugiere recorrer, el cual está sujeto 


al cumplimiento de los siguientes pasos: 


1. 
2. 
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Fijar el problema jurídico al que se enfrenta en el caso particular. 
Determinar cuál o cuáles principios derivados de instrumentos 
internacionales referentes a la responsabilidad penal de los adolescentes 
pueden contribuir a la solución del caso particular. Para estos efectos, 
es fundamental tener en cuenta la enumeración y clasificación de los 
distintos principios que se derivan de los instrumentos internacionales. 
Verificar cuál o cuáles instrumentos internacionales desarrollan el o los 
principios pertinentes. 

Determinar la naturaleza constitucional de los principios contenidos en los 
instrumentos; en otras palabras, establecer si: 

Se trata de bloque de constitucionalidad stricto sensu, esto es, una norma 
de naturaleza constitucional; o, 

Hace parte del bloque de constitucionalidad lato sensu. A cuyo efecto, se 
podrá utilizar el instrumento internacional y el principio que desarrolla 
como una regla de interpretación. 


EL PROCEDIMIENTO PARA VINCULAR LOS INSTRUMENTOS AL SISTEMA DE 
RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES 


Fijar el problema jurídico al que se enfrenta como juez en el caso 
particular. 


Determinar cuál o cuáles principios derivados de instrumentos inter- 
nacionales referentes a la responsabilidad penal de los adolescentes 
puede contribuir a la solución del caso particular. — 


Verificar cuál o cuáles instrumentos internacionales desarrollan el o 
los principios pertinentes. 


bd 


Determinar la naturaleza constitucional de los principios contenidos 
en los instrumentos : 


Concluir si: : 
Se trata de bloque de sonsitociónalidad sstrictu sensu, esto es, una 


norma de naturaleza constitucional. 


Hace parte del bloque de constitucionalidad lato sensu. A cuyo efecto, 
se podrá utilizar el instrumento internacional J > pao que desa- 


-=rrolla- como una aa de interpretación. 
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Actividades pedagógicas 


1. Con fundamento en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, 
explique ¿qué es el bloque de constitucionalidad? 


2. ¿Por qué es el medio idóneo para vincular al ordenamiento jurídico 
instrumentos internacionales referentes a la responsabilidad penal de 
los adolescentes? 


3. ¿Qué diferencias existen entre el bloque' de constitucionalidad en 
sentido estricto y el bloque de constitucionalidad en sentido lato? 


4. ¿Qué características tienen las normas que pertenecen al bloque de 
constitucionalidad stricto sensu? ¿Qué características tienen las-normas 
que pertenecen al bloque de constitucionalidad lato sensu? 


Autoevaluación 


1. Lully, niña de quince años, es capturada en flagrancia al momento 
de hurtar un cuantioso celular en una de las calles más importantes 
de Bogotá. En la audiencia de legalización de la captura, tanto el 
policía que realizó la misma, así como el juez de control de garantías 
correspondiente, omiten comunicar dicha circunstancia a sus padres. 


Posteriormente, a lo largo del proceso, se demuestra la responsabilidad 
penal de Lully, por lo que el Juez de Conocimiento le impone pena 
privativa de la libertad de tres años. Sin embargo, el juez omitió realizar 
un estudio de las condiciones sociales, personales y económicas de la 
menor antes de la comisión del delito (Camila y su familia sufrían de 
extremas condiciones de marginalidad y pobreza), razón que le impidió 
al juez analizar estas circunstancias al momento de imponer la sanción 


- correspondiente. 


Como superior jerárquico, usted conoce dicha decisión a través de 
recurso de apelación presentado por la defensa de la menor de edad. 


Se pregunta: 


a. ¿Qué principios podrían utilizarse en la decisión que usted debe tomar? 


EL PROCEDIMIENTO PARA VINCULAR LOS INSTRUMENTOS AL SISTEMA DE 


RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES 


b. ¿Qué instrumentos internacionales y decisiones de los órganos 
de control y judiciales pertinentes, que desarrollan estos principios, 
utilizaría en la decisión? 


c. ¿Cómo vincularía esos instrumentos y demás fuentes en la decisión? 
d. ¿Qué decisión tomaría en el presente.caso y por qué? 


2. Lola, niña de trece años de edad, se encuentra privada de la libertad 
en el establecimiento penitenciario “La Soledad”, único establecimiento 
penitenciario de la región. La menor se encuentra cumpliendo tal sanción 
por la comisión del delito de extorsión. 


Dada la infraestructura del establecimiento penitenciario donde ella 
se encuentra, no es posible dividir y separar la población adulta de la 
población de menores de edad. Así mismo, el centro de reclusión no 
cuenta con baños separados y no ha recibido mantenimiento en más 
de cinco años. 


A ello se suman los niveles de hacinamiento, además de instalaciones 
inapropiabas para adelantar cualquier actividad de estudio o trabajo. 
Incluso, la seguridad en el establecimiento es inexistente, pues a la 
semana mueren dos o tres reclusos en condiciones de violencia. 


Pese a numerosos intentos de los familiares de la menor para cambiar 
el lugar de reclusión de Lola, los mismos han sido infructuosos por 
cuanto el cupo carcelario de los demás establecimientos está colapsado. 


En estas circunstancias los padres de la menor le solicitan a usted, como 
juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, otorgarle a la menor 
libertad condicional. Sin embargo, una vez realizado el estudio de los 
requisitos para otorgar la medida sustitutiva de la pena, encuentra que 
los mismos no se cumplen. Además, vistas las circunstancias personales, 
considera que la pena privativa de la libertad es la más apta y efectiva 
para. la completa rehabilitación. 


Se pregunta: 
a. ¿Qué principios podrían utilizarse en la decisión que usted debe tomar? 


b. ¿Qué instrumentos internacionales y decisiones de los Órganos 
de control y judiciales pertinentes, que desarrollan estos principios, 
utilizaría en la decisión? 


c. ¿Cómo vincularía esos instrumentos y demás fuentes en la decisión? 


d. ¿Qué decisión tomaría en el presente caso y por qué? 
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EL CARÁCTER VINCULANTE DE LOS DIVERSOS 
INSTRUMENTOS INTERNACIONALES EN EL 
ORDENAMIENTO JURÍDICO INTERNO, CONCRETAMENTE, 
" EN EL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA 
ADOLESCENTES 


Objetivo general 


+ Establecer el carácter vinculante de los diversos instrumentos 
internacionales en el sistema de responsabilidad penal para 
adolescentes. 


+ — Determinar los principios que se derivan de dichos instrumentos. 


Objetivos específicos 


« — Determinar el poder vinculante de los instrumentos internacionales 
(Tratados y Resoluciones). 


+ Establecer el alcance de las decisiones de los órganos judiciales 
y órganos de control. 


+ — Señalar cuáles principios tienen relación con la Parte general del 
sistema de responsabilidad para adolescentes. 


+ — Elucidar cuáles principios tienen vínculos con la Parte procesal del 
sistema de responsabilidad para adolescentes. 


« — Esclarecer cuáles principios tienen incidencia en el ámbito de las 
sanciones del sistema de responsabilidad para adolescentes. 
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3.1. INTRODUCCIÓN: 


El objetivo de este capítulo es el de contestar un conjunto de interrogantes 
que se desprenden, inexorablemente, del desarrollo lógico de este módulo. 


El primero de ellos, es ¿cómo vincular los principios contenidos en los 
instrumentos internacionales, así como las decisiones de un órgano de control o 
judicial en la normativa nacional? 


Además, en segundo término, corresponde responder: ¿cuáles instrumentos 
internacionales hacen parte del bloque de constitucionalidad stricto sensu y cuáles 
instrumentos hacen parte del bloque de constitucionalidad lato sensu? 


Asi mismo, en tercer término, se deberá absolvér: ¿cuáles principios inciden 
en la Parte general, cuáles en la Parte procesal y cuáles en la fase de la ejecución de 
penas del sistema de responsabilidad penal de los adolescentes? 


3.2. LOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES Y SU INCIDENCIA 
COMO FUENTE EN EL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA 
ADOLESCENTES: 


El corpus iuris internacional estudiado en la UniDAD PRIMERA, puede resumirse 
de la siguiente manera: 
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EL CARÁCTER VINCULANTE DE LOS DIVERSOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES EN EL ORDENAMIENTO 
JURÍDICO INTERNO, CONCRETAMENTE, EN EL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES 


INSTRUMENTOS INTERNACIONALES A e 
ORGANOS DE CONTROL Y ÓRGANOS JUDICIALES 
TRATADOS O RESOLUCIONES) 
Ll. Declaración Universal de los Derechos |1. Corte Interamericana de Derechos Huma- | 
Humanos. nos. 
2. Pacto Internacional de Derechos Civiles y | 2. Comité Interamericano de Derechos Hu- 
Políticos. manos. 
3. Pacto Internacional de Derechos Econó-|3. Comité de Derechos Humanos. 
micos, Sociales y Culturales. 4. Comité de Derechos de los Niños. 
4. Convención Americana de Derechos Hu- 
manos. 
Declaración de Ginebra de 1924, 


5 
6. Declaración de los Derechos de los Niños. 
7. Convención de los Derechos de los Niños. 
8. Reglas de Beijing. 

9. Reglas de La Habana. | 
1 


0. Reglas de Tokio y Directrices de Riad. 


A continuación, se procederá a determinar la naturaleza constitucional de 


cada uno de estos referentes. 


3.2.1 INSTRUMENTOS INTERNACIONALES (TRATADOS O RESOLUCIONES): 


e Declaración Universal de los Derechos Humanos: 


La Corte CONSTITUCIONAL, ha entendido que la DecLARACcIÓN UNIVERSAL DE 
Los DerecHos Humanos hace parte del bloque de constitucionalidad stricto sensu!. 


Por ello, la utilización de este instrumento internacional puede realizarse como 
si fuese una norma de naturaleza constitucional; es decir, es posible la aplicación 
directa del instrumento internacional, asi como el o los principios que desarrolla. 


+ Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: 


Al igual que el anterior instrumento, este hace parte del denominado bloque de 
constitucionalidad stricto sensu. En consecuencia, puede aplicarse de manera directa. 


: Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-504 de 2007, cuatro de julio de 2007, M.P.: 
Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: Expediente D-6557. En igual sentido, CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-962 de 2003, 21 de octubre de 2003, M.P.: Alfredo Beltrán 
Sierra, Referencia: Expediente L.A.T.-234; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1068 
de 2002, tres de diciembre de 2002, M.P.: Jaime Araújo Rentería, Referencia: Expediente 
D-4078. . 


2 Cfr. CORTE CONSTITUCIONALIDAD, Sentencia C-504 de 2007, cuatro de julio de 
2007, M.P.: Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: Expediente D-6557. En el mismo 
sentido, Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1194 de 2005, 22 de noviembre 
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e Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: 


Si bien es cierto que la jurisprudencia ha reconocido la pertenencia de este 
Pacto al bloque de constitucionalidad”, también lo es que en el ámbito de los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes, su naturaleza es bloque stricto sensu*, con lo que 
su aplicación resulta directa. 


+ Convención Americana de Derechos Humanos: 


Igualmente, esta Convención ha sido reconocida por la jurisprudencia 
constitucional como parte del bloque de constitucionalidad stricto sensu. 


de 2005, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, Referencia: Expediente D-5727; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-962 de 2003, 21 de octubre de 2003, M.P.: Alfredo 
Beltrán Sierra, Referencia: Expediente L.A.T.-234; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia 
'T-256 de 2000, seis de marzo de 2000, M.P.: José Gregorio Hernández Galindo, Referencia: 
Expediente T- 259277. 


3 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-393 de 2007, 23 de mayo de 2007, M.P.: Manuel 
José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente D-6553; CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia C-035 de 2005, 25 de enero de 2005, M.P.: Rodrigo Escobar Gil, Referencia: 
Expediente D-5290; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-697 de 2004, 22 de julio 
de 2004, M.P. (E): Rodrigo Uprimny Yepes, Referencia: Expediente T-869975; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia T-642 de 2004, primero de julio de 2004, M.P. (E): Rodrigo 
UprimnyYepes, Referencia: Expediente T-864541; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia 
T-1211 de 2000, 18 de septiembre de 2000, M.P.: Alejandro Martinez Caballero, Referencia: 
Expediente T- 280078. 


A Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1068 de 2002, tres de diciembre de 2002, 
M.P.: Jaime Araújo Renteria, Referencia: Expediente D-4078. 


3 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-578 de 2006, 26 de julio de 2006, M.P.: 
Manuel José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente T-1266568. En el mismo sentido, 
Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-123 de 2006, 22 de febrero de 2006, 
Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: Expediente D-5936; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-046 de 2006, primero de febrero de 2006, M.P.: Álvaro 
Tafur Galvis, Referencia: Expediente D-5874; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia 
C-028 de 2006, 26 de enero de 2006, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto, Referencia: 
Expediente D-5768; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1153 de 2005, once de 
noviembre de 2005, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, Referencia: Expediente P.E.- 
024; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-820 de 2005, nueve de agosto de 2005, 
Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: Expediente D-5591; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-786 de 2001, once de septiembre de 2001, M.P.: Marco 
Gerardo Monroy Cabra, Referencia: Expediente T-731131. 
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JURÍDICO INTERNO, CONCRETAMENTE. EN EL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES 


* Declaración de Ginebra de 1924: 


A partir de la decisión C-1068 de 2002, la Corre CONSTITUCIONAL reconoció 
como parte del bloque de constitucionalidad —en tratándose de normas o 
instrumentos de protección de los derechos de los niños— los siguientes referentes: 


“la Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño, en la Declaración 
de los Derechos del Niño adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de 


noviembre de 1959, y reconocida en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en el 


Pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos (en particular, en los artículos 23 y 24), 
en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en particular, en el 


artículo 10) y en los estatutos e instrumentos pertinentes de los organismos especializados y 
de las organizaciones internacionales que se interesan en el bienestar del niño, Tal como lo 
pone de presente en sus considerandos la Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, y posteriormente 
aprobada en Colombia a través de la ley 12 de 1991 e (Subrayados fuera del texto original). 


De esta manera, la DECLARACIÓN DE GINEBRA de 1924 relativa a la especial 
protección asignada a los niños, niñas y adolescentes, hace parte del bloque de 
constitucionalidad stricto sensu, si se miran las consideraciones de la Corte” en la 


sentencia mencionada. 


* Declaración de los Derechos de los Niños: 


Esta declaración hace parte del bloque de constitucionalidad stricto sensu. 


S Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1068 de 2002, tres de diciembre de 2002, 
M.P:: Jaime Araújo Rentería, Referencia: Expediente D-4078. 


É La calidad de stricto sensu se deriva, pues, de las conclusiones a las que arriba la CorTE 
ConsrrrucionaL en la sentencia C-1068 de 2002; la Corte no aclara si las normas citadas hacen 
parte del bloque de constitucionalidad en sentido estricto o lato. Sin embargo, en la parte final 
de la decisión, el máxime intérprete superior afirma que “con fundamento en todo lo expuesto la 
locución acusada destaca por ser violatoria de: los artículos 1, 16,19 y 36 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, aprobada por la ley 12 de 1991; el artículo 2 de la Convención Interamericana sobre 
Tráfico Internacional de Menores, aprobada mediante ley 470 de 1998; los artículos 93, 13,5 y HL y 
15 de la Constitución Política” (Subrayados fuera del texto original); como puede verse, la Corte 
utilizó de manera directa normas internacionales, lo que lleva a concluir necesariamente que 
el Tribunal le reconoció a dichas normativas una ubicación en el bloque de constitucionalidad 


en estricto sentido. 


, Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1068 de 2002, tres de diciembre de 2002, 
M.P.: Jaime Araújo Rentería, Referencia: Expediente D-4078. En el mismo sentido, CORTE 
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+ Convención de los Derechos de los Niños: 


La CorTE CONSTITUCIONAL, a través de decisiones C-1068 de 2002?, C-170 de 
2004", C-997 de 2004'* y C-355 de 2006””, ha reconocido que las normas contenidas 
en esta Convención forma parte del bloque de constitucionalidad stricto sensu y, por 
lo mismo, no solo sirven de parámetros de validez constitucional de los preceptos 
legales, sino que también tienen fuerza vinculante**, 


+ Reglas de Beijing y Reglas de la Habana: 


Vinculante cuando se trata del examen de constitucionalidad de las leyes que 
regulan la investigación y el juzgamiento de de niños, niñas y adolescentes '*. 


CONSTITUCIONAL, Sentencia T-078 de 2010, once de febrero de 2010, M.P.: Luis Ernesto 
Vargas Silva, Referencia: Expediente T-2418585; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia 
C-1003 de 2007, 22 de noviembre de 2007, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández, 
Referencia: Expediente D-6833; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-537 de 2006, 
doce de julio de 2006, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto, Referencia: Expediente 
D-6007; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-118 de 2006, 22 de febrero de 2006, 
M.P:: Jaime Araújo Rentería, Referencia: Expediente D-5930; CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia C-997 de 2004, doce de octubre de 2004, M.P.: Jaime CórdobaTriviño, Referencia: 
Expediente D-5153., 


2 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1068 de 2002, tres de diciembre de 2002, 
M.P.: Jaime Araújo Rentería, Referencia: Expediente D-4078. 


10 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-170 de 2004, dos de marzo de 2004, M.P.: 
Rodrigo Escobar Gil, Referencia: Expediente D-4742. 


id Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-997 de 2004, doce de octubre de 2004, 
M.P.: Jaime Córdoba Triviño, Referencia: Expediente D-5153, 


B Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-355 de 2006, diez de mayo de 2006, 
Magistrados Ponentes: Jaime Araújo Rentería y Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: 
Expediente D- 6122, 6123 y 6124. 


pe Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-170 de 2004, dos de marzo de 2004, M.P.: 
Rodrigo Escobar Gil, Referencia: Expediente D-4742. 


1 En este sentido, Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-694 de 2009, 30 de septiembre 
de 2009, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto, Referencia: Expediente D-7861; CORTE ' 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-203 de 2005, ocho de marzo de 2005, M.P.: Manuel José 
Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente D-5366; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia 
C-839 de 2001, nueve de agosto de 2001, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, Referencia: 
Expediente D-3378; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-019 de 1993, 25 de enero 
de 1993, M.P.: Ciro Angarita Barón, Referencia: Expediente D-120. 
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De esta manera, se vincularon estas Resoluciones de las Naciones Unidas que 
—sin ser tratados internacionales —codifican, sistematizan y desarrollan estándares 
mínimos en la investigación y juzgamiento de niños, niñas y adolescentes reconocidos 
en el derecho internacional de los derechos humanos'* . 


. Reglas de Tokio y Directrices de Riad: 


En lo que respecta a estas Reglas y Directrices, la jurisprudencia no ha definido, 
en forma categórica, la naturaleza —de cara al bloque de constitucionalidad— de 
estos instrumentos internacionales. No obstante, a partir de tres consideraciones 
vertidas por la CORTE CONSTITUCIONAL, es posible otorgar a estos referentes el valor 
reconocido a las REGLAS DE BEIJING y a las REGLAS DE LA HABANA. 


En primer lugar, en materia de instrumentos referidos a los niños, niñas 
y adolescentes, que integran bloque de constitucionalidad, se ha entendido que 
ese conjunto de garantías están contenidas en ciertos instrumentos específicos y, 
además, en los estatutos de los organismos especializados y de las organizaciones 
internacionales que se interesan en el bienestar del niño'*. Así, pues, se trata de una 
cláusula no limitativa del bloque de constitucionalidad en materia de los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes. 


Esta tesis encuentra asidero, en la medida que por via de jurisprudencia 
ulterior”, las REGLAS DE BEIJING y las REGLAS DE La HABANa, se han entendido como 
parte del bloque de constitucionalidad Jato sensu. 


Además, en segundo lugar, se pueden traer a colación los argumentos que 


'la misma Corte expuso para concluir que las REGLAS DE BEIJING y las REGLAS DE LA 


HABana pertenecen al bloque de constitucionalidad. 


bi CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-694 de 2009, 30 de septiembre de 2009, M.P.: 
Humberto Antonio Sierra Porto, Referencia: Expediente D-7861 


E Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1068 de 2002, tres de diciembre de 2002, 
M.P.: Jaime Araújo Rentería, Referencia: Expediente D-4078. 


dl En este sentido, Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-694 de 2009, 30 de septiembre 
de 2009, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto, Referencia: Expediente D-7861; CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-203 de 2005, ocho de marzo de 2005, M.P.: Manuel José 
Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente D-5366; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia 
C-839 de 2001, nueve de agosto de 2001, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, Referencia: 
Expediente D-3378; CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-019 de 1993, 25 de enero 
de 1993, M.P.: Ciro Angarita Barón, Referencia: Expediente D-120. 
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En efecto, si bien dichas Reglas no son tratados internacionales de derechos 
humanos, sí son instrumentos internacionales adoptados en el seno de las Naciones 
Unidas, que cumple una finalidad compiladora de las garantías reconocidas en 
tratados, la costumbre, los principios generales, la doctrina y la jurisprudencia 
internacional en la materia!*, 


Aunado a ello, estos instrumentos internacionales codifican y sistematizan 
estándares minimos que, al provenir de tratados ratificados sobre derechos humanos, 
son obligatorios como parte del ordenamiento interno colombiano, en virtud de lo 
dispuesto en los artículos 9, 44, 93 y 94 de la Constitución Política'”. 


Estas razones, son igualmente predicables en tratándose de las ReGLas DETOKIO 
y las DIRECTRICES DE RIAD, lo que permite inferir que sí hacen parte del bloque de 
constitucionalidad lato sensu. 


Por último, en tercer lugar, debe recordarse la regla de favorabilidad 
hermenéutica, por virtud de la cual no es posible restringir o disminuir los derechos 
reconocidos en un Estado, con el pretexto de que los tratados de derechos humanos 
internacionales ratificados no los reconocen o los reconoce en menor grado””. 


3.2.2 DECISIONES DE LOS ÓRGANOS JUDICIALES Y ÓRGANOS DE 
CONTROL: 


Sobre el valor de las decisiones que profieren estos órganos tenemos lo 
siguiente: En lo que respecta a la doctrina elaborada por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos —órgano judicial autorizado para interpretar Convención 
Interamericana—la jurisprudencia constituye un criterio hermenéutico relevante para 
establecer el sentido de las normas constitucionales sobre derechos fundamentales”! 


1 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-694 de 2009, 30 de septiembre de 2009, 
M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto, Referencia: Expediente D-7861 


E Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-203 de 2005, ocho de marzo de 2005, M.P:: 
Manuel José Cepeda Espinosa, Referencia: Expediente D-5366. 


20 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-251 de 1997, 28 de mayo de 1997, M.P.: 
Alejandro Martínez Caballero, Referencia: Expediente L.A.T.-091. 


al Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-010 de 2000, 19 de enero de 2000, M.P.: 
Alejandro Martínez Caballero, Referencia: Expediente D-2431. En el mismo sentido, CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-067 de 2003, cuatro de febrero de 2003, M.P.: Marco 
Gerardo Monroy Cabra, Referencia: Expediente D-4111. 
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Además de lo anterior, las recomendaciones de los órganos de control de los 
tratados de derechos humanos ratificados por Colombia, deben ser tenidas en cuenta 
para interpretar los derechos fundamentales consagrados por la Constitución”. 


De esta manera, las decisiones judiciales de la CORTE INTERAMERICANA DE 

3 2 : e : . 

Derechos Humanos%, así como las recomendaciones provenientes del ComiITÉ 

INTERAMERICANO DE DerecHOs Humanos”, del ComITÉ DE DERECHOS HUMANOS y del 
ComiTÉ DE DERECHOS DE LOS NIÑOS se erigen en criterios hermenéuticos. 


3.3. LOS PRINCIPIOS DERIVADOS DE LOS INSTRUMENTOS 
INTERNACIONALES Y SU INCIDENCIA EN LA PARTE GENERAL DEL 
SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES: 


Antes de delinear cada postulado, es menester afirmar que el término 
“principio”aquí empleado, hace alusión a aquellos axiomas que, en el ámbito de 
sistema de justicia de los adolescentes “permiten orientar y enzauzar el derecho represivo 
por senderos de justicia y seguridad jurídica”, 

e Principio del interés superior de los adolescentes (Regla de interpretación). 

« Principio de especial gravedad de las trasgresiones a los derechos los 

adolescentes (Pauta de interpretación”). 

* Principio de bienestar de los adolescentes. 

+ Principio de protección especial a la relación familiar de los adolescentes. 

+ — Principio de prevalencia de la educación de los adolescentes. 


e Principio de doble protección. 


to 
EN] 


CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-200 de 2002, 19 de marzo de 2002, M.P.: Álvaro 
Tafur Galvis, Referencia: Expediente D-3690. 


2 Cfr... CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-355 de 2006, diez de mayo de 2006, 
Magistrados Ponentes: Jaime Araújo Rentería y Clara Inés Vargas Hernández, Referencia: 
Expediente D-6122, 6123 y 6124. 


a Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-568 de 1999, diez de agosto de 1992, M.P.: 
Carlos Gaviria Díaz, Referente: Expediente 206360. 


25 Cfr. VELÁSAQUEZ V. Fernando, Manual de Derecho Penal, pág. +1. 


2 Cfr. BELOFF, Mary, Modelo de la protección integral de los derechos del niño y de la situación irregular: 


un modelo para armar y otro para desarmar, en JUSTICIA Y DERECHOS DEL NINO, Norssia 
1, IBSN: 92-806-351-7, Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, Primera Edición, 
Santiago de Chile, 1999. Recuperado de: http: 7 Iwwrw.anicef.cl/archivos_documento/68/ 
Justicia/.20y%20derechos%201 .pdf Pag. 21. Consultado el 24 de octubre de 2013. 
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protección. 


Principio de 
prevalencia de la 
educación de los 
niños, las niñas y los 
adolescentes, 


Principio de protección especial 
a la relación familiar de los 
niños, las niñas y los adoles- 


centes. 


Principio de bienestar de los niños, las 
niñas y los adolescentes. 


Principio de especial gravedad de las trasgresiones a los 
derechos los niños, las niñas y los adolescentes (Pauta de 


interpretación). 


dE A : 53 PES 
Principio del interés superior de los niños, las niñas y los adolescentes 


(Regla de interpretación). 


3.4. LOS PRINCIPIOS DERIVADOS DE LOS INSTRUMENTOS 
INTERNACIONALES Y SU INCIDENCIA EN LA PARTE PROCESAL DEL 
SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES: 


Principio del interés superior de los adolescentes (Regla de interpretación). 


Principio de especial gravedad de las trasgresiones a los derechos los 
adolescentes (Pauta de interpretación). 


Principio de discrecionalidad a favor de los adolescentes. 
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* Principio de especial protección de la intimidad de los adolescentes. 

* Principio de prioridad y agilidad en los trámites, cuando se afecten los 
derechos de los adolescentes. 

* Principio de procedimiento a favor de los adolescentes. 

* Principio de protección especial a la relación familiar de los adolescentes. 

* Principio de investigación oficiosa sobre el entorno social y las condiciones 
personales de los adolescentes. 

* Principio del enfoque comunitario. 

* Principio de excepción de privación de la libertad —como medida 


preventiva y como medida sancionatoria— 


Principio del interés superior de los niños, las niñas y los adoles- 


centes (Regla de interpretación). 


Principio de especial gravedad de las trasgresiones a los derechos los 


niños, las niñas y los adolescentes (Pauta de interpretación). 


Principio de especial 
protección de la intimidad 
de los niños, las niñas y 
los adolescentes. 


Principio de prioridad y 
agilidad en los trámites, 
cuando se afecten los 
derechos de los niños, las 
niñas y los adolescentes. 


Principio de discreciona- 
lidad a favor de los 
niños, las niñas y los 

adolescentes. 


Principio de investigación 
oficiosa sobre el entorno 
social y las condiciones 
personales de los niños, las 
niñas y los adolescentes. 


Principio de procedimien- 
to a favor de los niños, 
las niñas y los adoles- 

centes. 


Principio de protección 
especial a la relación 

. familiar de los niños, las 
niñas y los adolescentes. 


Principio de excepción 
de privación de la liber- 
tad —como medida 
preventiva y como 
medida sancionatoria—., 


Principio del enfoque 
comunitario. 
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3.5. LOS PRINCIPIOS DERIVADOS DE LOS INSTRUMENTOS 
INTERNACIONALES Y SU INCIDENCIA EN MARCO DE LAS 
SANCIONES EN EL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA 
ADOLESCENTES: 


* Principio del interés superior de los adolescentes (Regla de interpretación). 

* Principio de especial gravedad de las trasgresiones a los derechos los 
adolescentes (Pauta de interpretación). 

* Principio de protección especial a la relación familiar de los adolescentes. 

* Principio de prevalencia de la educación de los adolestentes. 

+ Principio del enfoque comunitario. 

+ Principio de doble protección. 

* Principio de limitación del uso de la fuerza en los adolescentes. 

* Principio de excepción de privación de la libertad —como medida preventiva 
y como medida sancionatoria—. 

* Principio de sanciones a favor del adolescente. 

+ Principio del adecuado tratamiento penitenciario, 

* Principio de protección especial en los centros penitenciarios. 

+ Principio de indemnidad en los establecimientos penitenciarios. 
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Principio del interés Principio de especial Principio de protección 
E eN ravedad de las trasgresiones : ie 
superior de los niños, las g EN especial a la relación 
niñas y los adolescentes ] alos a ninos, familiar de los niños, las 
. es as niñas y los adolescentes ñ 
(Regla de interpretación). y niñas y los adolescentes. 


(Pauta de interpretación). 


Principio de prevalencia de 


la educación de los niños, las Principio del enfoque : Principio de 


e oi 
niñas y los adolescentes. comunitario, + doble protección. 


O , Principio de excepción de 
Principio de limitación del 


Principio de sanciones a 
uso de la fuerza en los niños, 


favor del adolescente. 


privación de la libertad 


—como medida preventiva y 


las niñas y los adolescentes 


como medida 
sancionatoria—. 


Principio de adecuación 


" del tratamiento peniten- Principio de indemnidad 


Principio del adecuado trata- 1 bl 
iari irigl . a nda en los establecimientos 

no, dirigido a la miento penitenciario. 

readaptación social del penitenciarios. 


menor de edad. 
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Actividades pedagógicas 


1. Léase la Observación General No. 17 de la Comisión de Derechos 
Humanos, referente a los derechos de los menores de edad (Art. 24), del 
siete de abril de 198927 y responda: ¿Qué recomendaciones realizadas 
por la Comisión son importantes para el sistema de responsabilidad 
penal para adolescentes? 


En caso de existir recomendaciones relevantes, ¿Cómo podrían 
vincularse en una decisión judicial? ¿Qué valor le ha asignado la Corte 
Constitucional? 


2. Léase la Observación General No. 10 del Comité de los Derechos del 
Niño, referente a los derechos de los menores de edad en la justicia 
juvenil, del 25 de abril de 200728 y responda: ¿Qué recomendaciones 
realizadas son importantes para el sistema de responsabilidad penal 
para adolescentes? 


En caso de existir recomendaciones relevantes, ¿Cómo podrían vincularse 
a una decisión judicial? 


3. ¿Qué implicaciones tiene el principio del interés superior como regla 
de interpretación? ¿Cómo puede utilizarse en las decisiones judiciales? 


4. En caso confrontarse dos o más principios derivados de los 
instrumentos internacionales referentes a la responsabilidad penal de 
los adolescentes, en un caso concreto: ¿Cómo se resuelve esta situación? 
¿Qué principio primaría? ¿Por qué? 


5. ¿Qué implicaciones tiene el principio de discrecionalidad a favor de 
los adolescentes al interior de la Ley de Infancia y Adolescencia? 
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6. ¿Cómo se puede hacer efectivo el principio de prioridad y agilidad 
en los trámites, cuando se afecten los derechos de los adolescentes? 


7. ¿La ley de Infancia y Adolescencia, en relación con la responsabilidad 
penal de los adolescentes, contempla disposiciones que puedan hacer 
efectivo el principio de protección especial a la relación familiar del 
menor de edad? ¿Cuáles? 


8. Qué implicaciones generan, al interior del sistema de responsabilidad 
penal para adolescentes, los siguientes principios: 


» Principio de excepción de privación de la libertad —como medida 
preventiva y como medida sancionatoria—. 


» Principio de sanciones a favor del adolescente. 
* Principio del adecuado tratamiento penitenciario. 


9. ¿Por qué el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales hace parte de los instrumentos internacionales en sentido 
amplio referentes a la responsabilidad penal de los adolescentes? 


10. ¿Por qué es importante analizar las decisiones de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos en relación con el sistema de responsabilidad 
penal para adolescentes? ¿Cómo se pueden vincular tales decisiones 
de órganos internacionales a una decisión judicial? 


11, ¿Qué hechos sucedieron en el Caso “Instituto de Reeducación del 
Menor” vs. Paraguay? ¿Qué principios pueden extraerse de esta decisión? 


12. Teniendo en cuenta el Caso de Bulacio vs. Argentina, de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, analicé qué principios pueden 
extraerse de tal decisión, referentes al sistema de responsabilidad penal 
del adolescente. 


13. ¿Cuál es el objetivo principal de las Reglas mínimas de las 
Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad 
(también denominadas Reglas de Tokio) en relación con el sistema de 
responsabilidad penal de los menores de edad? 


¿Cómo pueden vincularse, a una decisión judicial, estas Reglas y los 
principios que desarrolla? 
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Autoevaluación 


1, Desde el año 2011 se viene tramitando juicio oral contra Michael, niño 
de 17 años de edad, quien presuntamente cometió el delito de homicidio 
agravado. Pese a infructuosos esfuerzos de su representante, y sendas 
comunicaciones al juez y demás intervinientes, al día de hoy el Juez de 
Conocimiento aún no ha decretado la práctica de numerosas pruebas, 
por lo que es aún incierta la fecha de una posible decisión final respecto 
de la responsabilidad del menor de edad. 


Por esta razón, el abogado de Michael presenta una acción de tutela 
contra el Juez de Conocimiento debido a las injustificadas demoras. 
Usted recibe esta tutela, y debe decidir si existe en esta situación una 
vulneración de los derechos fundamentales del adolescente. 


Se pregunta: 
a. ¿Qué principios podrían utilizarse en la decisión que usted debe tomar? 


b. ¿Qué instrumentos internacionales y decisiones de los órganos 
de control y judiciales pertinentes, que desarrollan estos principios, 
utilizaría en la decisión? 


c. ¿Cómo vincularía esos instrumentos y demás fuentes en la decisión? 


d. ¿Qué decisión tomaría en el presente caso y por qué? 
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Nelson Mandela 


Uno de los simbolos de los derechos humanos más 
reconocidos de la época, es un hombre cuya dedicación a 
las libertades de su pueblo ha inspirado a los defensores de 
los derechos humanos a lo largo del mundo. 


Nacido en Transkei, Sudáfrica, hijo de un jefe tribal, 
Mandela obtuvo un título universitario, graduándose en 
derecho. En 1944 se hizo miembro del Congreso Nacional 
Africano (CNA) y trabajó activamente para abolir las 
políticas del apartheid del Partido Nacional en el poder. 
Llevado a los tribunales por sus acciones, Mandela declaró: 
“he luchado contra la dominación blanca y he luchado contra la 
dominación negra. He abrigado el ideal de una sociedad libre y 
democrática en que todas las personas vivan unidas en armonía y 
con las mismas oportunidades. Es un ideal por el que espero vivir 
y que espero conseguir. Pero es un ideal por el que estoy preparado 


para morir, si es necesario”. 


Sentenciado a cadena perpetua, Mandela se convirtió en 
un poderoso simbolo de resistencia para el ascendente 
movimiento antiapartheid, negándose en repetidas 
ocasiones a comprometer su posición política para obtener 
su libertad. Puesto en libertad finalmente en febrero de 
1990, intensificó la batalla contra la opresión para alcanzar 
las metas que él y otros habían decidido lograr casi cuatro 
décadas atrás. 
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